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Respuestas al Cuestionario del CAT para el Quinto Informe Periódico de 
España (CAT/C/ESP/5) 
 
 
Pregunta 1 
 
Prevención de los malos tratos durante la custodia policial. 
 
Sírvanse explicar en detalle las eventuales medidas para mejorar el 
sistema de salvaguardias para la prevención de los malos tratos durante 
la custodia policial y, en particular, señalar si: 
a) Se han adoptado medidas para evitar demoras en el acceso a un 
abogado.  
 
El sistema legal español garantiza el acceso rápido y eficaz del detenido a 
un abogado (artículo 17.3 de la Constitución y artículo 520 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal). Tan pronto como el funcionario policial practica un 
arresto, está obligado a solicitar la presencia del abogado de la elección del 
detenido o del Colegio de Abogados para que designe uno del turno de oficio. 
Si el funcionario no cumple con esta obligación con la debida diligencia puede 
ser objeto de sanción penal y disciplinaria.  

Además, durante el plazo que establece la ley para que dicho abogado 
efectúe su comparecencia en dependencias policiales, no se le pueden hacer 
preguntas al detenido, ni practicar con el mismo diligencia alguna. Además, 
desde el mismo momento del arresto, se informa al detenido de que tiene 
derecho a guardar silencio y a un reconocimiento médico. 

La Instrucción 12/2007 de la Secretaría de Estado de Seguridad sobre los 
Comportamientos Exigidos a los Miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado para Garantizar los Derechos de las Personas 
Detenidas o bajo Custodia Policial, recientemente aprobada viene a reforzar 
estos derechos en los siguientes términos:  

 
“Se pondrá especial empeño en garantizar que el derecho a la asistencia 
jurídica se preste de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico, 
utilizando los medios disponibles para hacer efectiva la presencia del 
abogado a la mayor brevedad posible. 
Para ello, la solicitud de asistencia letrada se cursará de forma inmediata al 
abogado designado por el detenido o, en su defecto, al Colegio de Abogados, 
reiterando la misma, si transcurridas tres horas de la primera comunicación, 
no se hubiera personado el letrado. 
En el libro de telefonemas se anotará siempre la llamada o llamadas al 
letrado o Colegio de Abogados y todas las incidencias que pudieran 
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producirse (imposibilidad de establecer comunicación, falta de respuesta 
etc).” 
 

Con independencia de lo anterior, señalar que el Plan de Derechos Humanos 
aprobado por el Gobierno de España recoge la siguiente medida: 
 

“MEDIDA 96.- En relación con el derecho de asistencia letrada al detenido. 
Para mejorar las garantías de las personas detenidas y dar cumplimiento a 
las recomendaciones de los organismos internacionales en materia de 
defensa de los derechos humanos, y muy particularmente el Comité Europeo 
de Prevención de la Tortura, el Gobierno propondrá la reforma del artículo 
520.4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a fin de reducir el actual plazo 
máximo de ocho horas, dentro del que debe hacerse efectivo el derecho a la 
asistencia letrada. “ 

 
 
b) Los detenidos incomunicados tienen derecho  a ser examinados por un 
médico de su elección sin la presencia de agentes de policía. 
 
Por lo que se refiere al derecho del detenido incomunicado a ser reconocido 
por un médico, hay que señalar que el artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal establece que el detenido tiene derecho: “a ser reconocido por el 
médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el de la Institución en 
que se encuentre, o por cualquier otra dependiente del Estado o de otras 
Administraciones Públicas”. 
 
 Esta disposición, de aplicación a la totalidad de los detenidos incluyendo los 
incomunicados, tiene por objeto garantizar en todo momento la asistencia 
médica al detenido y determinar y certificar su estado, a través de un 
profesional que a la condición de médico une la de funcionario habilitado para 
emitir dictámenes e informes probatorios en sede judicial. 
 
Los médicos forenses son profesionales de la Medicina que prestan servicio a 
la Administración de Justicia tras ser seleccionados mediante oposición pública 
en base a los principios de mérito y capacidad y a sus conocimientos técnicos y 
legales. Son funcionarios destinados en uno u otro Juzgado, mediante un 
sistema objetivo basado, entre otros aspectos, en su antigüedad profesional, 
sin que ni el Juez, ni las autoridades gubernamentales puedan elegir qué 
médico forense atiende a un detenido concreto, sino que tal tarea corresponde 
a quien esté previamente destinado a dicho Juzgado. 
 
En su actuación profesional, los médicos forenses están plenamente sometidos 
a las normas deontológicas de la profesión médica, sin que puedan recibir, al 
respecto, instrucciones ni del Juez ni de las autoridades gubernativas, por lo 
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que garantizan de modo satisfactorio que el detenido reciba la asistencia 
médica y sanitaria necesaria en cada momento. 
 
Con independencia del derecho a ser reconocido por el médico forense o su 
sustituto legal, el punto sexto de la  Instrucción 12/2007 de la Secretaría de 
Estado de Seguridad sobre los Comportamientos Exigidos a los Miembros de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para Garantizar los Derechos 
de las Personas Detenidas o bajo Custodia Policial establece con carácter 
general para todos los detenidos: “En el caso de que el detenido presente 
cualquier lesión imputable o no a la detención o manifieste presentarla deberá 
ser trasladado de forma inmediata a un centro sanitario para su evaluación”.  

La limitación que, en el régimen de detención incomunicada, se realiza al 
derecho contemplado en el artículo 523 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
(derecho del detenido a ser visitado por un ministro de su religión, por un 
médico, por sus parientes o personas con quienes esté en relación de 
intereses o que puedan darle sus consejos) no responde, bajo ningún 
concepto, a la pretensión de ocultar las eventuales lesiones del detenido –
como se demuestra de la obligación de trasladarle en tal caso a un centro 
sanitario- sino a la necesidad de evitar la presencia, en el momento clave de 
las primeras investigaciones, de personas vinculadas al entorno de la propia 
banda armada que intenten coaccionar al detenido o calibrar el daño que éste 
puede originar a la organización. En algunos casos, estas medidas de 
incomunicación son incluso absolutamente necesarias para preservar la propia 
seguridad del detenido. 
 
Con independencia de lo anterior, señalar que el Plan de Derechos Humanos 
aprobado por el Gobierno de España recoge la siguiente medida: 
“MEDIDA 97.- En relación con el régimen de detención incomunicada. Para 
mejorar las garantías de los detenidos sometidos a este régimen, el Gobierno 
adoptará las siguientes medidas (...) 

c) Se adoptarán las medidas oportunas a fin de garantizar que el detenido 
sometido a régimen de incomunicación pueda ser reconocido, además de por el 
forense, por otro médico adscrito al sistema público de salud libremente 
designado por el titular del futuro Mecanismo Nacional de Prevención de la 
Tortura. 
d) Además, para incrementar las garantías del detenido, el médico forense 
realizará su reconocimiento siguiendo las indicaciones contenidas en un 
Protocolo que elaborará a tal efecto el Ministerio de Justicia y que contendrá las 
comprobaciones médicas mínimas a realizar al detenido y los partes 
normalizados a cumplimentar”. 
 
Por lo que se refiere a la presencia de los agentes de policía durante el 
reconocimiento médico, se debe señalar que los procedimientos policiales 
que rigen la actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado encargados de la custodia de un detenido cuando recibe asistencia 



 4

sanitaria se basan en el absoluto respeto a su dignidad, derechos e integridad 
física, garantizando al mismo tiempo la seguridad: 
a) Con carácter general se procura que el detenido reciba la asistencia 
sanitaria en un hospital o centro médico con condiciones de seguridad 
suficientes, evitando el contacto con el resto de pacientes, en cuyo caso es 
suficiente con la vigilancia de accesos a cargo del servicio de custodia 
hospitalaria.  
b) Con carácter excepcional, cuando lo anterior no es posible y se trata de 
detenidos peligrosos (pertenecientes a bandas armadas, crimen organizado o 
con antecedentes por delitos violentos), con el fin de evitar fugas, agresiones o 
alguna otra acción que pueda poner en peligro la integridad física del detenido, 
de los facultativos sanitarios que le prestan asistencia o de terceras personas, 
se procura mantener en todo momento el control sobre el detenido, utilizando 
para ello personal del mismo sexo para preservar su intimidad. 
 
c) Se ha instalado grabación audiovisual en todas las zonas de las 
comisarías destinadas a alojar detenidos. 
 
El Gobierno español, en cumplimiento de lo previsto en el Plan de Derechos 
Humanos, está procediendo a dotar las instalaciones policiales de medios de 
grabación audiovisual. 
 
d) Existe vigilancia por vídeo de las condiciones y trato a los detenidos 
incomunicados. 
 
En la actualidad, la legislación española permite al Juez competente decidir 
sobre la conveniencia, en cada caso concreto, de ordenar o no tal vigilancia. 
No obstante, con independencia de lo anterior, el Plan de Derechos Humanos 
aprobado por el Gobierno de España recoge la siguiente medida: 
 

“MEDIDA 97.- En relación con el régimen de detención incomunicada. Para 
mejorar las garantías de los detenidos sometidos a este régimen, el 
Gobierno adoptará las siguientes medidas (...) 

b) Se abordarán las medidas normativas y técnicas necesarias para dar 
cumplimiento a la recomendación de los organismos de derechos humanos 
de grabar, en vídeo u otro soporte audiovisual, todo el tiempo de 
permanencia en dependencias policiales del detenido sometido a régimen de 
incomunicación”. 

 
e) Las declaraciones formuladas por los detenidos en régimen de 
incomunicación pueden ser usadas en el proceso judicial. 
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Conforme al ordenamiento jurídico español, a los efectos de decidir sobre la 
culpabilidad o la inocencia del inculpado únicamente pueden tenerse en 
cuenta las pruebas practicadas en el juicio oral en presencia judicial, con 
asistencia del acusado y del abogado de su elección.   
 
 
Asimismo, el ordenamiento jurídico español establece el derecho de toda 
persona detenida a no declarar contra sí misma y a no confesarse culpable 
(artículo 24.2 de la Constitución y art. 520.2.b de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal), prohibiendo a los Tribunales el empleo de cualquier prueba obtenida 
mediante métodos de coacción física o psicológica por cuanto atentan contra 
derechos fundamentales de la persona reconocidos constitucionalmente 
(artículo 15 Constitución). 
 
En este sentido, el artículo 11.1 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial 
establece: “En todo tipo de procedimiento se respetarán las reglas de la buena 
fé. No surtirán efecto las peticiones obtenidas, directa o indirectamente, 
violentando los derechos o libertades fundamentales”.  
 
El Tribunal Constitucional, en la STC 114/1984, fundamentos 2 y 30, dice 
“...aunque la prohibición de valorar en juicio pruebas obtenidas con vulneración 
de derechos fundamentales sustantivos no se haya proclamada en un precepto 
constitucional que explícitamente la imponga, ni tiene lugar inmediatamente en 
virtud del derecho sustantivo originariamente afectado, expresa una garantía 
objetiva e implícita en el sistema de los derechos fundamentales, cuya vigencia 
y posición preferente, en el Estado de Derecho que la Constitución instaura, 
exige que los actos que los vulneren carezcan de eficacia probatoria en el 
proceso”. 
 
Igualmente en la STC 81/1998, de 2 de abril, indica que “la valoración procesal 
de las pruebas obtenidas con vulneración de los derechos fundamentales 
implica una ignorancia de las garantías propias del proceso (art. 24.2 de la CE) 
(STC 114/1984, fundamento jurídico 5° y 107/1985, fundamento jurídico 2°) y 
en virtud de su contradicción con ese derecho fundamental y, en definitiva, con 
la idea del proceso justo debe considerarse prohibida por la Constitución”. 
 
Esta nulidad de prueba en el proceso se extiende a todas aquellas pruebas que 
deriven de la declarada nula. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha 
consagrado la doctrina de los efectos indirectos de la vulneración de un 
derecho fundamental, de forma que si una prueba se ha obtenido con 
vulneración de alguno de los derechos fundamentales recogidos en nuestra 
Constitución, será declarada nula y, por tanto, no podrá producir efectos en el 
proceso, extendiendo esta nulidad a todas aquellas pruebas que habiéndose 
obtenido con respeto a las garantías constitucionales, deriven directamente de 
la primera, declarando la no procedencia de todas ellas y no pudiendo ser 
tenidas en cuenta en el proceso (STS 210/1992, de 7 de febrero; 2783/1993, 
de 13 de diciembre; 311/1994, de 19 de febrero y 2054/1994, de 26 de 
noviembre). 
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Pregunta 2  
 
Régimen de incomunicación, garantías del mismo y supuesta relación 
entre incomunicación y malos tratos. 
 

La Constitución española establece, en su artículo 17, el régimen general 
de la detención en lo siguientes términos: 

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede 
ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este 
artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más tiempo del estrictamente 
necesario para practicar las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de 
los hechos. En todo caso en el plazo máximo de 72 horas el detenido 
deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata y de 
modo que le sea comprensible de sus derechos y de las razones de su 
detención no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de 
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos 
que la ley establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de habeas corpus para producir la 
inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida 
ilegalmente. Asimismo por ley se determinará el plazo máximo de duración 
de la prisión provisional.” 

De conformidad con este mandato constitucional, los derechos de la persona 
detenida en España se encuentran exhaustivamente desarrollados en el 
artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal e incluyen, entre otros: 

• El derecho a que la detención se practique en la forma que menos 
perjudique al detenido. 

• La información de los hechos que se le imputan y de sus derechos, en 
especial: 

a) A guardar silencio y no declarar. 

b) A no declarar contra sí mismo ni confesarse culpable. 

c) A designar abogado para que asista a las diligencias. 

d) A poner la detención en conocimiento de la persona que desee, 
así como el lugar de custodia. 

e) A ser asistido gratuitamente por un intérpetre. 

f) A ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal. 
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g) A entrevistarse reservadamente con su abogado al término de la 
toma de declaración. 

Establecido el marco jurídico general de la detención en España, y por lo que 
se refiere al régimen que preocupa al Comité, señalar que la propia 
Constitución española, en su artículo 55.2, establece que mediante Ley 
Orgánica se podrá determinar la forma y los casos en los que de modo 
individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control 
parlamentario, se puedan suspender los derechos reconocidos en el artículo 
17.2 (duración de la detención), en el 18.2 (secreto de comunicaciones) y el 
18.3 (inviolabilidad del domicilio), en relación con las investigaciones 
correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La 
ley orgánica es una de las normas con rango de ley previstas en nuestra 
Constitución, que tiene la particularidad de exigir para su aprobación una 
mayoría cualificada del Congreso de los Diputados (mayoría absoluta). La 
exigencia de esta mayoría hace que la Constitución española reserve la ley 
orgánica para regular cuestiones de especial trascendencia. 

En desarrollo del artículo 55.2 de la Constitución, mediante ley orgánica se 
introdujo el  artículo 520 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que incluye la 
posibilidad de prorrogar el tiempo de máximo de detención y acordar la 
detención incomunicada, en los siguientes términos:  

“1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos 
a que se refiere el artículo 384 bis será puesta a disposición del Juez 
competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. No 
obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines 
investigadores, hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, 
siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro 
de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada 
por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto 
la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada. 

2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, 
podrá solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, el cual deberá 
pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de 
veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en 
todo caso incomunicado sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y 
de lo establecido en los artículos 520 y 537, hasta que el Juez hubiere 
dictado la resolución pertinente. 

3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir 
información y conocer, personalmente o mediante delegación en el Juez de 
Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la 
situación de éste.” 

Como consecuencia de esta disposición, el detenido en régimen de 
incomunicación se ve privado, con carácter excepcional, de los siguientes 
derechos, que sí tienen los demás detenidos: 

a) A procurarse comodidades u ocupaciones compatibles con el objeto de 
su detención. 
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b) A ser visitado por ministro de su religión, médico, parientes o personas 
que le puedan dar consejos. 

c) A correspondencia y comunicación (que en el caso de los detenidos en 
régimen general debe ser expresamente autorizado por el juez, según 
artículo 527 en relación con el 524). 

d) A que no se adopte contra él ninguna medida extraordinaria de 
seguridad (de lo que también están excluidos los detenidos en régimen 
general en caso de desobediencia, violencia, rebelión o haber intentado 
fugarse). 

e) A designar abogado de su elección (527a). Será asistido 
necesariamente por abogado de oficio. 

f) A que se ponga en conocimiento del familiar el hecho de la detención y 
lugar de custodia (artículo 527 b en relación con el 520.2d) 

g) A que el abogado que le defienda se entreviste con él reservadamente 
una vez terminada la diligencia en la que hubiere intervenido”. 

La situación de incomunicación en dependencias policiales por decisión 
judicial, no priva al detenido de este derecho a la asistencia letrada, de forma 
que en todas las declaraciones que preste ante la policía judicial y en las 
diligencias de reconocimiento de identidad está presente el abogado. 

La privación del derecho a designar abogado de confianza responde, en el 
caso de bandas armadas, terroristas o criminales altamente organizadas, al 
intento de demorar en lo posible la difusión, a través de los mecanismos de 
comunicación de las mismas, de las correspondientes órdenes y alertas que 
puedan facilitar la fuga del resto de integrantes y la destrucción de las pruebas 
del delito. 

De hecho, la experiencia en esta materia nos indica que este tipo de 
organizaciones cuenta, muchas veces, con su propia red de apoyo y asistencia 
letrada a sus miembros, que actúa, además, como portadora de consignas y 
amenazas a los propios detenidos, por lo que la desconexión de la misma 
resulta, en muchos casos, necesaria incluso desde el punto de vista de la 
propia protección del detenido. 

En todo caso, esta limitación no implica en modo alguno la merma de la calidad 
de la asistencia letrada a la que tiene perfecto derecho el detenido 
incomunicado ya que la designación de abogado se realiza, con todas las 
garantías, a través de los Colegios de Abogados, que son corporaciones de 
derecho público, con personalidad jurídica propia, independientes del Estado y 
de la máxima solvencia que agrupan a los profesionales de la abogacía y 
contribuyen a ordenar su ejercicio profesional además de velar por el prestigio 
de la propia profesión, para lo que incluso cuentan con mecanismos 
disciplinarios a los que quedan sometidos sus miembros. 
Tampoco se considera que la presencia en la dependencia policial del abogado 
de confianza durante la toma de declaración sea garantía esencial contra los 
malos tratos. Sí lo es, como recoge nuestro ordenamiento jurídico, el control 
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continuo y permanente de la Autoridad Judicial, o en su caso del Fiscal, que 
desde el primer momento debe tener constancia de la detención, del lugar de 
custodia, y de los funcionarios actuantes, para lo que cuenta con los medios 
necesarios para llevar a cabo dicho control, auxiliado por los correspondientes 
médicos forenses, y capacitado para tomar las medidas necesarias en cada  
momento, como por ejemplo denegar la incomunicación u ordenar que el 
detenido pase inmediatamente a su disposición. 
 
En este sentido, hay que insistir en que la detención incomunicada se lleva a 
efecto con todas las garantías procesales. Su régimen legal es sumamente 
restrictivo, pues exige en todo caso autorización judicial mediante resolución 
motivada y razonada que ha de dictarse en las primeras 24 horas de la 
detención, y un control permanente y directo de la situación personal del 
detenido por parte del Juez que ha acordado la incomunicación o del Juez de 
Instrucción del partido judicial en que el detenido se halle privado de libertad. 
 
Tanto los tribunales ordinarios, como el Tribunal Constitucional, máximo órgano 
judicial encargado de velar por los derechos fundamentales en nuestro país, se 
han pronunciado sobre la adecuación de nuestro sistema legal de detención 
incomunicada a las exigencias de los Convenios Internacionales suscritos por 
España, precisamente por las rigurosas garantías que establece nuestra 
normativa al respecto. 
 
En consecuencia, hay que señalar que: 
 

• El sistema de detención incomunicada existente en España se 
ajusta perfectamente a las exigencias de los Convenios 
Internacionales suscritos por nuestro país, precisamente por las 
rigurosas garantías que establece nuestra normativa al respecto, 
habiendo sido ratificada su legalidad tanto por los Tribunales 
ordinarios como por el Tribunal Constitucional español. 

 

• Nuestra legislación y jurisprudencia son particularmente rigurosas 
en la exigencia de una motivación y una valoración individualizada 
por parte del Juez para acordar la incomunicación del detenido o 
preso. 

 

• El control continuo y permanente de la Autoridad Judicial, o en su 
caso del Fiscal, que desde el primer momento debe tener 
constancia de la detención, del lugar de custodia, y de los 
funcionarios actuantes -para lo que cuenta con los medios 
necesarios y con el auxilio de los correspondientes médicos 
forenses- constituyen una garantía suficiente de los derechos del 
detenido incomunicado. 
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Pregunta 3: 
 
Según la información de que dispone el Comité, las disposiciones de los 
artículos 572 a 579 del Código Penal (delitos de terrorismo) son 
demasiado amplias y no observarían cabalmente el requisito del principio 
bien establecido de legalidad. Al respecto, sírvanse también indicar si ha 
efectuado algún seguimiento de las recomendaciones formuladas 
recientemente por el Relator Especial sobre la promoción y protección de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra 
el terrorismo de que se inicie un proceso en el que expertos 
independientes examinen si esos artículos del Código Penal se ajustan a 
las definiciones vigentes. 
 
El delito de terrorismo se regula en los artículos 572 a 579 del Código Penal, 
que hay que interpretar en relación con la Decisión marco 2002/475/JAI de la 
Unión Europea (UE) de lucha contra el terrorismo, modificada por la Decisión 
del Consejo de la UE de 23 de abril de 2008. Esta Decisión marco de la UE es, 
a día de hoy, el único instrumento legislativo internacional que define y 
enumera los actos intencionados considerados como delitos de terrorismo, ante 
la ausencia de un Convenio internacional global en materia de terrorismo. Cabe 
recordar que, por su naturaleza, dicha Decisión es obligatoria para los Estados 
miembros de la UE. 
 
En su artículo 1º, (letras a-i) aparecen tipificados los delitos que, según los 
respectivos Derechos nacionales, por su naturaleza o su contexto, puedan 
lesionar gravemente a un país o a una organización internacional cuando su 
autor los cometa con el fin de intimidar gravemente a una población, obligar 
indebidamente a los poderes públicos o a una organización internacional a 
realizar un acto o a abstenerse de hacerlo, o desestabilizar gravemente o 
destruir las estructuras fundamentales políticas, constitucionales, económicas o 
sociales de un país o de una organización internacional. Concretamente hace 
referencia a: 
 
a) atentados contra la vida de una persona que puedan tener resultado de 
muerte (tendrían su corolario en el art. 572.1º del Código Penal (CP), que 
sanciona al que cause la muerte de una persona); 
b) atentados graves contra la integridad física de una persona (con reflejo en el 
art. 572 del CP, que habla de la causación de lesiones); 
c) secuestro o toma de rehenes (art. 572.2); 
d) destrucciones masivas en instalaciones gubernamentales o públicas, 
sistemas de transporte, infraestructuras, incluidos los sistemas informáticos, 
plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, lugares públicos o 
propiedades privadas, que puedan poner en peligro vidas humanas o producir 
un gran perjuicio económico (quedaría sancionada esta conducta a través del 
tipo contenido en el art. 346 del CP, por la remisión que realiza el art. 571 del 
CP); 
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e) apoderamiento ilícito de aeronaves y de buques o de otros medios de 
transporte colectivo o de mercancías (tipificadas en los art. 265 y 266 y 
agravadas por el art. 574 cuando se realicen con fines militares); 
f) fabricación, tenencia, adquisición, transporte, suministro o utilización de 
armas de fuego, explosivos, armas nucleares, biológicas y químicas e 
investigación y desarrollo de armas biológicas y químicas (tipificado en el art. 
573 del CP); 
g) liberación de sustancias peligrosas, o provocación de incendios, 
inundaciones o explosiones cuyo efecto sea poner en peligro vidas humanas 
(tipificado en el art. 571 del CP); 
h) perturbación o interrupción del suministro de agua, electricidad u otro 
recurso natural fundamental cuyo efecto sea poner en peligro vidas humanas 
(art 346 del CP por la remisión que realiza el art. 571); 
i) amenaza de ejercer cualesquiera de las conductas enumeradas en las letras 
a) a h) (recogido en los art. 169 y 170 del CP). 
 
Por tanto, el Código Penal español respeta escrupulosamente el principio de 
tipicidad en la descripción de los diversos delitos de terrorismo. Cuando se 
critica la tipificación de estos delitos en ocasiones se acude al art. 574 del CP.  
 
Dispone este precepto que: “Los que perteneciendo, actuando al servicio o 
colaborando con bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas, 
cometan cualquier otra infracción con alguna de las finalidades expresadas en 
el art. 571, serán castigados con la pena señalada al delito o falta ejecutados 
en su mitad superior”. Este precepto no supone en ningún modo una 
destipificación de los delitos de terrorismo, sino que simplemente se incorpora 
una circunstancia agravante a otros delitos y faltas tipificados y sancionados en 
el articulado del CP, cuando estas infracciones persiguen fines terroristas, fines 
que se encuentran acotados de modo claro y preciso en el art. 571 del CP. En 
conclusión, el art. 574 del CP contiene simplemente una circunstancia 
agravante aplicable a cualquier infracción penal cometida con fines terroristas, 
y no se trata por tanto de un tipo penal autónomo. Ni la infracción puede 
considerarse indeterminada o no tipificada (pues está comprendida en otro 
precepto del CP, aunque no se incluya en el capítulo concreto dedicado a los 
actos de terrorismo), ni la intencionalidad avoca al tipo a la inconcreción, 
precisamente por quedar acotada en el art. 571 del CP (finalidad de subvertir el 
orden constitucional o alterar gravemente la paz pública). 
 
Por otra parte, en el marco de los compromisos internacionales que tiene 
adquiridos España con diversos organismos internacionales (Unión Europea, 
Consejo de Europa, Naciones Unidas, y Grupo de Acción Financiera 
Internacional), sobre la prevención y lucha contra las actividades terroristas, el 
Consejo de Ministros informó y aprobó el día 14 de noviembre de 2008 el 
Anteproyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, 
de 23 de noviembre, del Código Penal, en el que se incluye un nuevo artículo 
específico que tipifica el delito de financiación del terrorismo. 
 
Se añade el artículo 576 bis que queda redactado como sigue: 
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“El que por cualquier medio, directa o indirectamente, ilícita y deliberadamente, 
provea o recolecte fondos con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de 
que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer cualquiera de los delitos 
de terrorismo tipificados en este Código, o para la financiación del terrorismo, 
de los actos terroristas o de las bandas armadas, organizaciones o grupos 
terroristas, será castigado con penas de prisión de cinco a diez años y multa de 
dieciocho a veinticuatro meses”. 
 
De esta forma, se da cumplimiento a lo establecido por el Convenio 
Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, aprobado 
por las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999 y ratificado por España en 
el año 2002, así como a las Recomendaciones Especiales I y II del Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI), y a la normativa de desarrollo del 
Tratado de la Unión Europea. 
 
Hay que destacar, además, que la proyectada reforma del Código Penal recoge 
lo estatuido en el Convenio 196 del Consejo de Europa para la Prevención del 
Terrorismo, firmado en Varsovia el 16 de mayo de 2005, que acaba de ser 
ratificado por España el pasado día 6 de marzo de 2009; y da cumplimiento, 
igualmente, a lo establecido en el Convenio 198 del Consejo de Europa sobre 
blanqueo, seguimiento, embargo y decomiso de los productos del delito y sobre 
la financiación del terrorismo, que España ha firmado el día 20 de febrero de 
2009, y cuya ratificación está pendiente de que se complete el trámite 
parlamentario correspondiente. 
 
 
Pregunta 4: 
 
Sírvanse proporcionar información sobre las medidas que, en su caso, se 
hayan adoptado para la prevención de malos tratos a mujeres en centros 
de privación de libertad, como medidas sobre violencia sexual.  Aporten 
datos disponibles. 
 
a) Medidas para la prevención de malos tratos a mujeres en centros de 
privación de libertad. 
 
 
El sistema penitenciario español no dispone de unas medidas concretas 
específicamente dirigidas a la población reclusa femenina ante posibles 
problemas de maltrato, violencia o acoso sexual y ello es así porque todo el 
sistema penitenciario está dotado de innumerables garantías de 
funcionamiento que previenen estas situaciones. 
 
Los internos e internas pueden ejercer diversos mecanismos de defensa y de 
denuncia pues el propio sistema penitenciario se les muestra directo y 
accesible, primero por medio de los múltiples profesionales que se relacionan 
con los internos: Juristas, Psicólogos, Médicos, Trabajadores Sociales, 
Educadores, Maestros y todo tipo de funcionarios y funcionarias de distintas 
áreas, de la misma manera que disponen de un sistema de quejas y denuncias 
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absolutamente fluido ya que pueden acudir con inmediatez ante las autoridades 
del propio centro penitenciario (Director y Subdirectores).  
 
Cualquier interno o interna sabe y experimenta a diario el sistema de valores 
que la institución penitenciaria hace suyo: Ningún profesional de los señalados 
toleraría, sin actuar y denunciar, cualquier actitud contraria a estos principios 
por parte de otro profesional, sea quien sea, si es que llega a ser conocedor de 
que tales actitudes se estuvieran produciendo. 
 
El sistema de denuncia de que disponen los internos e internas es 
perfectamente confidencial, ya que permite cursar instancias y solicitudes en 
sobre cerrado, tanto a las autoridades del centro como al Juez de Vigilancia 
Penitenciaria. Los internos saben que pueden acudir a múltiples profesionales 
del centro, a la dirección del mismo y al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, 
tanto por escrito como a través de audiencia, ya que dicho juez visita 
periódicamente los centros de su demarcación. Asimismo, el interno puede 
acudir a la justicia penal mediante denuncia al Juzgado de Guardia, o 
denunciar cualquier situación ante el Defensor del Pueblo. 
 
Finalmente cabe señalar que, en la mayoría de centros penitenciarios 
españoles existe un servicio de orientación y asistencia jurídica que desarrollan 
los colegios de abogados de carácter totalmente gratuito. Asimismo, desde la 
propia Administración, existen mecanismos de protección en relación a los 
internos, como es la existencia de la Inspección Penitenciaria y como es el 
propio funcionamiento de todas las administraciones ya sea administración 
municipal, autonómica o estatal, que están absolutamente volcadas en luchar 
contra este tipo de acosos y violencia. 
 
b) Datos de denuncias por violencia sexual en los años 2003-2008. 
 
Respecto a los datos estadísticos sobre número de denuncias por violencia 
sexual contra mujeres internadas en los centros penitenciarios, señalar que el 
Ministerio del Interior únicamente dispone de los datos de las denuncias 
recibidas por la Inspección Penitenciaria, sin perjuicio de que las que pudieran 
haberse presentado directamente ante los Juzgados.  
 
La Administración penitenciaria española, amén de otros controles 
jurisdiccionales como el ejercido por los Juzgados de Vigilancia, órganos 
específicos encargados de velar por el cumplimiento de la legalidad en el 
cumplimiento de las penas, lleva a cabo un control de la legalidad de la 
actividad penitenciaria a través de sus servicios de Inspección. 
 
Uno de los procedimientos de control de dicha legalidad es la investigación 
sistemática de las denuncias que se reciben, entre ellas las relativas a posible 
uso excesivo de la fuerza (torturas y malos tratos) y violencia sexual a que se 
refieren los párrafos 4 y 23 del requerimiento formulado por el Comité Contra la 
Tortura de Naciones Unidas, proponiendo, en su caso, las medidas correctoras 
o sancionadoras que pudieran proceder contra los autores de los desvíos 
apreciados. En estos supuestos, como en otros, la respuesta de la 
Administración es inmediata y de tolerancia cero 
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Para mayor claridad, seguidamente se exponen los momentos procedimentales 
fundamentales de estas investigaciones: 
 
• Inicio: La  investigación se inicia bien a instancia del propio afectado 

(mediante denuncia  directamente formulada por el interno o a través de 
abogado, familiares, organismos etc.) o de oficio (tras denuncia del director 
del centro u otros profesionales o a instancias de la propia Inspección). 

 
• Procedimiento: la investigación se le encomienda a un Inspector bajo las 

formas de Informe de Inspección o de Información Reserva, dependiendo 
de las circunstancias de cada caso.  

 
• Medios de investigación: se utilizan todos los métodos indagatorios 

previstos en la ley y utilizables por la Administración: documentales, 
periciales, testifícales, de referencia, etc.     

 
• Conclusión: La investigación concluye de alguna de las formas siguientes: 

 
a.- Archivo de las actuaciones por entender que la denuncia carece de 
fundamento, este generalmente se produce por acreditarse la falta de 
veracidad de los hechos denunciados, o por falta de prueba, ni siquiera 
referencial, o por tratarse de supuestos de uso legítimo y proporcionado de 
los medios coercitivos previstos legalmente.  
 
b.- Propuesta de apertura de expediente disciplinario y/o remisión de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal por considerar que los hechos son 
constitutivos de ilícito administrativo y/o penal. En el supuesto de que por la 
Autoridad Judicial se inicien actuaciones, la Administración paraliza su 
actividad hasta que se resuelva el procedimiento penal. 

 
En este sentido, se dispone de los datos siguientes: 
 
• Durante los años 2003 y 2004 no consta la presentación de denuncia 

alguna. 
 
• En el ejercicio 2005, se presentaron tres denuncias, que dieron lugar a un 

informe de inspección (que resultó archivado) y dos informaciones 
reservadas (una de ellas fue archivada y la otra sigue pendiente de 
Diligencias Judiciales). 

 
• En el año 2006, se realizó una información reservada a un trabajador de 

una prisión de Valencia por mantener relaciones sexuales con una interna 
durante la jornada laboral. El correspondiente expediente disciplinario dio 
lugar al despido del mismo, despido que posteriormente fue declarado 
improcedente por sentencia judicial.   

 
• En el año 2007 se presentaron un total de 2 denuncias que dieron lugar a 

las oportunas informaciones reservadas, estando ambas, en la actualidad, 
pendientes de resolución judicial. 
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• En el ejercicio 2008, se presentaron dos denuncias, una de ellas archivada 

tras el oportuno informe de inspección y la otra –relativa a supuestas 
insinuaciones de carácter sexual a varias internas- se encuentra, en la 
actualidad, sometida a conocimiento judicial. 

 
 
Pregunta 5 
 
Sírvase indicar si existe en España aislamiento penitenciario, su 
regulación, tiempo, numero de aislados, medidas para preservar la salud 
mental y física y las condiciones de los aislados. 
 
En el sistema penitenciario español no existe una clasificación de internos, 
presos o penados en aislamiento, sino que el aislamiento propiamente dicho 
sólo se aplica como medio coercitivo ante situaciones de necesidad, 
medida cautelar o sanción con una duración máxima de 14 días. 
 
Además, un número muy reducido de internos (actualmente sólo el 1´62% de la 
población recusa) se encuentran en el denominado régimen cerrado, situación 
que, de ningún modo, implica un aislamiento total, aunque si condiciones más 
severas de detención. Hay que indicar, en este sentido, que el sistema 
penitenciario español presenta, como singularidad respecto a la mayoría de los 
sistemas penitenciarios europeos, una permanencia en celda durante el día 
muy limitada para el conjunto de los internos, por lo que nuestro régimen 
cerrado es equiparable al sistema habitual de cumplimiento en otros países. 
 
1.- Aislamiento.  
 
El aislamiento está regulado en nuestro derecho penitenciario como medio 
coercitivo ante situaciones de necesidad (articulo 72 del Reglamento 
Penitenciario) y se aplica por el tiempo mínimo imprescindible para solventar la 
situación de alteración que motiva su aplicación y con conocimiento del Juez de 
Vigilancia Penitenciaria. 
 
Como sanción de carácter disciplinario, el aislamiento únicamente puede ser 
impuesto por la comisión de faltas muy graves y graves en circunstancias de 
evidente agresividad, violencia o alteración reiterada o grave de la normal 
convivencia del centro no pudiendo sobrepasar los 14 días de duración. Cabe 
recurso en todo caso ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria y si su duración 
excediese de 14 días (repetición de la infracción o cumplimiento sucesivo de 
sanciones) deberá ser aprobada por el Juez de Vigilancia Penitenciaria. 
 
El aislamiento también se articula como medida cautelar en los procedimientos 
disciplinarios abonándose el tiempo en que el interno ha permanecido en tal 
situación para el cumplimiento de la sanción que se impusiera, en su caso, si 
fuera de la misma naturaleza. La aplicación de las medidas cautelares será 
puesto en conocimiento del Juez de Vigilancia Penitenciaria. 
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La situación de aislamiento se acomodará a lo dispuesto en el artículo 2541 del 
Reglamento Penitenciario. 
 
 
2.- Régimen cerrado. 
 
Nuestro ordenamiento penitenciario (articulo 10 de la Ley Orgánica General 
Penitenciaria) también prevé la existencia de un régimen cerrado, caracterizado 
por la limitación de las actividades en común y un mayor grado de control y 
vigilancia, para penados calificados de peligrosidad extrema o para casos de 
inadaptación a los regímenes ordinarios y abierto, apreciados por causas 
objetivas en resolución motivada.  
 
El régimen cerrado no implica la conculcación de derechos ni el aislamiento 
continuado en la celda, sino que significa una intensificación del control y una 
limitación de las actividades en común de los internos, quienes disfrutan de, al 
menos, cuatro horas diarias de vida en común y posibilidad de otras tres horas 
más para actividades programadas.  
 
Actualmente los internos que se encuentran en este régimen en el ámbito 
de la Administración General del Estado son 1.072 lo que representa el 
1,62 %de la población. 
 
La aplicación de este régimen, que se concibe con carácter excepcional, 
cuenta con una serie de garantías como son: 
 
• Las circunstancias que determinan su aplicación han de ser apreciadas por 

causas objetivas en resolución motivada.  
 
• El carácter temporal de su duración. En este sentido el Art. 10.3 de la LOGP 

establece que “la permanencia de los internos destinados a estos centros 
será por el tiempo necesario hasta tanto desaparezcan o disminuyan las 
circunstancias que determinaron su ingreso” El Reglamento penitenciario 

                                            
1 El artículo 254 del Reglamento Penitenciario establece: 
 
“1. Las sanciones de aislamiento se cumplirán con informe previo y reconocimiento del Médico 
del Establecimiento, quien vigilará diariamente al interno mientras permanezca en esa 
situación, informando al Director sobre su estado de salud física y mental y, en su caso, sobre 
la necesidad de suspender o modificar la sanción impuesta. 
2. En los casos de enfermedad del sancionado se aplazará la efectividad de la sanción de 
aislamiento hasta que el interno sea dado de alta. 
3. No se aplicará esta sanción a las mujeres gestantes y a las mujeres hasta seis meses 
después de la terminación del embarazo, a las madres lactantes y a las que tuvieran hijos 
consigo. 
4. El aislamiento se cumplirá en el compartimento que habitualmente ocupe el interno, y, en los 
supuestos de que lo comparta con otros o por su propia seguridad o por el buen orden del 
Establecimiento, pasará a uno individual de semejantes medidas y condiciones. 
5. El recluso internado en celda disfrutará de dos horas diarias de paseo en solitario y, durante 
el cumplimiento de la sanción, no podrá recibir paquetes del exterior ni adquirir productos del 
Economato, salvo los autorizados expresamente por el Director.” 
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establece, por su parte, la obligación de revisar esta situación cada tres 
meses (Artículo 92). 

 
• Control de su aplicación por el Juez de Vigilancia, a quien el Art. 76.2.j) de 

la LOGP atribuye la función de “conocer del paso a los establecimientos de 
régimen cerrado de los reclusos a propuesta del Director del 
Establecimiento”. 

 
Existen dos modalidades de régimen cerrado: 
 

1.- Departamentos especiales. 
 
Para aquellos  internos clasificados en primer grado que hayan sido 

protagonistas o inductores de alteraciones regimentales muy graves que 
hayan puesto en peligro la vida o integridad de los funcionarios, 
autoridades, otros internos o personas ajenas a la Institución, tanto 
dentro como fuera de los establecimientos y en los que se evidencia una 
peligrosidad extrema. Impropiamente, como analizaremos posterior-
mente, se habla de FIES cuando se hace referencia a este grupo de 
internos. 

 
Su régimen de vida es: 
 
• Disfrutan, como mínimo, de tres horas diarias de salida al patio, 

pudiendo ampliarse a tres más para la realización de actividades 
programadas. 

 
• Registro diario de su celda y cacheo del interno. 
 
• No pueden permanecer juntos más de dos internos en su salida al 

patio. Este número puede aumentarse a 5 en la ejecución de 
actividades programadas. 

 
• Obligación de que se diseñe para ellos un modelo de intervención 

y programas genéricos de tratamiento. 
 
• Normas especificas sobre servicios de barbería, duchas, pelu-

quería, economatos, distribución de comidas, limpieza de celdas, 
disposición de libros, revistas y aparatos de TV y sobre las ropas 
y enseres de que puedan disponer en sus celdas. 

 
2.- Módulos cerrados. 

 
Para penados clasificados en primer grado que muestren una mani-

fiesta inadaptación a los regímenes comunes. 
 
Su régimen de vida es: 
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• Disfrutaran, como mínimo de cuatro horas diarias de vida en 
común, este horario puede aumentarse hasta tres horas más para 
la realización de actividades previamente programadas. 

 
• El numero de internos que, de forma conjunta, podrán realizar 

actividades en grupo, será establecido por el Consejo de 
Dirección, con un mínimo de cinco internos. 

  
 
• Deberá programarse para ellos actividades deportivas, recrea-

tivas o formativas, laborales u ocupacionales. 
 

Medidas adoptadas por la administración penitenciaria en relación con el 
régimen cerrado. 
 
La Administración Penitenciaria, consciente de que los internos de régimen 
cerrado presentan un riesgo mayor de vulnerabilidad de sus derechos y de que, 
por lo tanto, requieren de una especial de intervención, ha puesto en marcha 
las siguientes actuaciones: 
 
a.- Reducción de población en régimen cerrado. 
 
Se han establecido nuevos criterios y directrices de clasificación en régimen 
cerrado, dirigidas a reorientar el sistema en el sentido que la LOGP preconiza, 
es decir su carácter excepcional, así como la detección de aquellos supuestos 
en los que este régimen se extiende más allá de lo razonable. 
  
En este sentido, se ha producido una reducción sustancial del número de 
clasificaciones en primer grado respecto a años anteriores. Así, el total de 
resoluciones en primer grado fue de 3,6 % en 2003, 3,4% en 2004, 2,6% en 
2005, 2,1% en  2006, 1,9 en 2007, y 2,0  en 2008.  
 
La población penada en primer grado en 2003 representaba el 1,96 de toda la 
población penada; mientras que en 2009 representa el 1,69% 
 
b.- Intervención especifica con internos de régimen cerrado. 
 
La administración penitenciaria ha establecido entre sus objetivos la interven-
ción más directa y más intensa con este colectivo, precisamente porque sus 
condiciones de vida, con mayores limitaciones, hacen más difícil cualquier 
progreso detectable que permita la salida de dicha situación. 
 
En consecuencia, se ha diseñado en el año 2005 un programa de intervención 
con internos en régimen cerrado, con las siguientes características básicas: 
 
• Revisión de criterios de clasificación más flexibles en este régimen. 
 
• Constitución en todos los módulos o departamentos de régimen cerrado de 

un equipo especializado y permanente (dos años de continuidad de sus 
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miembros) formado obligatoriamente por un psicólogo, un encargado de 
departamento, un jefe de servicios, un jurista y un trabajador social. 

 
• Realización de cursos de formación especifico para este personal para la 

atención a estos internos.  
 
• Elaboración de un programa individualizado de tratamiento para cada 

interno. 
 
• Realización de programas de actividades grupales e individuales en los que 

se debe garantizar una presencia física diaria en el Departamento de los 
profesionales de los equipos técnicos. 

 
• Atención especial a jóvenes. 
 
• Reubicación de estos internos en departamentos modulares con más 

espacios de intervención. 
 
El programa se encuentra implantado actualmente en 20 Centros, siendo la 
previsión que se extienda a todos los Centros Penitenciarios en los que existan 
internos en régimen cerrado. En el momento actual se encuentran incorporados 
al mismo 426 internos. 
 
No todos los centros penitenciarios pueden contar con el programa de régimen 
cerrado por el momento. Sin embargo, esta falta de aplicación del programa 
íntegro se suple con la realización de actividades grupales no sólo terapéuticas 
sino ocupacionales; o como en el caso de algunos centros penitenciarios, en la 
realización de actividades deportivas en las instalaciones del centro, utilizadas 
por todos los internos. El objetivo a conseguir es que en todos ellos se realice 
el programa marco de intervención de forma íntegra.  
 
Se cumple con la instauración de dicho programa, una de las recomendaciones 
del Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes, en la vista girada a España en 2003. 
Concretamente en el apartado referido a presos considerados como 
inadaptados a un régimen de prisión ordinario o peligrosos, en el que se 
recomendaba que las autoridades tomen medidas necesarias para fomentar en 
la medida de lo posible, entre los presos sujetos al Art. 10 de la Ley Orgánica 
General Penitenciaria la realizar actividades y el acercamiento en el trato con 
las diferentes categorías de funcionarios que tienen que tratar con ellos. 
 
Por otra parte, y respecto a la regulación del espacio de habitación, hay que 
señalar que en el sistema penitenciario español no existe un tamaño único de 
celda ya que coexisten diseños funcionales de distintas épocas. Con 
independencia del diseño concreto, cabe decir que la mayoría de las celdas de 
aislamiento disponen de espacio para lavabo y wc, así como mesa polivalente 
(para poder estudiar, escribir, leer), estantería y cama. El tamaño de cada celda 
de aislamiento puede oscilar entre los seis y los nueve metros cuadrados. La 
celda en todos estos casos es individual. La ducha suele estar en zona de 
acceso compartido y a ella se accede en momentos programados, 
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generalmente aprovechando las salidas a patio y a actividades programadas 
(deportivas, culturales, formativas…). En los departamentos de aislamiento el 
tiempo de permanencia es variable, generalmente para cumplir sanción, por lo 
que el tiempo máximo de permanencia no supera los catorce días, tras los 
cuales se reintegra a la vida en común y al régimen ordinario. 
 
 
 
Pregunta 6: 
 
Con respecto al principio de no devolución, sírvase aclarar: 
 
a) Si el Estado Parte lleva a cabo una evaluación individual de cada caso 

para evitar el retorno, la extradición o la expulsión a un país donde 
correría peligro de ser víctima de tortura. 

 
Al objeto de asegurar plenamente el respeto de los derechos y garantías de la 
persona reclamada, el procedimiento de extradición en España consta de dos 
fases, una gubernativa y una judicial ante la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional. La fase judicial consiste en un procedimiento contradictorio en el que 
la persona reclamada se encuentra asistida de un abogado y en la que se 
pueden hacer cuantas alegaciones se estimen oportunas, que son tenidas en 
cuenta por el órgano judicial al adoptar la decisión sobre la entrega.  
 
La decisión del órgano judicial puede ser objeto de recurso de súplica ante el 
Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, compuesto por la 
totalidad de los magistrados de la Sala. El pronunciamiento del órgano judicial 
contiene una exposición de los hechos y circunstancias del caso, y aborda una 
por una las alegaciones realizadas por la persona reclamada para oponerse a 
la extradición. La opinión discrepante del criterio mayoritario por parte de uno o 
más Magistrados puede ser reflejada en un Voto Particular donde se expongan 
los motivos de dicha disidencia.  
 
Por su parte, el Gobierno se pronuncia sobre la extradición en dos ocasiones. 
En primer lugar, el Gobierno autoriza la continuación del procedimiento de 
extradición en vía judicial, a la luz del cumplimiento de los requisitos formales 
de la solicitud de extradición. Finalizada la fase judicial, y en caso de que la 
decisión del órgano judicial sea favorable a la entrega, el Gobierno acuerda que 
se efectúe la extradición si no aprecia motivos relacionados con la soberanía 
nacional, el orden público u otros intereses esenciales del Estado. Si la 
decisión judicial es contraria a la entrega, el Gobierno no podrá en ningún caso 
autorizarla.  
 
En la gran mayoría de los casos, y en aras del respeto a las resoluciones 
judiciales, el Gobierno sigue el criterio del órgano judicial, incluyendo, en su 
caso, las condiciones y garantías impuestas a la entrega en la resolución 
judicial.  
 
Naturalmente, cada caso es analizado de forma individualizada a la luz de las 
circunstancias del mismo y del instrumento aplicable, tanto en sede judicial 
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como en sede gubernativa por parte del Gobierno. El riesgo de ser sometido a 
torturas es también evaluado a la luz de las alegaciones del reclamado y de la 
información que de otra forma pueda llegar al Gobierno, y puede ser objeto de 
la imposición de condiciones al Estado requirente y garantías específicas.  
 
Estas prevenciones se extienden también a los procedimientos administrativos 
de expulsión y devolución, como se expresa en las respuestas al punto b) del 
presente párrafo y al párrafo 7.  
 
 
b) Si ese principio se ha introducido expresamente en el Reglamento de 
Extranjería que complementa la Ley Orgánica sobre Derechos y 
Libertades de los Extranjeros en España. 
 
La legislación española establece que no podrán producirse expulsiones o 
devoluciones que vulneren los derechos fundamentales de los extranjeros 
interpretados de acuerdo con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
los Acuerdos y Tratados internacionales sobre la materia vigentes en España 
(art. 3 Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en 
España).  
  
 
Este principio de “no devolución” incluiría fundamentalmente, pero no sólo, la 
prohibición de expulsiones a países en que corran riesgos la vida, la integridad 
física o la libertad de la persona extranjera, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Convención Europea de Derechos Humanos (artículo 3) y la Convención contra 
la Tortura (artículo 3).” 
 

 
c) Si todos los acuerdos bilaterales de extradición celebrados por España 
incorporan la obligación explícita de excluir la extradición cuando exista 
riesgo de ser víctima de tortura o tratos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes.  
 
España mantiene acuerdos bilaterales de extradición con más de 30 países, 
además de contar con convenios multilaterales en particular en el marco del 
Consejo de Europa, a través del Convenio Europeo de Extradición. 
 
Por regla general, y especialmente en los textos suscritos en las últimas 
décadas, todos los convenios internacionales contienen como causas de 
denegación circunstancias relacionadas con el respeto a los derechos 
humanos de las personas reclamadas. Las más frecuentes son las siguientes: 
 

- Que la Parte requerida tenga motivos fundados para pensar que la 
solicitud de extradición fue presentada con la finalidad de perseguir o 
castigar la persona reclamada en razón de su raza, sexo, religión, 
nacionalidad u opiniones políticas, o que la situación de la persona en el 
procedimiento judicial se pueda ver perjudicada por alguno de estos 
motivos. 
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- Que el delito por el cual se solicita la extradición puede ser castigado 
con la pena de muerte, a menos que la Parte requirente ofrezca 
garantías, consideradas suficientes por la otra parte, de que dicha pena 
no se impondrá, o que si se impone, no se ejecutará. Esta garantía viene 
impuesta por la Constitución Española, que prohíbe la pena de muerte. 

- En relación con la cadena perpetua, si bien se trata de incluir una 
garantía específica de que la privación de libertad no será 
indefectiblemente de por vida, la mayoría de los países son reacios a 
incluirla. Pese a todo, la Audiencia Nacional suele incluir esta garantía 
aunque no esté contemplada en el Tratado. 

- Cuando los hechos estuvieran castigados con penas o medidas de 
seguridad que expongan a la persona reclamada a tratos inhumanos o 
degradantes.  

- Cuando exista el riesgo de que la persona sea sometida a torturas. 
- Cuando existan consideraciones humanitarias que no hagan 

aconsejable la entrega. 
 
El concreto tenor literal de estas disposiciones y su inclusión o no en el texto 
convencional, depende en gran medida de la voluntad de la otra parte, por lo 
que no siempre es posible contar con todo este elenco de circunstancias. En 
todo caso, en el modelo de Tratado que España viene proponiendo a países 
terceros, especialmente en los últimos 10 años, se incluyen todas estas 
garantías.  
 
 

d) Si se puede extraditar (…) sobre la base del ofrecimiento de garantías 
diplomáticas, a un país donde existe riesgo de tortura. Al respecto, 
sírvase comentar la información recibida por la Comisión de que el Sr. 
Murat Ajmedovich Gasayev, ciudadano chechenio que había sido 
detenido, fue extraditado finalmente a raíz de la decisión de la Audiencia 
Nacional en febrero de 2007 de autorizar su extradición a Rusia sobre la 
base de garantías diplomáticas. ¿Qué garantías se ofrecieron y qué tipo 
de seguimiento se ha hecho de su cumplimiento en este caso? 
 
Cabe señalar ante todo que, por definición, el riesgo de torturas no puede ser 
abordado pidiendo garantías al estado requirente, pues ello implicaría un 
reconocimiento indirecto por parte de ese estado del recurso a la práctica de 
torturas, lo que no resulta verosímil. 
 
Por ello, se idean y suelen pedir garantías diplomáticas más generales, que 
deberán ser consideradas suficientes por el órgano jurisdiccional competente. 
Por ejemplo, en determinados casos, y concretamente en el caso Gasayev por 
el que pregunta el Comité, el Tribunal español ha establecido mecanismos de 
supervisión adicionales, solicitando una aceptación expresa de los mismos por 
parte del país concernido. Después, tal y como se ha explicado supra, le 
corresponderá en cualquier caso al Gobierno acatar o rechazar la decisión del 
órgano jurisdiccional. 
 
Concretamente, en el caso Gasayev, el Gobierno condicionó la entrega a que 
el país requirente aceptara la visita de una persona designada por el Comité 
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contra la Tortura de Naciones Unidas o, alternativamente del Comité de 
Prevención de la Tortura del Consejo de Europa y, en su defecto, por personal 
de la Embajada de España. En estos momentos, las visitas periódicas vienen 
siendo realizadas por personal de la Embajada de España que emite informes 
que remite al Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación español, con 
detalles de la situación del detenido así como con su valoración sobre las 
condiciones en las que se encuentra.  

 
 
Pregunta 7. Repatriaciones o expulsiones de extranjeros. 
 
1.- Expulsiones de extranjeros. 
 
La expulsión de extranjeros del territorio español está regulada en los artículos 
57 y 58 de la L.O. 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los 
Extranjeros en España y su Integración Social.  
 
La expulsión se configura como una sanción por la comisión de faltas muy 
graves o de determinadas faltas graves tipificadas por la propia Ley y por lo 
tanto sólo puede producirse mediante un procedimiento administrativo 
específico  y personal (arts. 50, 55.2, 61, 63 y 64 de la L.O.), lo que impide 
la realización de expulsiones de carácter masivo. 
 
Las decisiones sobre expulsión, como todas las sancionadoras, son recurribles, 
tanto en vía administrativa como jurisdiccional (art. 65 de la L.O.). 
 
 
Además, la legislación española establece que no podrán producirse 
expulsiones o devoluciones que vulneren los derechos fundamentales de los 
extranjeros interpretados de acuerdo con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los Acuerdos y Tratados internacionales sobre la materia vigentes 
en España (art. 3 L.O.).  
 
Este principio de “no devolución” incluiría fundamentalmente, pero no sólo,  la 
prohibición de expulsiones a países en que corran riesgos la vida, la integridad 
física o la libertad de la persona extranjera, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Convención Europea de Derechos Humanos (artículo 3) y la Convención contra 
la Tortura (artículo 3). 
 
 
2.- Garantías de los extranjeros, incluida la asistencia jurídica y la 
información  relativa al procedimiento de asilo. 
 
El Capítulo III de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de Derechos y 
Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social, desarrollado 
por Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, garantiza a los extranjeros el 
derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 20.1), el derecho a contar con las 
garantías propias de los procedimientos administrativos (artículo 20.2), el 
derecho a recurrir las resoluciones administrativas que les afecten, así como el 
derecho a la asistencia jurídica gratuita en los procedimientos administrativos o 
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judiciales que puedan llevar a la denegación de la entrada del extranjero, a su 
devolución o expulsión del territorio español y en todos los procedimientos en 
materia de asilo. Además, queda contemplado también el derecho a la 
asistencia de intérprete si no comprenden o hablan la lengua oficial que se 
utilice (artículo 22). 
 
Asimismo, durante su permanencia en los centros de Internamiento de 
Extranjeros, según se dispone en los artículos 62 bis a 62 sexies de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, así como en los artículos 153 a 155 del Real 
Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento 
de la citada Ley Orgánica 4/2000, se garantiza a los extranjeros internados en 
los mismos una serie importante de derechos, como son los de asistencia 
jurídica o de oficio, asistencia de intérprete y comunicación con sus familiares o 
con funcionarios consulares de su país u otras personas. 
 
Cuando un ciudadano extranjero se persona en cualquier dependencia policial 
y manifiesta, en cualquier forma, que desea solicitar asilo, los funcionarios le 
facilitan los medios adecuados para que el órgano competente tenga 
conocimiento de esa voluntad. En este sentido, le hacen entrega del modelo de 
solicitud establecido al efecto, le prestan la asistencia o información que 
demanden y le garantizan asistencia jurídica. 
 
Además de esa actuación general, en todas las dependencias policiales, 
existen folletos informativos en diversos idiomas sobre la Normativa española 
de Protección Internacional, así como en todos los Centros de Internamiento de 
Extranjeros, siendo facilitada a los extranjeros cuando realizan su ingreso. 
 
Asimismo, y por lo que se refiere al derecho de asilo, se informa de que 
durante los últimos años se han adoptado una serie de medidas destinadas a 
avanzar en el reforzamiento del acceso a los procedimientos de asilo de las 
personas que pudieran estar en necesidad de protección internacional, entre 
las que cabe destacar las Instrucciones de la Dirección General de Política 
Interior de 21 de noviembre de 2005 sobre información en materia de 
protección internacional a los extranjeros que llegan a España a bordo de 
pateras y otras embarcaciones irregulares que son objeto de de ingreso en 
centros de internamiento de extranjeros, entre los que se incluyen los que son 
rescatados en el mar y trasladados a territorio español. 
 
El objetivo de estas instrucciones es proporcionar información sobre su 
situación y, en su caso, facilitarles el ejercicio de los derechos reconocidos por 
el ordenamiento jurídico español, entre los que se encuentra el derecho de 
asilo. 
  
Asimismo, se ha prestado una especial atención a la especialización de los 
diferentes agentes que intervienen en el ámbito de asilo en protección 
internacional, particularmente de los abogados que asisten a los extranjeros en 
cualquiera de los procedimientos que dan lugar a su repatriación, con especial 
atención a los de los Colegios de abogados de los lugares donde se produce la 
llegada de personas a bordo de embarcaciones (Las Palmas, Fuerteventura, 
Tenerife, Lanzarote, La Palma, Ceuta, Melilla, Almería, Málaga , Alicante...).   
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También se ha facilitado el acceso de abogados de ONG especializadas en 
derecho de refugiados a los CIES con población especialmente vulnerable 
(Canarias). 
 

Por lo que se refiere a los procedimientos de devolución desde septiembre de 
2007 existe en el Cuerpo Nacional de Policía, Instituto competente en esta 
materia, un Protocolo de Actuación denominado “Normas de Actuación en las 
Repatriaciones y en el Traslado de Detenidos por vía aérea y/o marítima” 
(Anexo 10). 

 
 
 
Pregunta  8.- Menores no acompañados 
 
El procedimiento de repatriación de menores en España es enormemente 
garantista. En el caso de menores extranjeros en situación de desamparo, una 
vez localizados por los funcionarios de Policía se pone de forma inmediata en 
conocimiento del Ministerio Fiscal, como órgano encargado de la protección del 
interés del menor. Seguidamente, los funcionarios policiales ponen a 
disposición y hacen entrega del menor al Centro correspondiente de Protección 
de Menores de la respectiva Comunidad Autónoma.  
 
En el procedimiento, es oído el menor en presencia del tutor del Centro en que 
aquél se halle e intervienen el Ministerio Fiscal y el Consulado del país del que 
es nacional. Cuando las autoridades del país de origen o de destino del menor 
comunican, a través de su Consulado, que la familia del menor ha sido 
localizada o, en su defecto, que el correspondiente órgano público de su país 
se hace cargo del menor, se llega a la fase final del procedimiento de 
repatriación cuyo acuerdo es adoptado por el Delegado o Subdelegado del 
Gobierno.  
 
Como puede apreciarse son diversos los representantes de distintos 
estamentos o instituciones que intervienen coordinadamente en los 
procedimientos de repatriación lo que incrementa las garantías y evita el riesgo 
de actuaciones irregulares. 
 
 
a) Habitualmente los menores no acompañados no acceden al territorio 

español a través de un puesto de control fronterizo, sino de manera 
irregular, mayoritariamente en cayucos o pateras a las costas de las Islas 
Canarias o de Andalucía. 

 
En el caso de que un menor llegara no acompañado a un puesto de control 
fronterizo o en los casos habituales de llegada de manera irregular o 
cuando un menor es detectado por las fuerzas y cuerpos de seguridad del 
Estado, si el menor carece de documentación, se pone al menor a 
disposición del Ministerio Fiscal para que ordene las pruebas pertinentes de 
determinación de edad, con objeto de verificar su minoría de edad.  
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La Ley 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, establece en su artículo 35 
que por parte de los servicios competentes de protección de menores (que 
en España son competencia de las Comunidades Autónomas) se prestará 
al menor la atención inmediata que precise.  
 
Por lo tanto, todo menor extranjero no acompañado que acceda o se 
encuentre en territorio español está amparado por los organismos de 
protección hasta tanto se determine su minoría de edad y, una vez 
comprobada ésta, los servicios de protección de menores de las 
Comunidades Autónomas aseguran la tutela y guarda de dichos menores.  
 

b) Evaluación de las condiciones de regreso 
 

Los servicios de protección de menores de las Comunidades Autónomas 
elaboran los correspondientes informes sociales del menor y su familia. 
 
Los informes sociales, conjuntamente con el trámite de audiencia al menor 
sirven de base para que la Administración General del Estado 
(Delegaciones o Subdelegaciones del Gobierno) inicie de oficio o a 
propuesta del servicio de protección que ejerce la tutela del menor el 
procedimiento de retorno del menor con su familia o para tutela por parte de 
los servicios de protección de su país de origen.  
 
Las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno deben solicitar de la 
Comisaría General de Extranjería y Fronteras la realización de las gestiones 
necesarias ante las Embajadas y Consulados correspondientes para 
localizar a los familiares de los menores o, en su defecto, los organismos de 
protección de su país de origen que se harán cargo de ellos. Si no existiera 
legación diplomática del país del que es nacional el menor, estas gestiones 
se canalizarán a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación.  
No procederá la repatriación cuando se hubiera verificado la existencia de 
riesgo o peligro para la integridad del menor o de persecución hacia el 
menor o sus familiares.  
 
El Ministerio Fiscal, en tanto que garante del cumplimiento de las leyes 
deberá estar informado en todo momento de las actuaciones llevadas a 
cabo en relación con la protección del menor y con la repatriación a su país 
de origen.  
 
Evaluación del interés superior del menor  

 
Según lo  establecido en el artículo 92.4 del Real Decreto 2393/2004, de 30 
de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, de acuerdo con el principio del interés 
superior del menor (entendiendo como tal el derecho del menor a 
permanecer en su entorno familiar y social) la repatriación al país de origen 
solamente se acordará si se dieran las condiciones para la efectiva 



 27

reagrupación familiar del menor o para la adecuada tutela por parte de los 
servicios de protección del país de origen.  
 

c) Malos tratos e insuficiencia de centros y servicios para atención a menores 
extranjeros no acompañados en las Islas Canarias  

 
En relación con la cuestión de los malos tratos y, según la información 
disponible a partir del informe del Defensor del Pueblo del año 2008, sólo se 
conoce un hecho sobre conductas no deseadas que se produjo en la 
Comisaría Local de la Policía Nacional en Tenerife Sur. Dicha situación ha 
cambiado según se constata en el informe del Defensor del Pueblo del año 
2009 (punto 6.5.6.1.). 
 
En cuanto a la insuficiencia de centros y servicios en las Islas Canarias hay 
que destacar que el Ministerio de Trabajo e Inmigración viene apoyando 
financiera y técnicamente al Gobierno de Canarias para mejorar la atención 
a los menores extranjeros no acompañados, con una aportación financiera 
cercana a los 45  millones de euros.   
 
Por una parte, desde diciembre de 2006 hasta febrero de 2008 se ha 
desarrollado un programa de traslado de menores a otras Comunidades 
Autónomas de España y que ha permitido trasladar a la Península 510 
menores. Actualmente se está iniciando un nuevo programa de traslado de 
menores a la Península que es fruto de un Convenio de colaboración entre 
el Ministerio de Trabajo e Inmigración, el Ministerio de Educación, Política 
Social y Deporte (actualmente Ministerio de Sanidad y Política Social) y el 
Gobierno de Canarias.  
 
Por otra parte, en el año 2008 se firmó un Convenio con el Gobierno de 
Canarias para la mejora de servicios en la atención a menores extranjeros 
no acompañados en Canarias.  
 
 

Pregunta 9: 
 
Según la información de la que dispone le comité, se ha creado 
recientemente una comisión de investigación del Ministerio de Asuntos 
Exteriores encargada de determinar la presunta participación del Estado 
parte en las entregas extrajudiciales llevadas a cabo mediante vuelos 
organizados por la CIA procedentes de la Bahía de Guantánamo o con ese 
destino entre 2002 y 2007. Sírvanse informar al Comité de cualquier 
novedad al respecto. 
 
El Gobierno español ha llevado a cabo una investigación exhaustiva sobre las 
alegaciones de que algunos aeropuertos españoles fueron utilizados desde 
2002 para el traslado de prisioneros talibanes o de Al Qaeda. 
 
De acuerdo con toda la información disponible, no hay ninguna constancia de 
que vuelos militares norteamericanos hayan utilizado bases militares españolas 
para tal fin. 
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El Gobierno español, además solicitó garantías a los EEUU para asegurarse de 
que no se producían escalas de vuelos militares para el traslado de prisioneros. 
 
Iguales garantías solicitó el Gobierno español del Gobierno de EEUU de que 
tampoco eran utilizados los aeropuertos civiles españoles para escalas de 
vuelos encubiertos operados por agentes civiles norteamericanos y dedicados 
al traslado de prisioneros (los llamados “vuelos de la CIA” para el programa 
denominado “entregas extraordinarias”). 
 
Además, el Gobierno español recabó toda la información posible sobre estas 
escalas de supuestos vuelos encubiertos operados por agentes civiles 
norteamericanos, y la trasladó a la autoridad judicial competente, la Audiencia 
Nacional de España. 
 
En esta línea, el Gobierno español ha proporcionado a la autoridad judicial 
competente toda la información de que disponía sobre unos y otros vuelos, 
militares o civiles, y ha respondido a todos los requerimientos de dicha 
autoridad. 
 
El Gobierno español ha presentado públicamente los resultados de sus 
investigaciones y sus conclusiones sobre esta materia. El Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación de España compareció ante el Congreso de los 
Diputados de España el 10 de diciembre de 2008 y el 24 de noviembre de 2005 
para informar in extenso de este asunto. También compareció en el Parlamento 
Europeo en 2006 sobre el mismo, y ha proporcionado toda la información de 
que disponía al Consejo de Europa. 
 
En concreto, sobre los denominados ‘vuelos de la CIA’, el Sr. Ministro indicó en 
su comparecencia ante el Congreso de los Diputados de 10 de diciembre de 
2008: 
 
“Por lo que se refiere a los vuelos civiles supuestamente utilizados para las 
“entregas extraordinarias”, los llamados “vuelos de la CIA”, de naturaleza y 
régimen jurídico completamente diferente de los vuelos militares, quiero una 
vez más reiterar el contenido de mis comparecencias en esta Cámara en 2005, 
ante el Parlamento Europeo en 2006 y la documentación remitida por el 
Ministerio de Asuntos exteriores y de Cooperación al Consejo de Europa. Todo 
ello se remitió al Fiscal general en su día. 
 

En este sentido, como ya advertí en aquellas comparecencias, quiero reiterar 
las sospechas existentes sobre el vuelo Guantanamo-Tenerife-Constanza-
Bucarest-Casablanca-Rabat-Washington, que la Embajada de Estados Unidos 
en Madrid confirmó –y así informé al Parlamento Europeo-  como un vuelo de 
la CIA en el marco de una operación de “entrega extraordinaria”, pero 
añadiendo que no llevaba pasajeros y prisioneros durante la escala en territorio 
español. La fecha fue 12 de abril del 2004, pocos días antes de la toma de 
posesión del primer Gobierno del Presidente Zapatero. 
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Asimismo, otro vuelo con escala en territorio español podría haber estado 
implicado en delitos cometidos, no en nuestro país, sino en territorio de 
terceros países: el vuelo Argel- Palma de Mallorca-Skopie de 22 de enero del 
2004, supuestamente relacionado con el “caso Al Masri”. En definitiva, en 
relación con los llamados “vuelos de la CIA”, que están bajo investigación 
judicial el Gobierno no ha tenido nuevas informaciones al respecto. Pero sus 
Señorías ya conocen todo ello” 
 
En el ámbito de sus competencias, por tanto, el Gobierno de España: 
 
 - ha confirmado con toda la información disponible que los aeropuertos 
militares españoles no fueron utilizados por vuelos militares norteamericanos 
para el traslado de prisioneros 
 
 - ha investigado y facilitado toda la información disponible a la autoridad 
judicial competente sobre las alegaciones de que aeropuertos civiles españoles 
fueron utilizados por vuelos encubiertos de agentes norteamericanos. 
 
En todo caso, es inequívoca la condena del Gobierno de España al empleo de 
tales métodos, y su compromiso de investigar y esclarecer los hechos 
alegados. Igualmente, es clara y firme la posición de España sobre la 
necesidad de aplicar escrupulosamente la legalidad nacional e internacional, y 
el respeto a los derechos humanos, en todas las actuaciones del Gobierno y 
sus agentes, y muy destacadamente en la lucha contra el terrorismo. 
 
 
 
 
 
Pregunta 10:  
 
Sírvanse aclarar si el delito de tortura está sujeto a prescripción. 
 
El delito de tortura, entendido de manera autónoma, viene regulado en el 
artículo 174 del Código Penal, que señala que “comete tortura la autoridad o 
funcionario público que, abusando de su cargo, y con el fin de obtener una 
confesión o información de cualquier persona o de castigarla por cualquier 
hecho que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o por cualquier 
razón basada en algún tipo de discriminación, la sometiere a condiciones o 
procedimientos que por su naturaleza, duración u otras circunstancias, le 
supongan sufrimientos físicos o mentales, la supresión o disminución de sus 
facultades de conocimiento, discernimiento o decisión o que, de cualquier otro 
modo, atenten contra su integridad moral. El culpable de tortura será castigado 
con la pena de prisión de dos a seis años si el atentado fuera grave, y de 
prisión de uno a tres años si no lo es. Además de las penas señaladas se 
impondrá, en todo caso, la pena de inhabilitación absoluta de ocho a 12 años”. 
 
Por su parte, los arts. 131.1 y 131.3 disponen lo siguiente: 
 
“1. Los delitos prescriben: 
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(…) 

• A los 15 años, cuando la pena máxima señalada por la ley sea 
inhabilitación por más de 10 años, o prisión por más de 10 y menos de 15 
años. 

3. Cuando la pena señalada por la Ley fuere compuesta, se estará, para la 
aplicación de las reglas comprendidas en este artículo, a la que exija mayor 
tiempo para la prescripción. 
Así, del artículo 131. 1 en relación con el artículo 131.3 se desprende que el 
delito de tortura prescribe a los 15 años, al establecer la ley en todos los casos 
una pena máxima de 12 años de inhabilitación absoluta. 
 
No obstante lo anterior, si el delito de tortura es constitutivo de un crimen de 
lesa humanidad no prescribe, en virtud de lo establecido en el art. 131.4, que 
dispone que “los delitos de lesa humanidad y de genocidio y los delitos contra 
las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, no prescribirán 
en ningún caso.” 
 
En congruencia con lo anterior, el art. 607 bis del Código Penal califica, en 
efecto, como reos de delitos de lesa humanidad a quienes cometan tortura 
sobre personas que tuvieran bajo su custodia o control, como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra la población civil o contra una parte 
de ella. 
Artículo 607 bis 

“1. Son reos de delitos de lesa humanidad quienes cometan los hechos 
previstos en el apartado siguiente como parte de un ataque generalizado o 
sistemático contra la población civil o contra una parte de ella. 

En todo caso, se considerará delito de lesa humanidad la comisión de tales 
hechos: 

1. Por razón de la pertenencia de la víctima a un grupo o colectivo perseguido por 
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos o de 
género u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con 
arreglo al derecho internacional. 

2. En el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación 
sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con la 
intención de mantener ese régimen. 

2. Los reos de delitos de lesa humanidad serán castigados: 

(…) 

8. Con la pena de cuatro a ocho años de prisión si cometieran tortura grave sobre 
personas que tuvieran bajo su custodia o control, y con la de prisión de dos a 
seis años si fuera menos grave.” 
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Por tanto, si el delito de tortura tiene lugar en conexión con un delito de lesa 
humanidad y de genocidio y  con los delitos contra las personas y bienes 
protegidos en caso de conflicto armado, no prescribirá en ningún caso. 
 
Pregunta 11: 
 
Sírvanse aclarar el motivo de la diferencia reflejada en las penas previstas 
para el delito de la tortura en el art. 174 del Código Penal ¿Cuándo se 
considera grave el atentado y cuándo no? 

 
 El artículo 174 del Código Penal tipifica el delito de torturas como el cometido 

por un funcionario público que, abusando de su cargo, y con el fin de obtener 
confesiones o información o para castigar por determinados hechos, inflija 
sufrimientos físicos o mentales o provoque la supresión o disminución de las 
facultades de conocimiento, o de cualquier otro modo “atenten contra su 
integridad moral”, imponiendo la pena de prisión de dos a seis años si el 
atentado es grave y de uno a tres años si no lo es. 

 
 La determinación de si, en cada caso concreto, se ha cometido un atentado 

grave contra la integridad moral o si dicho atentado no es “grave” entra dentro 
de la apreciación judicial de las circunstancias concurrentes en cada caso, sin 
que se pueda por ello establecer una frontera rígida. 

 
 Conviene en todo caso resaltar que el art. 174, tipificador del delito de tortura, 

se enmarca dentro del Título VII del Código Penal “De las torturas y otros 
delitos contra la integridad moral”, derecho éste que está constitucionalmente 
protegido por el art. 15 de la Constitución española que proscribe con carácter 
general los tratos degradantes y que se conecta con la dignidad de la persona, 
a la que el art. 10 de la Constitución española considera como fundamento del 
orden político y de la paz social. 

 
 En cuanto al concepto jurídico de “integridad moral”, la Sentencia del Tribunal 

Supremo 294/2003 señala: “El Tribunal Constitucional en su sentencia 
120/1990, de 27 de julio (RTC 1990, 120) realiza un acercamiento al concepto 
de integridad moral, al decir que en el art. 15 de la Constitución Española “se 
protege la inviolabilidad de la persona, no sólo contra los ataques dirigidos a 
lesionar su cuerpo y espíritu, sino también contra toda clase de intervenciones 
en esos bienes que carezcan del consentimiento de su titular”. Se ha dicho por 
doctrina científica que se relaciona la integridad moral con esta idea de 
inviolabilidad de la persona, y con los conceptos de “incolumidad” e “integridad 
personal”. De modo que el Tribunal Constitucional, recogiendo la jurisprudencia 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, significativamente las sentencias 
dictadas en 18 de enero de 1978 (TEDH 1978.2) (caso Irlanda contra el Reino 
Unido), en 25 de abril de 1978 (TEDH 1978.3) (caso Tyer), en 6 de noviembre 
de 1980 (TEDH 1980, 6) (Caso Guzzardi), en 25 de febrero de 1982 (TEDH 
1982, 1) (Caso Campbel y Cossans), en 7de julio de 1989 (TEDH 1989, 13) 
(Caso Soering), en 20 de marzo de 1991 (TEDH 1991, 27) (Caso Cruz Varas y 
otros), en 30 de octubre de 1991 (TEDH 1991,49) (Caso Vilvarajah y otros), 
etc. ha declarado que las tres nociones recogidas en el art. 15 de la 
Constitución (RCL 1978, 2836) (“torturas, penas o tratos “inhumanos” y penas o 
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tratos “degradantes”) son, en su significado jurídico, “nociones graduadas de 
una misma escala” que en todos sus tramos entrañan, sean cuales fueran los 
fines, “padecimientos físicos o psíquicos ilícitos e infligidos de modo vejatorio 
para quien los sufre, y con esa propia intención de vejar y doblegar la voluntad 
del sujeto paciente” (sentencia del Tribunal Constitucional 120/1990, 137/1990 
[RTC 1990, 1371} y 57/1994 [RTC 1994, 571]. 

 
 De modo que el concepto de atentado contra la integridad moral, 
comprenderá: a) un acto de claro e inequívoco contenido vejatorio para el 
sujeto pasivo del delito; b) un padecimiento, físico o psíquico en dicho sujeto; c) 
un comportamiento que sea degradante o humillante e incida en el concepto de 
dignidad de la persona afectada por el delito. 
 

 En relación con la gravedad del atentado, la STS 774/2007, Fundamento 
Quinto, señala: “El art. 175 diferencia el atentado grave, del que no lo sea, pero 
deja subsistente la cuestión de diferenciar el atentado menos grave y aun el 
leve de la mera afección. 

 
 En la Jurisprudencia encontramos delimitado el atentado contra la integridad 

moral en razón a que la vejación sea meridianamente clara y extremadamente 
innecesaria para el ejercicio de su cargo por la autoridad o funcionario. Así la 
sentencia del 2-11-2004 (RJ 2004, 8007) exige: “a) un acto de claro e 
inequívoco contenido vejatorio para el sujeto pasivo del delito, b) un 
padecimiento físico o psíquico en dicho sujeto, c) un comportamiento que sea 
degradante o humillante e incida en el concepto de dignidad de la persona 
afectada por el delito. Y es degradante, vejatorio y produce evidentes 
padecimientos psíquicos y ciertamente físicos en quien lo sufre, el ser golpeado 
con patadas, poner el pie en el cuello, empujados violentamente, encañonado 
uno de ellos con una pistola y amenazado hasta hacerle llorar, reprochándole 
algo tan desproporcionado con su actitud vejatoria y humillante como una 
infracción de tráfico con el ciclomotor en la que no estaban involucradas 
terceras personas”. 

 
 Y la sentencia del 16-4-2003 (RJ 2003, 4381), expone que “el atentado contra 

la integridad moral comprenderá: a) un acto de claro e inequívoco sentido 
vejatorio; b) un padecimiento físico o psíquico; c) un comportamiento que sea 
degradante e incida en el concepto de dignidad de la persona afectada.”. 

 
 No cabe duda que responde a esos criterios definidores del atentado a la 

integridad moral la conducta de los policías locales J. y L., aunque no se 
incluya en ella el de E. permaneciera esposado en al celda durante la noche; la 
conjunción de insultos, arrojamiento al suelo y, en esa posición E., golpearle 
con manos, puños y pies, dentro de las dependencias policiales y contando con 
la presencia apoyo de otros agentes; localización y apoyo que evidencian lo 
desproporcionado de la singular intervención policial”. 
 

 
 En conclusión, resumiendo la doctrina jurisprudencial expresada, se puede 

decir que la caracterización como grave o no grave de un atentado a la 
integridad moral corresponde al órgano jurisdiccional teniendo en cuenta las 
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circunstancias de cada caso, sin que se pueda establecer una línea fronteriza 
precisa. 
 
 
Pregunta 12: 
 
Sírvanse aclarar si la tentativa de cometer tortura y la complicidad o 
participación en la tortura también están sancionados en el derecho penal 
del Estado parte. 
 

 La tentativa se castiga en el delito de torturas, como en todos los restantes 
delitos, con una pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la Ley para 
el delito consumado (art. 62 del Código Penal), siempre que concurran las 
circunstancias para su definición (arts. 15 y 16 CP). 

 
 La complicidad es igualmente castigada con la pena inferior en grado a la del 

delito consumado o intentado (art. 63 CP). 
 
 La participación en el delito de torturas se considera en principio como 

autoría, dado que son autores no sólo quienes realizan materialmente el hecho, 
sino también los que se sirven de otro como instrumento, el que induce a otro 
para ejecutarlo y los que cooperan a su ejecución con un acto sin el cual no se 
habría efectuado. (art. 28 CP). 

 
 Por otra parte, además del delito de tortura en sentido estricto tipificado por el 

art. 174 del Código Penal, existe también el delito de atentado contra la 
integridad moral cometido por cualquier persona no funcionaria (art. 173 CP), el 
delito contra la integridad moral cometido por un funcionario sin que concurran 
los requisitos exigidos para la tortura (art. 175 CP), y el delito cometido por un 
funcionario público permitiendo que otras personas ejecuten cualquiera de los 
delitos tipificados en el Título (art. 176 CP). 
 
 
Pregunta 13: 
 
Con respecto al párrafo 67 del informe del Estado parte, sírvanse informar 
al Comité sobre cualquier caso en que tribunales españoles hayan 
ejercido la jurisdicción universal por el delito de tortura. 
 

En el párrafo 67 del Informe de España, se señala que el apartado i) del 
artículo 23.4 de la LOPJ reconoce la competencia de la jurisdicción española 
para conocer de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del 
territorio nacional "que, según los tratados o convenios internacionales, deba 
ser perseguido en España", cumpliendo así con lo dispuesto en el apartado c) 
del párrafo 1 y el párrafo 2 del artículo 5 de la Convención contra la Tortura.  

No sólo reconoce la legislación procesal española la jurisdicción universal por 
el delito de tortura sino que, además, los tribunales españoles vienen 
ejerciendo dicha jurisdicción principalmente por ese delito y numerosos son los 
casos en los que ésta ha sido reconocida. 
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 Se señalan a continuación algunos de los casos más importantes en los 
que los tribunales españoles han ejercido dicha jurisdicción universal por el 
delito de tortura. 
El llamado “caso Pinochet” es probablemente el más conocido. El 16 de 
octubre de 1998 se admitió a trámite querella contra Augusto Pinochet y otros 
por los delitos de genocidio, terrorismo y torturas, dentro del Sumario 19/97, 
Pieza III, relativo al denominado "Plan Cóndor". En la misma fecha se dictó 
auto de prisión y orden internacional de detención contra Augusto Pinochet por 
aquellos delitos. 
Los días 4 y 5 de noviembre del mismo año se dictaron sendos autos por la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional en Pleno en los que, por unanimidad 
se estableció que, tanto en las causas 19/97 del Juzgado Central número 5 y 
1/98 del Juzgado Central número 6 en las que se tramitan los hechos 
acontecidos en Argentina y Chile entre los años 1976 y 1983 y 1973 a 1990 
respectivamente, y, que integran presuntamente aquella calificación jurídica 
(genocidio, terrorismo y torturas), la Jurisdicción Española era competente para 
instruir y conocer de los mismos. Ver también al respecto el auto del Juzgado 
Central de Instrucción Nº5, de 10 de diciembre de 1998, por el que se procesa 
a Augusto Pinochet por delitos de genocidio, terrorismo y torturas, así como el 
auto de la Audiencia Nacional, de 24 de septiembre de 1999, por el que se 
confirma la prisión de Augusto Pinochet. 
 
Cabe mencionar asimismo la posterior Sentencia del Tribunal Supremo (STS 
319/2004), de 8 de marzo de 2004, por la que se confirma la competencia de la 
jurisdicción española para enjuiciar delitos de genocidio, terrorismo y torturas 
cometidos en Chile. 
En relación con la denuncia de delitos de torturas en otros países, diversas 
víctimas o personas relacionadas con víctimas de violaciones de los derechos 
humanos han presentado denuncias ante los órganos jurisdiccionales 
españolas en virtud del principio de jurisdicción universal. 
Cabe destacar en particular la Sentencia del Tribunal Supremo (STS 
1362/2004), de 15 de noviembre de 2004, por la que se confirma la 
competencia de la jurisdicción española para enjuiciar delitos de genocidio, 
terrorismo y torturas cometidas en Argentina. En particular, merece ser 
mencionado el procedimiento contra el ex militar argentino Adolfo Scilingo y 
que ha dado lugar a una sentencia de la Audiencia Nacional, de 19 de abril de 
2005, condenatoria por delito de lesa humanidad, con causación de 30 muertes 
y realización de detenciones ilegales y torturas, confirmada por el Tribunal 
Supremo el 1 de octubre de 2007. 

Las causas abiertas en relación con la situación en Guatemala también 
merecen ser mencionadas: en diciembre de 1999 se presentó querella por 
supuestos delitos de genocidio, torturas, terrorismo, asesinato y detención 
ilegal cometidos entre 1978 y 1986 por los generales y mandatarios 
guatemaltecos Efraín Ríos Montt, Carlos Mejía Víctores y otros. En el 2005 el 
Tribunal Constitucional estableció la competencia de la Audiencia Nacional en 

http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/1998-10-16-JCI5-(Pinochet)-Auto-Prision-Orden-Captura-Pinochet.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/1998-11-05-AN-(Pinochet)-Auto-Competencia-Spain-Genocidio-Chile.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-03-08-STS-(Chile-CasoBrady)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-03-08-STS-(Chile-CasoBrady)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-03-08-STS-(Chile-CasoBrady)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-03-08-STS-(Chile-CasoBrady)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-03-08-STS-(Chile-CasoBrady)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/lesahumanidad/pinochet/pinochet.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-11-15-STS-(Argentina)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-11-15-STS-(Argentina)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-11-15-STS-(Argentina)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-11-15-STS-(Argentina)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2004-11-15-STS-(Argentina)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/lesahumanidad/argentina/crimenes-de-estado-argentina.htm
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virtud de la jurisdicción universal (STC 237/2005, de 26 de septiembre de 
2005). 

Están asimismo abiertos, entre otros, procedimientos por supuestos delitos de 
genocidio y torturas cometidos desde el año 1990 por autoridades de la 
República Popular de China contra personas pertenecientes o simpatizantes de 
la organización Falun Gong. El Tribunal Constitucional dictó sentencia en 2007 
declarando la competencia de los Tribunales españoles para conocer e 
investigar los hechos. En relación con la situación en Tíbet, en junio de 2005 se 
presentó querella por presuntos delitos de genocidio, torturas, terrorismo y 
delitos de lesa humanidad contra dirigentes del Partido Comunista Chino. La 
Audiencia Nacional declaró en 2006 la competencia de la jurisdicción española, 
calificando los hechos de genocidio. 
 
Concretamente, la Sentencia del Tribunal Constitucional 227/2007 estimó un 
recurso de amparo dirigido contra la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de 
marzo, (Sala de lo Penal), confirmando en apelación por Auto del Pleno de la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 11 de mayo de 2004 y en 
casación por la mencionada Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo, por el que se inadmitió a trámite la querella interpuesta por los 
recurrentes en amparo contra los ciudadanos de nacionalidad china don Jiang 
Zemin y Luo Gan por supuestos delitos de genocidio y torturas cometidos en 
China desde el año 1999.  
 
Las resoluciones judiciales impugnadas en amparo fundan aquella decisión en 
la doctrina sentada por la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo en su 
Sentencia de 25 de febrero de 2003, conforme a la cual la aplicación del 
principio de justicia universal de la jurisdicción española en el ámbito penal 
recogido en el art. 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) requiere 
la existencia de vínculos o elementos de conexión de los hechos denunciados 
con el ámbito de nuestra jurisdicción, entre ellos que el presunto autor de los 
delitos se encuentre en España o la nacionalidad española de las víctimas. El 
Tribunal Constitucional, declaró que la exigencia de vínculos o elementos de 
conexión para la entrada en juego de la regla jurisdiccional del art. 23.4 LOPJ, 
expresada en la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 25 
de febrero de 2003 es contraria al derecho a la tutela judicial efectiva, en su 
vertiente de derecho de acceso al proceso (art. 24.1 CE). 
 
El Tribunal Constitucional razonó que desde una interpretación apegada al 
sentido literal del precepto, así como también desde la voluntas legislatoris, es 
obligado concluir que la Ley Orgánica del Poder Judicial instaura un principio 
de jurisdicción universal absoluto, es decir, sin sometimiento a criterios 
correctivos de corrección o procedibilidad, y sin ordenación jerárquica alguna 
con respecto al resto de las reglas de atribución competencial, puesto que, a 
diferencia del resto de criterios, el de justicia universal se configura a partir de 
la particular naturaleza de los delitos objeto de persecución. Recordó el 
Tribunal Constitucional, por lo que se refiere a cada uno de los vínculos o 
elementos de conexión a los que se condiciona en las resoluciones judiciales 
recurridas en amparo la aplicación de la regla de extensión de la jurisdicción 
española en el orden penal del art. 23.4 LOPJ, que la precedente STC 

http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2005-09-26-STC-(Guatemala)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm
http://www.fundacionpdh.org/jurisprudencia/2005-09-26-STC-(Guatemala)-(Competencia)-Sentencia-competencia.htm


 36

237/2005, de 26 de septiembre, ya vino a rechazar la exigencia de que el 
presunto responsable de los delitos denunciados se halle en territorio español:  
“Sin lugar a dudas —se razona en la Sentencia— la presencia del presunto 
autor en el territorio español es un requisito insoslayable para el enjuiciamiento 
y eventual condena, dada la inexistencia de juicios in absentia en nuestra 
legislación (exceptuando supuestos no relevantes en el caso). Debido a ello 
institutos jurídicos como la extradición constituyen piezas fundamentales para 
una efectiva consecución de la finalidad de la jurisdicción universal: la 
persecución y sanción de crímenes que, por sus características, afecten a toda 
la comunidad internacional. Pero tal conclusión no puede llevar a erigir esa 
circunstancia en requisito sine qua non para el ejercicio de la competencia 
judicial y la apertura del proceso, máxime cuando de así proceder se sometería 
el acceso a la jurisdicción universal a una restricción de hondo calado no 
contemplada en la ley; restricción que, por lo demás, resultaría contradictoria 
con el fundamento y los fines inherentes a la institución” (FJ 7). 
 
El Tribunal también rechazó como elementos de conexión el de la personalidad 
pasiva, haciendo depender la competencia universal de la nacionalidad 
española de las víctimas, y el de la vinculación de los delitos cometidos con 
otros intereses españoles relevantes. Respecto a ambos elementos reprodujo, 
la STC 227/2007 señaló que 
 
 “se dijo entonces, y hemos de reiterar ahora, que: 
 
“tal interpretación, radicalmente restrictiva del principio de jurisdicción universal 
plasmado en el art. 23.4 LOPJ, que más bien habría de ser calificada como 
reducción teleológica (por cuanto va más allá del sentido gramatical del 
precepto), desborda los cauces de lo constitucionalmente admisible desde el 
marco que establece el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el 
art. 24.1 CE, en la medida en que supone una reducción contra legem a partir 
de criterios correctores que ni siquiera implícitamente pueden considerarse 
presentes en la ley y que, además, se muestran palmariamente contrarios a la 
finalidad que inspira la institución, que resulta alterada hasta hacer 
irreconocible el principio de jurisdicción universal según es concebido en el 
Derecho internacional, y que tiene el efecto de reducir el ámbito de aplicación 
del precepto hasta casi suponer una derogación de facto del art. 23.4 LOPJ. 
En efecto, el derecho a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de acceso a la 
jurisdicción, ha quedado menoscabo en el presente caso porque una 
interpretación acorde con el telos del precepto conllevaría la satisfacción del 
ejercicio de un derecho fundamental de acceso al proceso y sería por tanto 
plenamente acorde con el principio pro actione, y porque el sentido literal del 
precepto analizado aboca, sin forzamiento interpretativos de índole alguna, al 
cumplimiento de tal finalidad y, con ello, a la salvaguarda del derecho 
consagrado en el art. 24.1 CE. Por tanto la forzada e infundada exégesis a que 
el Tribunal Supremo somete el precepto supone una restricción ilegítima del 
citado derecho fundamental, por cuanto vulnera la exigencia de que ‘los 
órganos judiciales, al interpretar los requisitos procesales legalmente previstos, 
tengan presente la ratio de la norma con el fin de evitar que los meros 
formalismos o entendimientos no razonables de las normas procesales impidan 
un enjuiciamiento del fondo del asunto, vulnerando las exigencias del principio 
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de proporcionalidad’ (STC 220/2003, de 15 de diciembre, FJ 3), al constituir 
una ‘denegación del acceso a la jurisdicción a partir de una consideración 
excesivamente rigurosa de la normativa aplicable’ (STC 157/1999, de 14 de 
septiembre, FJ 4)” (FJ 8)”. 
 
A las precedentes consideraciones comunes a ambos elementos, recuerda 
igualmente la STC 227/2007 que se añadió por la STC 237/2005 que: 
 
“la restricción basada en la nacionalidad de las víctimas incorpora una requisito 
añadido no contemplado en la ley, que además tampoco puede ser 
teleológicamente fundado, por cuanto, en particular con relación al genocidio, 
contradice la propia naturaleza del delito y la aspiración compartida de su 
persecución universal, la cual prácticamente queda cercenada por su base … 
La exégesis manejada por el Tribunal Supremo implicaría, en consecuencia, 
que tal delito de genocidio sólo sería relevante para los Tribunales españoles 
cuando la víctima fuera de nacionalidad española y, además, cuando la 
conducta viniera motivada por la finalidad de destruir el grupo nacional español. 
La inverosimilitud de tal posibilidad ha de ser muestra suficiente de que no era 
esa la finalidad que el Legislador perseguía con la introducción de la 
jurisdicción universal en el art. 23.4 LOPJ, y de que no puede ser una 
interpretación acorde con el fundamento objetivo de la institución. 
 
Y lo mismo debe concluirse en relación con el criterio del interés nacional … 
con su inclusión el núm. 4 del art. 23 LOPJ queda prácticamente huérfano de 
contenido, al ser reconducido a la regla de competencia jurisdiccional 
contemplada en el número anterior. Como ya se ha afirmado, la cuestión 
determinante es que el sometimiento de la competencia para enjuiciar 
crímenes internacionales como el genocidio o el terrorismo a la concurrencia de 
intereses nacionales, en los términos planteados por la Sentencia, no resulta 
cabalmente conciliable con el fundamento de la jurisdicción universal. La 
persecución internacional y transfronteriza que pretende imponer el principio de 
justicia universal se basa exclusivamente en las particulares características de 
los delitos sometidos a ella, cuya lesividad (paradigmáticamente en el caso del 
genocidio) trasciende de las concretas víctimas y alcanza a la comunidad 
internacional en su conjunto. Consecuentemente su persecución y sanción 
constituyen, no sólo un compromiso, sino también un interés compartido de 
todos los Estados (según tuvimos ocasión de afirmar en la STC 87/2000, de 27 
de marzo, FJ 4), cuya legitimidad, en consecuencia, no depende de ulteriores 
intereses particulares de cada uno de ellos”( FJ 9). 
 
 
 
 
Pregunta 14: 
 
Tanto el Comité de Derechos Humanos como el Comité contra la Tortura 
se preocupan por la aplicación de la ley de amnistía de 1977. El Comité 
nota que en consideración al reconocimiento de la prohibición jus cogens 
de la tortura, el procesamiento de actos de tortura no debería estar sujeto 
a prescripción ni a la doctrina de nullen crimen sine lege. Considera el 
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Estado parte que la ley de amnistía de 1977 entra en conflicto con sus 
obligaciones bajo el artículo 5 en el sentido de establecer jurisdicción 
sobre el crimen de tortura, y enjuiciar o extraditar individuos acusados de 
infligir actos de tortura? Cuáles son las políticas del Estado parte en 
cuanto a la persecución de los actos de tortura a los cuales se aplicaría la 
ley de amnistía de 1977?  
 
Cabe precisar, en primer lugar, que la Ley de amnistía de 1977 constituye una 
decisión respaldada por toda la sociedad española y que contribuyó a la 
transición a la democracia en España. La citada ley fue una demanda de toda 
la oposición democrática y fue una de las primeras leyes aprobadas por 
consenso por las mismas Cortes que aprobaron la Constitución de 1978. De 
hecho, no sólo la sociedad española sino también la opinión pública mundial es 
conocedora y ha respaldado siempre el proceso de transición en España que 
fue posible, en parte, gracias a dicha ley. Con el fin de entender mejor lo que 
realmente pretendía la Ley de amnistía, se reproduce el primer artículo de 
dicha Ley que dispone que quedan amnistiados: 
“a) Todos los actos de intencionalidad política, cualquiera que fuese su 
resultado, tipificados como delitos y faltas realizados con anterioridad al día 15 
de diciembre de 1976. 

b) Todos los actos de la misma naturaleza realizados entre el 15 de diciembre 
de 1976 y el 15 de junio de 1977, cuando en la intencionalidad política se 
aprecie, además, un móvil de restablecimiento de las libertades públicas o de 
reivindicación de autonomías de los pueblos de España. 

c) Todos los actos de idéntica naturaleza e intencionalidad a los contemplados 
en el párrafo anterior realizados hasta el 6 de octubre de 1977, siempre que no 
hayan supuesto violencia grave contra la vida o la integridad de las personas”. 
 
En segundo lugar, la formulación de la pregunta parece querer indicar que, 
ante un delito de torturas, argumentos como el respeto al principio de legalidad 
o la prescripción del delito no debieran ser invocados. Cabe recordar al 
respecto que, en nuestro ordenamiento jurídico, la prescripción no se aplicará a 
aquellos actos constitutivos de crímenes contra la humanidad o genocidio, sin 
que entre en consideración la posible aplicación de la Ley de amnistía. 
 
De hecho, tal y como dispone el apartado c) del artículo primero de la Ley de 
amnistía, la amnistía no se aplicará si los actos han “supuesto violencia grave 
contra la vida o la integridad de las personas”. Corresponderá entonces a los 
órganos jurisdiccionales considerar si los casos que se le sometan entran 
dentro del marco de la Ley de Amnistía o no. Cabe insistir al respecto en que 
corresponde a los órganos jurisdiccionales la persecución de los delitos y que 
serán ellos quienes determinen los casos en los que la Ley de amnistía sea de 
aplicación. 

En tercer lugar, en relación con un posible conflicto de la Ley de amnistía con 
las obligaciones que el Estado español tiene bajo el artículo 5 de la Convención 
contra la tortura, en el sentido de establecer jurisdicción sobre el crimen de 
tortura, y enjuiciar o extraditar individuos acusados de infligir actos de tortura, 
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cabe señalar que la Convención contra la Tortura fue adoptada y abierta a la 
firma el 10 de diciembre de 1984 y entró en vigor el 26 de junio de 1987, 
mientras que la Ley de 1977 se refiere a hechos acaecidos con anterioridad a 
la adopción de dicha Ley. Dicho lo cual, debe destacarse, no obstante, los 
esfuerzos realizados estos últimos años por el Estado español en relación con 
las víctimas de la guerra civil y la dictadura. La reciente adopción de la Ley 
52/2007, de 26 diciembre, por la que se reconoce y amplían derechos y se 
establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia 
durante la guerra civil y la dictadura se refiere al derecho a obtener una 
declaración de reparación y reconocimiento personal en materia de reparación 
de las víctimas del franquismo (incluidas las torturadas). 
 
La Ley reconoce así, en su artículo 1, el derecho a la reparación moral y a la 
recuperación de memoria personal y familiar a quienes padecieron persecución 
o violencia durante la guerra civil y la dictadura. Como expresión de este 
derecho, en su artículo 2, se reconoce y declara el carácter radicalmente 
injusto de todas las condenas, sanciones y cualesquiera formas de violencia 
personal producidas por razones políticas, ideológicas o de creencia religiosa 
durante la guerra Civil, así como las sufridas por las mismas causas durante la 
Dictadura. Esta declaración genérica se complementa, como señala la 
Exposición de Motivos de la Ley, con un procedimiento específico para obtener 
una Declaración personal, de contenido rehabilitador y reparador, previsto en el 
artículo 4 de la Ley, que se abre como un derecho a todos los perjudicados, y 
que podrán ejercer ellos mismos o sus familiares o aquellas instituciones 
públicas donde hubiesen desempeñado cargo o actividad relevante. 
 
 
Ahora bien, la inaplicación de la prescripción por la Ley de Amnistía de 1977 
frente a los delitos de tortura que hayan supuesto “violencia grave contra la 
vida o integridad de las personas” opera respecto de los hechos cometidos 
entre el 15 de junio de 1976 y el 15 de diciembre de 1977; respecto de los 
anteriores a la primera de estas fechas, rige el apartado a) del art. 1º de la 
referida Ley, carente de salvedad alguna. 
 
En todo caso, interesa precisar que el texto de la Constitución Española 
garantiza el principio de legalidad penal y que el instituto de la prescripción ha 
sido en cierta medida “constitucionalizado” por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional (vid SSTC 63/2005 de 14 de marzo; 29/2008 de 20 de febrero y 
muy recientemente 147/2009 de 17 de julio). El Tribunal  afirma en estas 
sentencias que la prescripción penal supone una autolimitación del “ius 
puniendi” del Estado producida por el mero transcurso del tiempo, siendo 
indisponible para las partes actuantes, toda vez que lo que prescribe no es la 
acción penal para perseguir el delito, sino el delito mismo. El TC ha anulado 
resoluciones judiciales denegatorias del efecto prescriptivo, basándose en una 
perspectiva de consistencia axiológica de los fines de la prescripción que ha de 
llevar a una tutela judicial reforzada a la que tenían derecho los recurrentes: 
“Tal decisión consistió –la censurada por el TC-  recordémoslo de nuevo, en 
negar que hubieran prescrito los delitos que se enjuiciaban y en afirmar para 
ello que en el momento de finalización del plazo prescriptivo se dirigía ya el 
procedimiento contra quienes luego resultarían imputados”. Su inidoneidad 
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para satisfacer dicha tutela judicial reforzada por estar implicado el derecho a la 
libertad sirve de razonamiento a la estimación del recurso de amparo.  
 
 
Pregunta 15. Formación en materia de derechos humanos de los 
funcionarios policiales y de prisiones. 
 
a) Formación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 
 
El artículo 6.2 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad establece que la formación de los miembros de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se adecuará a los principios señalados en el 
artículo 5, entre los que cabe citar el ejercicio de sus funciones con absoluto 
respeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico; actuar con 
imparcialidad y sin discriminación alguna por razón de raza, religión u opinión; 
comportarse con integridad y dignidad; evitar cualquier práctica abusiva, 
arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral; observar en 
todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones con los 
ciudadanos y velar por la vida e integridad física de las personas a quienes 
detuvieren o se encuentren bajo su custodia, respetando su honor y dignidad. 
 
La formación actual de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
incluye conocimientos en materia de derechos humanos en los programas de 
las oposiciones para el ingreso tanto en el Cuerpo Nacional de Policía como 
de la Guardia Civil, además de en todos los programas y temarios para la 
promoción interna. 
 
Además de lo anterior, se imparten numerosos cursos en las áreas de 
formación permanente y actualización de conocimientos, perfeccionamiento y 
formación continua entre los que cabe citar los siguientes: “Seminario Europeo 
contra el racismo”, “Curso de derecho internacional humanitario”, “Curso sobre 
tratamiento policial de menores y malos tratos en el ámbito familiar”, “Curso 
sobre actuación operativa en custodia de personas”, “Jornadas de 
actualización en refugio y asilo” etc. 
 
En el terreno formativo, se considera prioritaria no sólo la formación sino 
también la actualización, siendo especialmente importante en este último caso 
el reciclaje de los componentes de las Unidades que ejercen funciones de 
prevención de la seguridad ciudadana y aquellas otras con trato directo y 
cotidiano con el ciudadano (por ejemplo, los integrantes de los destacamentos 
de tráfico de la Guardia Civil, los filtros de los puestos fronterizos del Cuerpo 
Nacional de Policía, etc.).  

 

En año 2005, se constituyó en la Secretaría de Estado de Seguridad un grupo 
de trabajo con el objetivo fundamental de revisar, actualizar y homogeneizar 
los Planes y Programas formativos de ambos cuerpos y diseñar acciones 
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formativas conjuntas. Uno de los contenidos formativos abordados por el 
grupo fue precisamente el de la formación en materia de derechos humanos, 
materia que ya se ha incorporado a los programas de formación inicial y a los 
cursos de actualización y especialización. Asimismo, ha trabajado junto con 
los máximos responsables de los Departamentos de Formación de ambos 
cuerpos y con Amnistía Internacional, para complementar dicha formación con 
el material didáctico y el asesoramiento de los expertos proporcionados por 
dicha organización. 
 
Finalmente, señalar que el Plan de Derechos Humanos que ultima el Gobierno 
prevé la realización de actividades periódicas de formación dirigidas a mejorar 
la formación de los funcionarios policiales en materia de derechos humanos y 
su conocimiento de los mecanismos internacionales de protección de los 
mismos. 
 
b) Formación de los funcionarios de prisiones. 
 
Por lo que se refiere a la formación del personal penitenciario en el campo de 
los Derechos Humanos se plasma, básicamente, en cuatro momentos especí-
ficos a lo largo de su carrera profesional: 
 
a) Temarios de las Oposiciones que se han de superar para el ingreso en  
todos los Cuerpos Penitenciarios.  
 
Todos los funcionarios han  estudiado los temarios y son conocedores de las 
normas, procedimientos y organismos internacionales, tanto en el ámbito 
europeo como de Naciones Unidas, que protegen el respeto a los Derechos 
Humanos. También adquieren conocimientos, entre otros temas de Derecho 
Penal, de los delitos de los funcionarios Públicos cometidos en el ejercicio de 
sus cargos, en especial de los relacionados con las competencias del personal 
penitenciario. 
 
b) Periodo de prácticas tras superar las oposiciones. 
 
Tras superar las oposiciones, realizan un Curso Selectivo en cuyo programa  
se vuelve a insistir en el respeto a los Derechos Humanos.  
 
En concreto para el Cuerpo de Ayudantes, el que mayor contacto mantiene con 
los internos,  se imparte un módulo lectivo sobre “Normativa Gene-
ral,  Garantías y Procedimientos sobre protección de Derechos Humanos”. 
También hay una asignatura denominada “Sistema de Garantías del 
Ordenamiento Penitenciario” en que se aborda el respeto a los Derechos 
Humanos desde una óptica más específicamente  penitenciaria.   
 
Otras asignaturas que se imparten son “Resolución Pacífica de Conflictos”, con 
el objetivo de formar a los  trabajadores en las técnicas  a utilizar para evitar los 
incidentes y resolver, de forma pacifica, los conflictos que puedan haberse 
planteado y “Análisis Sociológico de la Delincuencia”, que estudia las causas 
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de la exclusión social, el Racismo y la Xenofobia, las instituciones totales, como 
la prisión, etc. 
 
Durante el periodo de prácticas de los nuevos funcionarios se realiza un 
seguimiento de las aptitudes y actitudes que demuestran en sus relaciones con 
los internos. Este periodo dura un año a lo largo del cual el Instructor de 
Practicas realiza un seguimiento de la evolución de los nuevos funcionarios y  
observa si disponen de capacidades para desempeñar la difícil misión del 
personal penitenciario. 
 
c) Acceso a un  puesto de mando intermedio  o de intervención 
tratamental con internos (Jefes de Servicios y Educadores).   
 
Hay que superar dos cursos que incluyen sendos módulos sobre derechos 
humanos. 
 
d) Actuaciones formativas específicas. 
 
Se imparten cursos sobre “Educación en Valores y Extranjería”, “Mediación 
Intercultural en el Ámbito Penitenciario”, “Fenómeno Migratorio”, “Análisis 
Multifactorial del fenómeno Migratorio y su vinculación con la Mediación Social 
Intercultural”, “Modelos de Inmigración”, “Jóvenes Extranjeros” etc.   
 
También se imparten cursos específicos sobre resolución pacifica de conflictos  
impartidos por profesores del departamento de Mediación de la Universidad 
Complutense de Madrid y dirigidos a psicólogos de Instituciones Penitenciarias 
que, a su vez, actúan como profesores en los cursos dirigidos al personal de 
vigilancia. 
 
Además, se celebran cursos sobre “Defensa Personal  y Correcta utilización de 
Medios Coercitivos” en los que se explica la forma adecuada de aplicar estos 
medios reglamentarios, buscando siempre la intervención mínima. 
 
El profesorado utilizado para impartir la formación tiene el máximo nivel 
académico y credibilidad profesional, perteneciendo a las Cátedras de Derecho 
Internacional Publico de las distintas Facultades de derecho de las Univer-
sidades donde se organizan los cursos.  
 
 
 
Pregunta 16: 
 
Sírvase indicar si existen programas para capacitar al personal médico 
encargado de detectar y documentar casos de tortura y prestar asistencia 
en la rehabilitación de las víctimas. ¿Se ha impartido algún tipo de 
formación específica en relación con el Manual para la investigación y 
documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, conocido como el Protocolo de Estambul? 
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El Plan de Derechos Humanos del Gobierno de España, aprobado por Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 12 de diciembre de 2008, recoge entre las medidas 
a adoptar, la organización por parte del Centro de Estudios Jurídicos de 
acciones de formación inicial y continuada destinadas principalmente a 
Fiscales, Secretarios Judiciales, Médicos Forenses y Abogados del Estado, en 
materia de protección internacional de los derechos humanos. En la formación 
inicial para médicos forenses, se trata por tanto de incluir una unidad 
pedagógica relacionada con el examen de detenidos y la responsabilidad del 
médico forense. En cuanto al desarrollo de cursos relacionados con los 
derechos humanos y protocolo de Estambul, se van a incluir en el plan de 
formación continuada para el año 2010, con el fin de dar cumplimiento a lo 
previsto en el Plan de Derechos Humanos del Gobierno de España. 
Por otra parte y en todo caso, debe tenerse en cuenta que actualmente los 
detenidos, en cualquiera de las situaciones en las que se encuentren, son 
objeto de un reconocimiento médico forense en las dependencias judiciales, 
salvo en los casos, en los que el propio detenido no desee ser reconocido por 
el médico forense (principio de autonomía del paciente). En el supuesto de que 
no desee ser reconocido, el médico forense debería hacerlo constar en su 
informe correspondiente. También existe la posibilidad de que en el 
ofrecimiento de derechos al detenido, éste rechace directamente el 
reconocimiento médico forense. Todos los Médicos Forenses han de aplicar el 
Protocolo aprobado por la Orden del Ministerio de Justicia de 16 de septiembre 
de 1997 para el reconocimiento de los detenidos que hace efectivas las 
recomendaciones hechas por Naciones Unidas y el Consejo de Europa.  

Todos los reconocimientos médicos forenses que se realizan en las diferentes 
estancias (policiales y/o judiciales) recogen las manifestaciones del detenido 
que guarden relación con lesiones durante la detención o su estancia en el 
centro correspondiente. En todas ellas, el médico forense redacta un informe 
de lo que puede evaluar objetivamente, erosiones, excoriaciones, hematomas, 
contusiones, heridas, etc. Realiza también una primera valoración de aspectos 
psiquiátricos/psíquicos. Con el resultado final, se emite el correspondiente 
informe pericial, en el caso de que detecte lesiones, figurarán en el informe, y si 
puede realizar las correspondientes consideraciones medicolegales 
(mecanismo de producción de las lesiones) las incluirá en su informe, que será 
entregado al juez competente. 
Pregunta 17. Datos de población penitenciaria, incluyendo CIES y 
Cumplimiento recomendaciones Comisario DDHH del Consejo de Europa. 

 
  
1.- Datos de la población penitenciaria española. 
 
La población penitenciaria ha experimentado un importante incremento en los 
últimos años, lo que ha motivado la necesidad de adoptar medidas para la 
creación de nuevas plazas penitenciarias. El número de internos existentes 
en el ámbito de la Administración General del Estado, a 25 de junio de 
2009, era de 66.068 y en el total nacional  76.534.   
 
La ocupación en los centros penitenciarios del ámbito de la administración 
General del Estado es la que se señala a continuación, debiendo significarse 
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que, por sus características y dimensiones, las celdas pueden ser ocupadas 
por dos personas: 
 

CENTRO PENITENCIARIO OCUPACION 
  TASA OPERATIVA   
(2 INTERNOS POR CELDA 

RESIDENCIAL) 

TASA ÓPTIMA 
(1 INTERNO POR 

CELDA) 

A LAMA 1949 0,90 1,56 

ALBACETE 330 1,04 2,41 

ALBOLOTE 1873 0,88 1,53 

ALCALA DE GUADARIA 166 0,72 1,25 

ALCAZAR DE SAN JUAN 103 0,84 1,42 

ALGECIRAS 1640 0,78 1,37 

ALICANTE CUMPLIMIENTO 1056 1,05 1,71 

ALICANTE II -VILLENA 1316 0,86 1,59 

ALICANTE PSIQUIATRICO 393 1,09 1,18 

ALMERIA 1046 1,03 1,54 

ARRECIFE 289 1,11 1,75 

AVILA 207 0,68 1,07 

BADAJOZ 815 0,83 1,40 

BILBAO 332 1,26 2,98 

BONXE 442 0,79 1,28 

BURGOS 620 0,91 1,85 

C.I.S. HUELVA 93 0,34 0,62 

C.I.S. MALAGA 115 0,28 0,40 

C.I.S. MALLORCA 162 0,55 0,94 

C.I.S. SEVILLA 267 0,72 1,26 

C.I.S. VALENCIA 467 1,20 2,56 

C.I.S. VICTORIA KENT 523 1,23 1,72 

CACERES 539 0,86 1,52 

CADIZ-PUERTO II 783 1,00 1,94 

CASTELLON 811 0,90 1,56 

CASTELLON II 1434 0,69 1,15 

CEUTA 276 0,96 1,80 

CORDOBA 1860 0,86 1,50 

CUENCA 114 0,73 1,37 
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DAROCA 540 0,80 1,55 

EL DUESO 601 0,91 1,46 

HERRERA DE LA MANCHA 516 0,84 1,45 

HUELVA 1626 0,80 1,40 

IBIZA 132 0,96 1,71 

JAEN 738 0,89 1,51 

LA MORALEJA- DUEÑAS 1611 0,83 1,40 

LAS PALMAS 1347 1,04 1,86 

LEON 1759 0,84 1,42 

LOGROÑO 411 0,94 1,48 
MADRID I - ALCALA DE 
HENARES 573 0,84 1,25 

MADRID II- MECO 1061 0,88 1,44 

MADRID III - VALDEMORO 1242 0,74 1,31 
MADRID IV -
NAVALCARNERO 1285 0,83 1,50 
MADRID V- SOTO DEL 
REAL 1852 0,87 1,54 

MADRID VI - ARANJUEZ 1690 0,90 1,60 

MADRID VII-ESTREMERA 1642 0,82 1,37 

MALAGA 1809 1,02 1,91 

MELILLA 285 0,82 1,64 

MONTERROSO 499 0,67 1,09 

MURCIA 905 1,28 1,93 

NANCLARES DE OCA 712 0,86 1,26 

OCAÑA I 576 0,83 1,47 

OCAÑA II 582 1,03 1,38 

ORENSE 435 0,82 1,42 

PALMA DE MALLORCA 1742 0,89 1,47 

PAMPLONA 249 0,94 1,96 
PUERTO DE SANTA MARIA 
I 219 0,56 0,42 

PUERTO III 1604 0,79 1,36 

SAN SEBASTIAN 360 0,99 2,24 

SANTANDER 182 1,21 2,48 

SEGOVIA 552 0,74 1,17 
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SEVILLA 1468 0,94 1,58 

SEVILLA II-MORON 1330 0,64 1,08 

SEVILLA PSIQUIATRICO 184 1,64 2,43 

SORIA 164 0,78 1,27 

STA. CRUZ DE LA PALMA 70 0,99 4,31 

STA. CRUZ DE TENERIFE 1598 0,95 1,57 

TEIXEIRO-CURTIS 1763 0,86 1,40 

TERUEL 172 0,75 2,29 

TOPAS 1749 0,86 1,46 

VALENCIA 2362 0,87 1,50 

VALLADOLID 524 0,76 1,20 

VILLABONA 1481 0,89 1,52 

ZARAGOZA-ZUERA 1787 0,82 1,45 

TOTALES 64010 0,86 1,47 
 
 
 
2.- Medidas para mejorar la situación de nuestras cárceles y cumplir las 
recomendaciones de Organismos Internacionales. 
 
El Gobierno de España ha realizado un extraordinario esfuerzo en la 
renovación y ampliación de sus infraestructuras penitenciarias a este fin. Por 
acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de diciembre de 2005, se aprobó la 
actualización y revisión del Plan de Infraestructuras Penitenciarias con el 
horizonte de 2012, lo que supondrá la creación de 18.000 nuevas celdas de 
diferentes funcionalidades. 
 
El Plan contempla la construcción de: 
 
• 18 centros penitenciarios para cumplimiento en régimen ordinario.  
• 32 Centros de inserción Social de diversos tamaños 
• 5 Unidades para mujeres, externas al Centro penitenciario ordinario, 

especialmente dedicadas a la estancia de menores con estas, en su 
cumplimiento penitenciario.  

• Diversas actuaciones en orden a garantizar la disposición en las zonas de 
referencia de Unidades de Custodia Hospitalaria en cantidad y calidad 
suficiente. 

 
Los establecimientos construidos hasta la fecha al amparo del Plan son los 
siguientes: 
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• 6 Centros Penitenciarios con 4.304 celdas funcionales y 8.608 plazas 
residenciales.  

• 18 nuevos Centros de Inserción Social para el cumplimiento en régimen 
abierto, con 1.873 celdas funcionales y 3.746 plazas residenciales. 

• 1 Unidad de Madres con 20 celdas. 
• 7 Unidades de Custodia Hospitalaria. 
 
Los Establecimientos que se incorporarán al sistema de aquí hasta el 2012 son 
los siguientes: 
 
• 11 nuevos centros Penitenciarios y 1 ampliación con 7436 celdas 

funcionales y capacidad para 14.872 plazas residenciales 
• 21 nuevos Centros de Inserción Social con 2.058 celdas funcionales y 

capacidad para 4.116 plazas residenciales 
• 4 nuevas Unidades de Madres con 110 celdas 
• 15 Unidades de Custodia Hospitalaria. 
 
 
 
En lo que respecta a las recomendaciones relativas a la situación del sistema 
penitenciario español formuladas por el Comisario de Derechos Humanos 
del Consejo de Europa en 2005, cabe informar de la adopción de las 
siguientes medidas: 
 
• Se va a revisar, en el marco de la futura Ley de Enjuiciamiento Criminal, la 

normativa que regula la prisión provisional, adecuándola a los criterios 
establecidos por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.  

 
• Como se ha informado anteriormente, se están adoptando las medidas 

necesarias para disminuir progresivamente la saturación de los centros 
penitenciarios, construyendo nuevas instalaciones, rehabilitando las 
existentes y contemplando la aplicación efectiva de penas alternativas al 
ingreso en prisión y que faciliten la reinserción social del penado. 

 
• Se está potenciado igualmente la aplicación tanto del régimen abierto 

(actualmente un  18 %de la población penitenciaria penada se encuentra en 
este régimen) como de medidas alternativas a la prisión.  

 
• Se está llevando a cabo una revisión en profundidad de la atención 

psiquiátrica en las prisiones dotando a los centros de unidades de 
psiquiatría adecuadas para atender a los reclusos con enfermedades 
mentales y crear una red de establecimientos especializados para los casos 
más extremos contando, en su caso, con la colaboración de las 
administraciones sanitarias autonómicas. 

  
• Se está desarrollando la aplicación del Programa de Prevención de 

Suicidios establecido mediante la Instrucción 14/2005 de la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias que se centra especialmente en la 
detección de casos (al ingreso, durante el internamiento y en situaciones de 
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riesgo), procedimientos de inclusión de internos y medidas preventivas. 
Como consecuencia del mismo, se ha pasado de una ratio de 7,8 suicidios 
por cada 10.000 internos en 2.004 a 3,25 en 2.008, por lo que podemos 
calificar los resultados como satisfactorios. 

 
• Se están reforzando y ampliando los programas de desintoxicación y 

deshabituación de consumo de drogas, en particular el tratamiento con 
metadona y poniendo en práctica medidas más estrictas de control del 
tráfico de estupefacientes en las prisiones.  

 
 

Además de las medidas encaminadas a la reducción de la oferta de 
sustancias psicoactivas, a través de los controles y requisas y cacheos de 
los internos y de sus enseres, se están implantando otras encaminadas al 
tratamiento de adicción, la prevención, asistencia y reinserción de los 
drogodependientes.  
 
De este modo, todas las personas que ingresan con consumos activos, 
tienen disponible un programa de tratamiento de desintoxicación, del que 
pasan al programa de deshabituación. El primer programa actúa sobre los 
síntomas físicos, y el segundo persigue el cese del hábito de consumo. En 
la actualidad dentro de este programa de deshabituación hay un 7,9% del 
total de la población reclusa.  

 
• Se están desarrollando actuaciones para mejorar la asistencia sanitaria en 

los centros penitenciarios, en particular en lo que se refiere a enfermedades 
infecto contagiosas. La atención sanitaria en Instituciones Penitenciarias se 
presta por medio de equipos de atención primaria y ofrecen un servicio 
asistencial de acuerdo con el principio de equivalencia con la población 
general. La Administración Penitenciaria mantiene a través de sus servicios 
médicos programas específicos de atención a las patologías 
infectocontagiosas, que se desarrollan en colaboración con los servicios 
especializados del Sistema Nacional de Salud. Se trata de programas que 
han sido objeto de reconocimiento por parte de la OMS. 

 
• Se están tomando las medidas necesarias para que la presencia de niños 

pequeños con sus madres en los centros penitenciarios tenga lugar en 
locales especialmente adecuados para la vida del niño.  

 
Conforme al acuerdo Consejo de Ministros de 2 de diciembre de 2005, de 
ampliación del Plan de Amortización y Creación de Establecimientos 
Penitenciarios, se está desarrollando la construcción de cinco Unidades de 
Madres, una de ellas ya inaugurada (Palma de Mallorca) y otra de próxima 
inauguración (Sevilla) con un total de 135 plazas. 
 
Con la creación de estas nuevas estructuras se pretende segregar 
definitivamente las Unidades de Madres de los centros penitenciarios, 
independizarlas de los mismos y dotarlas de completa autonomía 
penitenciaria para establecer un régimen de convivencia específico. Se ha 
diseñado cada elemento estructural en orden a facilitar un desarrollo 
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armonioso de los menores y una adecuada relación materno filial. El modelo 
de las habitaciones se aleja en todo del concepto de celda. Son 
habitaciones residenciales pensadas por y para los niños y su desarrollo. 
  

• Se han adoptado las garantías necesarias para que la información 
contenida en los Ficheros de Internos de Especial Seguimiento (FIES) sea 
utilizada exclusivamente por las unidades autorizadas y dentro del estricto 
respeto a las disposiciones de la Ley Orgánica de Protección de Datos de 
Carácter Personal y sin que en ningún caso pueda suponer la aplicación de 
un régimen disciplinario no previsto en la Ley y Reglamento penitenciarios.  

 
 
3.- Datos de población en Centros de Internamiento de Extranjeros (CIES). 
 
 
A fecha de 23 de junio de 2009, la capacidad y ocupación de los mismos, 
según datos de la Comisaría General de Extranjería y Fronteras es la siguiente: 
     
• Plazas existentes: En la península 1.124 y en las Islas Canarias 1.594. 
 
• Plazas ocupadas: En la península 892 y en las Islas Canarias 112. 
 

Pregunta 18: 
Sírvanse indicar qué medidas se han adoptado para reducir el 
hacinamiento y mejorar las condiciones en el centro de internamiento de 
niños extranjeros en las Islas Canarias. Sírvanse también proporcionar 
detalles sobre las conclusiones del Defensor del Pueblo del Estado en su 
informe de 2007 sobre las condiciones insatisfactorias de los centros de 
internamiento de extranjeros. ¿Se han aplicado medidas para aplicar 
alguna de sus recomendaciones? 
 
a) Por lo que se refiere a  centros de internamiento de menores en 
Canarias: 
 
Cabe señalar que no se puede hablar de centros de internamiento de menores 
extranjeros en las Islas Canarias. Se trata de centros de primera acogida o 
residenciales en régimen abierto. Los menores siguen en centros externos 
programas de aprendizaje del español o la formación según el sistema 
educativo español.  
 
Respecto a las medidas adoptadas para reducir el hacinamiento y mejorar las 
condiciones en cuanto a la acogida de dichos menores, hay que hacer 
referencia lo señalado en el anterior punto 8, apartado c).  
 
b) Por lo que se refiere a las consideraciones del Defensor del Pueblo, en 

su Informe Anual de 2007, sobre los Centros de Internamiento de 
Extranjeros (CIES). 
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Con carácter previo, hay que matizar que, en sentido técnico, en el referido 
informe, el Defensor del Pueblo no formula recomendaciones al Ministerio 
del Interior (las que, de conformidad con el artículo 30 de su Ley Orgánica 
3/1981 puede formular el Defensor cuando aprecia motivos suficientes) sino 
que dicha Institución constitucional se limita a exponer una serie de 
consideraciones, en su mayor parte relativas a la oportunidad de realizar 
pequeñas obras o modificaciones para la mejora del funcionamiento de los 
Centros de Internamiento de Extranjeros (CIES). 
 
En este sentido, las pequeñas reformas, mejoras y obras de mantenimiento son 
continuas en centros como los que nos ocupan, sometidos a mayor deterioro 
que otro tipo de instalaciones, debido a la mayor rotación de personas que 
pasan por sus instalaciones y el relativamente breve periodo de estancia en las 
mismas. 
 
Asimismo, y en relación con el momento temporal en el que el Defensor realiza 
sus inspecciones (2006 y 2007), el mismo coincide con un periodo de 
elevadísima ocupación de los CIES, debido a la masiva afluencia a nuestras 
costas de inmigrantes en situación irregular, circunstancia que ha variado 
sustancialmente en los últimos ejercicios. 
 
Hay que tener en cuenta que, los centros ubicados en las Islas Canarias 
tuvieron, en algunos momentos del ejercicio 2006, cifras de ocupación 
próximas a las 10.000 personas, oscilando, en el verano del 2007, en torno a 
las 2.000. Considerando que, en el verano de 2009, hay en torno a las 150 
personas de ocupación media, podemos hacernos una idea de la sustancial 
mejora de las condiciones actuales de habitabilidad de los mismos.  
 
Con independencia de lo anterior, el Ministerio del Interior cuenta en la 
actualidad con los siguientes proyectos de construcción de CIES y ampliación 
y reforma de los existentes: 
 

a) Construcción de cinco nuevos centros: Uno en Lanzarote con capacidad 
para 400 personas, otro en Las Palmas de Gran Canaria con capacidad 
para 500, otro en Málaga (200 plazas), otro en Algeciras (200 plazas) y 
el último en Zaragoza. 

b) Finalización de las obras de reforma del CIE de Murcia y ampliación y 
reforma del Centro de El Matorral (Fuerteventura) que permitirá elevar 
su capacidad hasta las 1.850 plazas. 

 
Finalmente, y por lo que se refiere a las consideraciones concretas que realiza 
el Defensor en su informe, la mayor parte de las mismas (realización de cursos 
específicos para la formación de los funcionarios de estos centros, inclusión del 
historial médico de cada interno en su expediente personal, disminución del 
número de internos por habitación, ampliación de plantillas en los centros, 
realización de pequeñas obras de pintura y reparación, instalación de toldos y 
secadoras de ropa, reparto de kits de higiene personal, mejora de la intimidad 
de los aseos, etc) se encuentran en la actualidad debidamente solucionadas. 
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Pregunta 19  
 
Observaciones sobre el informe del Defensor del Pueblo, de febrero 2009 
sobre los centros de protección de menores con trastornos de conducta y 
en situación de dificultad social. 
 
En relación con la cuestión  de referencia, procede informar que de acuerdo 
con el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor, 
cuantas medidas se adopten al amparo de dicha Ley deberán tener un carácter 
educativo, así como deberá primar en la aplicación de la misma el interés 
superior del menor. 

 
Conviene señalar que las competencias en materia de protección de menores, 
de acuerdo con la Constitución Española y con la citada L.O. 1/1996 se 
encuentran transferidas a las Comunidades Autónomas. 

  
No obstante, desde la Dirección General de Política Social, de las Familias y de 
la Infancia se  trabaja en el impulso para promover la coordinación en materia 
de protección a la infancia que, se viene desarrollando a través de 
Conferencias Sectoriales de Asuntos Sociales, la Comisión Interautonómica de 
Directores Generales de Infancia y Comisiones Técnicas Interautonómicas y a 
través del Observatorio de Infancia. 

 
En concreto, el informe del Defensor del Pueblo que aquí se indica fue un 
tema, que por parte del Ministerio de Igualdad, ya se sometió a la Conferencia 
Sectorial de Asuntos Sociales celebrada el 17 de febrero de 2009. De 
conformidad con el Acuerdo que fue adoptado en la misma se ha abordado 
esta cuestión en diferentes foros como la Comisión Interautonómica de 
Directores Generales de Infancia, órgano de coordinación interautonómica 
promovido desde la Secretaría General de Política Social y Consumo, 
Dirección General de Política Social, de las Familias y de la Infancia, en cuyo 
ámbito se está trabajando al respecto. 

 
Igualmente se ha tratado esta cuestión en el mencionado Observatorio de la 
Infancia, órgano colegiado quese encuentra adscrito a la Secretaría General de 
Política Social y Consumo del Ministerio de Sanidad y Política Social, y del que 
forman parte todas las instituciones con funciones en materia de Infancia, 
teniendo por objeto la construcción de un sistema de información con 
capacidad para conocer el grado de bienestar y calidad de vida de la población 
infantil. También en este ámbito se está llevando a cabo trabajos específicos 
sobre esta materia. 

 
En definitiva, el propósito de estos trabajos va encaminado a elaborar 
conjuntamente con las Comunidades Autónomas un protocolo básico para la 
atención de los menores en situación de dificultad social, acogidos en centros 
de protección, que sistematice la intervención profesional, incremente la calidad 
y facilite la evaluación, todo ello como garantía de sus derechos, tal como fue 
aprobado por el Congreso de los Diputados en su sesión del día 19 de mayo de 
2009 con motivo del debate de política general en torno al estado de la Nación 
Española. 
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Pregunta 20. Política de dispersión de presos. 
 
 
La separación de internos pertenecientes a una organización criminal terrorista 
en Centros Penitenciarios con un nivel de seguridad adecuado y en número 
suficiente -en función del número de integrantes de dicha organización en 
prisión-, así como el alejamiento del lugar o zona de influencia de colectivos  de 
referencia que apoyan su ideología violenta y sus atentados, no es contrario a 
la finalidad de reforma y readaptación social determinada en el art. 10.3 del 
ICCPR y en la Constitución y Ley Penitenciaria españolas. Para ello, 
corresponde al propio interno manifestar su intención de abandonar la violencia 
como medio político y la organización que mantiene la actividad terrorista.  
 
Por otra parte, la reinserción social no es el único fin de las penas privativas de 
libertad, sino que también han de ser atendidos otros fines propios de la 
Justicia Penal en su conjunto, como la seguridad pública o protección de los 
bienes jurídicos de todos los ciudadanos, sin olvidar la seguridad de los 
Centros y la personal de todos los internos y funcionarios. 
 
Algunos derechos de los internos pueden ser  limitados en algunos aspectos de 
su ejercicio, de forma motivada, justificada en la ley y controlada 
jurisdiccionalmente, como por ejemplo  cumplir condena en lugar próximo al 
domicilio familiar, lo que formaría parte, pero no sería el contenido esencial, del 
proceso de reinserción social o vuelta a la sociedad con la voluntad y 
capacidad de no cometer delitos. Lo mismo puede decirse respecto del 
derecho al secreto de las comunicaciones, que conforme a la Ley Orgánica 
Penitenciaria pueden ser intervenidas por razones de seguridad o de 
tratamiento.  
 
En este sentido, al referirse al derecho a la vida privada y familiar, el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950, en el apartado 2 del artículo 8 
establece: “No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de 
este derecho, sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y 
constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para 
la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la 
defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la 
moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás”. 
 
Centrándonos en uno de dichos elementos, la seguridad, desde el respeto a los 
derechos de los internos, es una función básica de la Administración 
Penitenciaria, tanto en el aspecto de protección general o seguridad pública, 
cuanto en otros aspectos como la obligación de custodiar a los internos y velar 
por la vida e integridad de internos y funcionarios, dentro de una ordenada 
convivencia que facilite el desarrollo de las actividades de tratamiento. Desde 
esta perspectiva, existen razones elementales para evitar cualquier 
reagrupamiento de internos acusados o penados por actividades terroristas  o 
de otros colectivos del crimen organizado, ya que ello robustecería la estrategia 
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de la organización y podría facilitar actuaciones de presión, alteraciones 
regimentales y riesgo de menoscabo de la seguridad y la ordenada convivencia 
en los establecimientos. Grupos amplios de una misma organización pueden 
ejercer presión sobre los miembros de la misma para provocar alteraciones y 
para impedir la opción individual por el abandono de la violencia terrorista y 
pueden realizar actuaciones de proselitismo captando para su causa a otros 
internos.  
 
Sin embargo, esta política de separación y, en mayor o menor grado, 
alejamiento del lugar de residencia, no supone la renuncia al acercamiento 
individualizado de estos internos a sus lugares de residencia, siempre y cuando 
concurran en ellos las variables exigidas en cualquier planteamiento norma-
lizado de intervención penitenciaria, evolución personal o razones especiales 
de carácter humanitario. 
  
Por lo que se refiere a la separación y distribución en los distintos Centros 
Penitenciarios de los internos imputados o penados por delitos de terrorismo, la  
política penitenciaria española se somete plenamente a las normas consti-
tucionales y legales y a los convenios internacionales en materia de Derechos 
Humanos. 
 
En este sentido, la Comisión Europea de Derechos Humanos, en su Decisión 1 
de octubre de 1990, application-requete Nº 15817/89, Douglas Wadelfield v/the 
United Kingdom, estimó que  la negativa de trasladar a un recluso a un centro 
próximo a su residencia puede estar justificada en razones de diversa índole, 
entre las que se señalan razones de seguridad nacional, seguridad pública, 
bienestar económico del país, la defensa del orden en la prevención del delito, 
la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y 
libertades de los demás en los términos señalados en el párrafo 2 del artículo 8 
del Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y libertades 
fundamentales. 
 
 
Así pues, la política de separación y destino a los distintos Centros 
Penitenciarios de los presos y penados por delitos de terrorismo, se ajusta a la 
legalidad, es controlada judicialmente y no es contraria a los derechos 
humanos. Además, es una medida hoy por hoy necesaria, desde un punto de 
vista de política criminal frente al terrorismo. Es decir, no se adopta como 
castigo, sino como medida eficaz para la seguridad colectiva, la seguridad y 
buen orden de los establecimientos penitenciarios, así como para facilitar a los 
individuos la posibilidad de sustraerse a la presión del grupo y reinsertarse en 
la sociedad. 
 
Pregunta 21: 
 
Sírvanse proporcionar al Comité más información sobre la denominada 
“doctrina Parot” establecida en la sentencia del Tribunal Supremo 
197/2006 sobre la cuestión de la libertad condicional en caso de delitos de 
terrorismo. 
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La doctrina viene fijada en la Sentencia del Tribunal Supremo 197/2006, de 28 
de febrero, y se resume en lo siguiente:  

La cuestión gira en torno a la interpretación que deba conferirse a la forma de 
cumplimiento de las diversas penas impuestas al mismo sujeto, cuando todas o 
algunas de las penas correspondientes a las diversas infracciones cometidas 
no pudieran ser cumplidas simultáneamente por el condenado (generalmente, 
penas de la misma especie, y en el supuesto sometido a revisión casacional, 
penas de prisión). En efecto, la legislación penal española parte del 
denominado concurso real (enjuiciamiento conjunto de varios hechos que 
suponen delitos diferentes) para la extinción de todas las penas impuestas por 
cada uno de los delitos cometidos, bajo el principio del cumplimiento 
simultáneo de todas ellas si fuera posible, y cuando ello no lo fuere, opta por el 
principio del cumplimiento sucesivo, con ciertas correcciones. Naturalmente, 
como no es posible el cumplimiento simultáneo de varias penas de prisión a la 
vez, como es el caso, han de interpretarse las reglas que acuñan los Códigos 
penales para disciplinar dicho cumplimiento sucesivo.  

Para ello hay que partir de la base de que nuestro derecho penal vigente 
instaura un sistema de determinación de la pena bajo el concurso real de 
delitos que se fundamenta en tres ideas: 1) la acumulación aritmética de las 
penas de la misma especie (art. 69 CP 1973 y art. 73 CP 1995); 2) la ejecución 
sucesiva de las mismas por el orden de su gravedad (art. 70.1ª CP 1973; art. 
75 CP 1995); 3) la limitación del tiempo de ejecución (art. 70.2ª CP 1973; art. 
76 CP 1995).  

Nuestra legislación excluye la pena de privación de libertad perpetua, y orienta 
las penas hacia la reeducación y reinserción social (art. 25.2 de la 
Constitución), proscribiendo expresamente los trabajos forzados. Pero esto no 
quiere decir que la reinserción social sea el único fin de la pena, sino que ha de 
armonizarse con otros principios, particularmente el de la prevención especial, 
que en delitos muy graves se combina también con criterios retributivos de la 
pena. En efecto, el Tribunal Constitucional ha establecido que el mencionado 
art. 25.2 CE no contiene un derecho fundamental que permita fundamentar un 
recurso de amparo (últimamente, STC 120/2000), sino que tal precepto 
contiene un mandato dirigido al legislador y la administración penitenciaria, y en 
suma, que dicho precepto «no resuelve sobre el mayor o menor ajustamiento 
de los posibles fines de la pena al sistema de valores de la Constitución, ni 
entre los posibles fines –prevención especial, retribución, reinserción, etc.–, ha 
optado por una concreta función de la pena». En consecuencia, la reinserción 
social no es el único fin de la pena y, por tanto, existen razones de prevención 
especial y de justicia que son también funciones legítimas de las penas. La 
STC 2/1987, de 21 enero, ya declaró que el art. 25.2 de la Constitución no 
limita la orientación de la pena a la reinserción, permitiendo la fundamentación 
de la pena en postulados retribucionistas o de prevención general.  

Por otra parte, el Tribunal Supremo ha mantenido que la pena tiene un doble 
componente, dadas sus especiales características, que son: la finalidad 
resocializadora que toda pena comporta y la finalidad aflictiva (prevención 
especial) que está inserta en las razones de política criminal que el legislador 
ha considerado para la inclusión del injusto en las Leyes penales y que justifica 
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su misma existencia legal (STS 1807/2001, de 30 de octubre). También ha 
dicho que «la reinserción social no es una finalidad absoluta de las penas 
privativas de la libertad establecida constitucionalmente... se trata de una 
orientación armonizable con otras finalidades de la pena y con la exigencia de 
justicia prevista en el art. 1 CE ( RCL 1978\2836) . De aquí se deriva que no 
cabe renunciar sin más a la prevención general, dentro de límites compatibles 
con el principio de proporcionalidad, ni tampoco a la prevención especial frente 
al propio sujeto que exterioriza una comprobada tendencia al delito» ( STS 
1919/2001, de 26 de octubre).  

Otro principio que preside la interpretación de esta materia, residenciado en 
consideraciones de política criminal, descansa en que el autor de las diversas 
infracciones cometidas debe cumplir todas o la mayor parte de las penas 
impuestas, sin que pueda igualarse, concediéndosele el mismo trato punitivo, al 
autor de un solo delito que al seriado criminal que tiene sobre sus espaldas un 
amplio historial delictivo. Esta interpretación ni la consiente el valor de justicia 
proclamado por la Constitución española, ni resulta propiamente tampoco de la 
Ley. En el caso de un asesino múltiple, condenado por hechos consumados y 
otros en grado de tentativa acabada, el principio de humanidad debe estar 
siempre al lado de las víctimas, sin perjuicio de la forma humanitaria de la 
ejecución de la pena a su autor. 

En función de esos principios, el legislador español resuelve el cumplimiento de 
las varias penas impuestas a un mismo sujeto de la manera siguiente.  

La sentencia del Tribunal Supremo de España de 28 de febrero de 2006 
establece una nueva doctrina (“conocida en ámbitos jurídicos como “doctrina 
Parot”), por la cual la reducción de penas por beneficios penitenciarios se 
aplica respecto de cada una de ellas consideradas individualmente y no sobre 
el máximo legal permitido de permanencia en prisión resultante de la 
refundición de condenas. 
Para comprender la cuestión, conviene aclarar que: 
a) El artículo 76 del Código Penal de 1995 establece, entre otros extremos, que 
«el máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá 
exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las 
penas en que haya incurrido, declarando extinguida las que procedan desde 
que las ya impuestas cubran dicho el máximo, que no podrá exceder de 20 
años… (a continuación se establecen límites excepcionales más elevados en 
función de la gravedad de las penas refundidas) 2. La limitación se aplicará 
aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos si los hechos, por 
su conexión o el momento de su comisión, pudieran haberse enjuiciado en uno 
sólo”. 
b) El artículo 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por su parte, regula el 
trámite que deberá seguir el Juez o Tribunal al que corresponda realizar la 
refundición de condenas «cuando el culpable de varias infracciones penales 
haya sido condenado en distintos procesos por hechos que pudieron ser objeto 
de uno solo, conforme a lo prevenido en el artículo 17 de esta Ley» 
El Auto de la Audiencia Nacional -cuyo recurso dio lugar a la STS 28 de febrero 
de 2006- refundía las penas dividiéndolas en dos bloques (y por tanto 
concluyendo que el condenado debía cumplir dos penas acumuladas 

http://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Supremo_de_Espa%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/2006
http://es.wikipedia.org/wiki/2006
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diferentes, de treinta años -CP 73- cada una), por entender que entre dos de 
los procesos afectados por la refundición “no existía conexión”, por tanto “lo 
que procede es acumular todas las demás condenas a una de estas dos, 
teniendo en cuenta la proximidad cronológica de los hechos, y la interrupción 
que se produce entre 1982 y 1984”. 
Los fundamentos de la STS de 20 de febrero de 2006 (“doctrina Parot”), llevan 
a determinar que el limite (actual) de veinte años no se convierte en una nueva 
pena, distinta de las sucesivamente impuestas al reo, ni, por consiguiente, en 
otra resultante de todas las anteriores, sino que tal limite representa el máximo 
de cumplimiento del penado en un centro penitenciario. Es decir, las varias 
penas se irán cumpliendo por el reo con los avatares que le correspondan y 
con todos los beneficios a los que tenga derecho, de tal modo que la forma de 
cumplimiento de la condena total será de la manera siguiente: se principiará 
por el orden de la respectiva gravedad de las penas impuestas, aplicándole los 
beneficios y redenciones que procedan respecto de cada una de las penas que 
se encuentre cumpliendo. Una vez extinguida la primera, se dará comienzo al 
cumplimento de la siguiente, y así sucesivamente, hasta que se alcancen las 
limitaciones dispuestas en el artículo 76 del Código penal. Llegado a este 
estadio, se producirá la extinción de todas las penas comprendidas en la 
condena total resultante. 
 
Pregunta 22.Medidas existentes en los centros de detención para separar 
infectados de VIH y enfermos mentales, así como menores. 
 
 
El Artículo 19 del vigente Código Penal aprobado por la L.O. 10/1995, de 23 de 
noviembre, fija la mayoría de edad penal en 18 años y exige la regulación 
expresa de la responsabilidad penal de los menores de dicha edad en una Ley 
independiente.  
 
La responsabilidad penal de los menores se encuentra regulada en la L.O. 
5/2000, de 12 de enero. Dicha responsabilidad presenta frente a la de adultos 
un carácter primordialmente de intervención educativa y que determina 
considerables diferencias sin perjuicio de las garantías comunes. 
 
La Ley 5/2000 se encuentra regida por los siguientes principios:  
 

- Naturaleza fundamentalmente penal pero materialmente 
sancionadora/educativa del procedimiento y de las medidas aplicables a 
los infractores menores de edad. 

- Reconocimiento expreso de todas las garantías que se derivan del 
respeto de los derechos constitucionales y de las especiales exigencias 
del interés del menor. 

- Diferenciación de diversos tramos a efectos procesales y sancionadores 
en la categoría de infractores menores de edad, flexibilidad en adopción 
y ejecución de las medidas aconsejadas por las circunstancias del caso 
concreto. 

- Competencia de las Entidades Autonómicas relacionadas con la reforma 
y protección de menores para la ejecución de las medidas impuestas en 
la sentencia. 
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- Control judicial de esta ejecución. 
 
Entre las medidas que pueden imponer los jueces de menores, se encuentran:  
 
- Internamiento en régimen cerrado, semiabierto y abierto.  
- Internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o cerrado. 
 
Para la elección de la medida o medidas adecuadas se deberá atender de 
modo flexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino 
especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales, la 
personalidad y el interés del menor, puestos de manifiesto los dos últimos en 
los informes de los equipos técnicos y de las entidades públicas de protección  
y reforma de menores cuando éstas hubieran tenido conocimiento del menor 
por haber ejecutado una medida cautelar o definitiva con anterioridad. 
 
Por último, el artículo 17.3 de este texto legal, y en relación a la detención de 
los menores de edad (diferenciar del cumplimiento de la medida de 
internamiento) establece que “mientras dure la detención, los menores deberán 
hallarse custodiados en dependencias adecuadas y separadas de las que se 
utilicen para los mayores de edad, y recibirán los cuidados, protección, y 
asistencia social, psicológica, médica y física que requieran, habida cuenta de 
su edad, sexo y características individuales”. 
 
 
 
1.- Centros de detención policial. 

 

Los servicios sanitarios policiales prestan exclusivamente atención sanitaria de 
urgencia en los casos de detenidos custodiados en dependencias que cuenten 
con unidades sanitarias, en otro caso se acude a los servicios disponibles a 
través del Sistema de Salud. El obligado reconocimiento médico de todo 
detenido, es el que determinará en su caso, las pautas a seguir respecto a 
aquellos que presenten cualquier tipo de patología.  

 

Respecto a los menores infractores y detenidos son custodiados en 
dependencias policiales adecuadas que cumplen con las medidas básicas de 
seguridad y separadas, en todo caso, de las que se utilicen para los detenidos 
mayores de edad, evitando si las circunstancias de su peligrosidad lo permiten, 
el ingreso en calabozos. Esta medida se hace extensible a todo tipo de 
traslado. 
 
2.- Centros penitenciarios. 
 
 En los centros penitenciarios los reclusos están separados por sexo (los 
hombres de las mujeres), por edad (los jóvenes de los adultos) y antecedentes 
delictivos y, en cuanto a los penados, según exigencias del tratamiento. En el 
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espacio dedicado a las mujeres existe un departamento exclusivo para madres 
con hijos acondicionado específicamente para este fin. 
 
En cuanto a la Asistencia Médica, se presta mediante un Equipo de Atención 
Primaria de Salud, que cubre las 24 horas. Está compuesto por Médicos, 
Diplomados en Enfermería, Auxiliares de clínica, con apoyo de Psiquiatras, 
Ginecólogos y Odontólogos que visitan el centro con la periodicidad que 
precisen dependiendo del número de internos. 
 
La Asistencia, además de las consultas a demanda, programadas y de 
urgencia, se desarrolla por programas de asistencia y prevención, instaurados 
como forma de trabajo. En los centros existe un departamento de Enfermería 
que consta de dos espacios: uno propiamente Médico dotado de sala de curas, 
equipo de radiodiagnóstico, sala de extracciones y despachos para los 
especialistas que visitan el centro, sillón de Odontología, sillón de Ginecología 
etc. El otro espacio consta de camas para observación y para ingresos de corta 
o media estancia. En los centros de más reciente construcción se dispone de 
habitaciones de presión negativa para aislamiento sanitario. 
 
Los enfermos infectados por el VIH reciben tratamiento específico de acuerdo 
con los protocolos vigentes aceptados por la comunidad científica. A tal efecto, 
Instituciones Penitenciarias mantiene un programa de prevención y control de 
esta patología, en colaboración con los hospitales de referencia de la red 
sanitaria pública. De la misma manera, otras patologías prevalentes en el 
medio como la tuberculosis y las hepatitis víricas se abordan por medio de 
programas o protocolos establecidos, estando los servicios médicos 
penitenciarios preparados adecuadamente para la atención a estos enfermos. 
 
Los enfermos VIH, como los que padecen otras patologías infecciosas, no 
están separados del resto de los reclusos. Como en cualquier enfermo, el 
aislamiento sanitario sólo se justifica en momentos puntuales en los que puede 
existir riesgo de contagio, lo que fundamentalmente ocurre en enfermos de 
tuberculosis en los primeros días del tratamiento. 
 
De la misma manera, los enfermos mentales son tratados por los servicios 
médicos y los psiquiatras consultores de los establecimientos. Cuando un 
enfermo agudo precisa un mayor control, puede ser ingresado en la enfermería 
o incluso derivado al hospital de referencia. Fuera de estas situaciones, no está 
médicamente justificado que los enfermos mentales sean segregados en 
departamentos específicos, debiendo integrarse en su entorno habitual, que en 
un centro penitenciario es el módulo ordinario, donde se procura que participen 
en las actividades ordinarias que se lleven a cabo. Para ello, se ha puesto en 
marcha un programa integral de atención a los enfermos mentales (PAIEM), 
una de cuyas características principales es precisamente la participación de 
estas personas en actividades específicas de rehabilitación o en las actividades 
comunes al resto de los internos. 
  
El resto de especialidades médicas se atienden en las consultas de los  
Hospitales de la red pública. Cuando hay que realizar un ingreso, se suele 
llevar a cabo en aquellos hospitales de la red pública que disponen de  Unidad 
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de Acceso Restringido (UAR), zona habilitada para el tratamiento de reclusos 
enfermos.   
 
 
Pregunta 23. Datos de denuncias de torturas y malos tratos. 
 
 
Según la información de que dispone el Comité, la policía recurre a veces 
al uso excesivo de la fuerza al detener a presuntos autores de un delito, 
así como en prisión.  
Al respecto, sírvanse proporcionar datos estadísticos desglosados 
correspondientes al periodo 2003-2008 sobre las denuncias de tortura y 
malos tratos: 

a) Durante o después de la detención. 
b) Durante la custodia policial. 
c) En prisión. A ser posible, esta información debería desglosarse 

por lugar de privación de libertad, sexo, edad y origen étnico de 
la víctima. Sírvanse también facilitar información detallada sobre 
los resultados de las investigaciones de estas denuncias, en 
particular sobre los procesos y las penas impuestas en estas 
causas. 

 
 
 
 
a) Denuncias de malos tratos durante la detención y custodia policial. 
 
El Plan de Derechos Humanos aprobado por el Gobierno contempla la 
siguiente medida: 
“MEDIDA 102.- El Ministerio del Interior diseñará una aplicación que permita, al 
menos, recopilar datos actualizados de casos que puedan suponer una 
extralimitación o vulneración de los derechos de las personas que se encuentren 
bajo custodia policial”. 
 
Dicha base de datos está siendo diseñada por el Gabinete de Estudios de la 
Seguridad Interior (GESI) del Ministerio del Interior y, cuando esté disponible, 
nos permitirá disponer de datos relativos a este tipo de casos. 
 
 
2.- Denuncias de malos tratos durante la custodia en establecimientos 
penitenciarios, actuaciones desarrolladas y resultado de las mismas.  
 
AÑO 2003.      TOTAL DENUNCIAS: 30 
 
INFORMES DE INSPECCIÓN…………………………………………. 22 

Archivados…………………………………………...…….22 
 
INFORMACIONES RESERVADAS……………………………..……….7 

Archivadas………………………………………..…………7 
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- EXPEDIENTES DISCIPLINARIOS……………………………..……….1 

Condenado pérdida de la condición de funcionario 
 
 
 

Expediente disciplinario 72/2003. 
 

Fecha de los hechos: 08-09-2003 
Fecha de incoación: 11-09-2003 
Funcionario expedientado: 1  
Centro Penitenciario: Sevilla Psiquiátrico  
Hechos: El funcionario corta la coleta a un interno en contra de su voluntad y 
sin que hubiera motivo alguno que pudiera justificar la acción.    
Situación: condena a seis meses de prisión y dos años de inhabilitación 
especial, con pérdida de la condición de funcionario. 

 
AÑO 2004.       TOTAL DENUNCIAS: 26 
 
INFORMES DE INSPECCIÓN………………………………………….. 19 

                         Archivados………………………………………………….19 
 
INFORMACIONES RESERVADAS………………………………...…….....7 
                         Archivadas…………………………………………………...5 
                         Transformadas en Expediente Disciplinario……...………2 

             (Una de ellas da origen a dos expedientes) 
1 Expediente archivado. 
2 En tramitación (Archivadas actuaciones judiciales) 

 
 
Expediente disciplinario 40/2004 

 
 Fecha de los hechos: 18-02-2004 
 Fecha de incoación: 26-03-2004 
 Funcionario expedientado: 4 
 Centro Penitenciario: Alicante Cumplimiento 
 Hechos: Interno que tras ser aislado provisionalmente e inmovilizado 
 mecánicamente por conducta agresiva, a la mañana siguiente presenta 
 denuncia por lesiones.   
 Situación: Sentencia absolutoria y sobreseimiento y archivo del     

expediente. 
 
 
Expediente disciplinario 64/2004  
 

Fecha de los hechos: 05-06-2004 
Fecha de incoación: 30-07-2004 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Huelva 
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Hechos: Jefe de servicios que tras la resistencia de un interno a su 
cacheo, indica su traslado al módulo nº 16, en situación de aislamiento 
provisional. En este módulo, apreciando “su mal cuidado personal” como 
justificante de su acción y sosteniendo la sospecha de parasitósis, 
ordena el corte de pelo del interno, sin ser este hecho conocido ni 
pautado por los servicios sanitarios. 
 
Situación: Absolución judicial y continúa la tramitación del expediente   

 
Expediente disciplinario 65/2004.   
 

Fecha de los hechos: 05-06-2004 
 Fecha de incoación: 30-07-2004 

Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Huelva 
Hechos: Encargado del departamento donde se produjeron los hechos 
narrados en el Expediente 64/2004 
Situación: sin condena penal, continúa la tramitación del expediente 

 
AÑO 2005        TOTAL DENUNCIAS: 62  
 
INFORMES DE INSPECCIÓN………………………………………….. .............54 
  Archivados………………………………………………….........................52 

Pendiente de resolución judicial…………………….…….........................2 
 

INFORMACIONES RESERVADAS………………………………...……...............6 
Archivadas…………………………………………………............................5 
Transformadas en Expediente Disciplinario……...……............................1 

         (Condenado pérdida de la condición de funcionario). 
 
EXPEDIENTES DISCIPLINARIOS………………………………………................2 

Archivados.................................................................................................2 
 
 
Expediente disciplinario 1/2005 
 

Fecha de los hechos: 24-03-2004 
Fecha de incoación: 14-01-2005 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Sevilla.  
Hechos: Jefe de Servicios denunciado por ordenar la realización de una 
radiografía para detectar la existencia de drogas en vía rectal y presunta 
utilización de enema. 
Situación: Absuelto judicialmente y sobreseído y archivado el 
expediente. 

 
Expediente disciplinario 9/2005 
 

Fecha de los hechos: 23-04-2004 
Fecha de incoación: 04-05-2005 
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Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Albolote 
Hechos: Funcionario de servicio interior que tras una “discusión menor” 
con un interno y este último insultarle llamándole “mariquita”, cuando el 
interno está en su celda, sube a ésta y en su interior le propina varios 
golpes con una defensa de goma. 
Situación: Condenado a seis meses de prisión y dos años de  
inhabilitación con perdida de la condición de funcionario.  
 

Expediente disciplinario 13/20005 
 

Fecha de los hechos: 28-06-2005 
Fecha de incoación: 05-07-2005 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Segovia 
Hechos: Denuncia de un interno del departamento de enfermería, en la 
que manifiesta que el funcionario le llama varias veces por el teléfono 
interior y acto seguido sube a la celda con una defensa de goma y le 
propina varios golpes, en  presencia de otros internos. 
Situación: Absuelto judicialmente y no sancionado administrativamente 
por los hechos que se le imputaban. 
 

AÑO 2006            TOTAL DENUNCIAS: 58 
 
INFORMES DE INSPECCIÓN…………………………………………............ 52 

Archivados………………………………………………….50 
Pendiente de resolución judicial……………………….….1 
Transformado en Información Reservada………………..1 
 

INFORMACIONES RESERVADAS………………………………...……............6 
Archivadas…………………………………………………...4 
Transformadas en Expediente Disciplinario……...………2 

 Sanción de 1 mes y 15 días de suspensión de funciones. 
 Pendiente de actuaciones judiciales. 

 
 
Expediente disciplinario 12/2006 
 

Fecha de los hechos: 07-05-2006 
Fecha de incoación: 19-06-2006 
Funcionario expedientado: 2 
Centro Penitenciario: Palma de Mallorca 
Hechos: cacheo practicado a un interno sin motivo aparente y utilización 
de fuerza física injustificada. 
Situación: sanciones, un mes de suspensión de funciones al primero y 
15 días al segundo. 

 
Expediente disciplinario 16/2006 
 

Fecha de los hechos: 09-07-2006  
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Fecha de incoación: 01-09-2006 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Sevilla  
Hechos: lesiones causadas con ocasión de la reducción de un interno.  
Situación: pendiente de actuaciones judiciales. 
 

 
AÑO 2007            TOTAL DENUNCIAS: 24 
 
INFORMES DE INSPECCIÓN…………………………………………....... ......21 

Archivados………………………………………………….......19 
Pendiente de resolución judicial…………………………........2 

 
INFORMACIONES RESERVADAS………………………………...…….............2 

Transformadas en Expediente Disciplinario……...…….....….2 
 

     1 Archivado  
1 En tramitación 

 
EXPEDIENTES DISCIPLINARIOS……………………………………….............1 

(Sanción de 1 año y 3 meses de suspensión funciones.) 
 

 
Expediente disciplinario 4/2007 
 

Fecha de los hechos: 23-01-2007 
Fecha de incoación: 23-01-2007 
Funcionarios expedientados: 5 
Centro Penitenciario: Mallorca 
Hechos: Presuntas agresiones a dos internos por la tipología delictiva.  
Situación: Archivo de diligencias penales y archivo del expediente. 

 
Expediente disciplinario 5/2007 
 

Fecha de los hechos: 01-02-2007 
Fecha de incoación: 22-03-2007 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Villabona 
Hechos: Agresión a un interno con una cuchilla.  
Situación: Condena a seis meses de prisión, continuando la 
tramitación del expediente. 
 

 
Expediente disciplinario 14/2007 
 

Fecha de los hechos: 04-09-2007 
Fecha de incoación: 28-11-2007 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Mallorca 
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Hechos: Cachear a un interno y aplicarle sujeción mecánica sin 
conocimiento del Jefe de Servicios. 
Situación: Sancionado a un año y tres meses de suspensión de 
funciones. 

 
 
AÑO 2008                TOTAL DENUNCIAS: 43 
 
 
INFORMES DE INSPECCIÓN………………………………………….. .............39 

Archivados………………………………………………….........32 
Pendiente de resolución judicial…………………………..........6 
Transformados en Expediente Disciplinario……………..........1 
              (Pendiente de actuaciones judiciales) 

 
INFORMACIONES RESERVADAS………………………………...……...............4 

Pendientes de resolución judicial..………………………..........2 
Transformadas en Expediente Disciplinario……...….......……2 

                         (Ambos pendientes de actuaciones judiciales). 
 
  
Expediente disciplinario 30/2008 
 

Fecha de los hechos: 09-07-2008 
Fecha de incoación: 14-08-2008 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Madrid III 
Hechos: Presunta agresión a un interno sin motivo aparente  
Situación: Pendiente de actuaciones judiciales 
 
 

Expediente disciplinario 35/2008 
 

Fecha de los hechos: 13-07-2008 
Fecha de incoación: 10-10-2008 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Madrid III 
Hechos: Apertura de celda durante el turno de noche sin 
conocimiento del Jefe de Servicios y presuntas lesiones a un interno. 
Situación: Pendiente actuación judicial 

 
 
Respecto al resto de variables a que se refiere el Comité, señalar que todas las 
víctimas eran varones, no disponiendo de los datos requeridos de origen étnico 
ya que esta variable no se utiliza en ninguno de los archivos oficiales 
españoles, porque se considera que la clasificación de los ciudadanos 
conforme a la misma podría ser contraria a nuestra Constitución.   

 
 
Pregunta 24.- Datos de muertes bajo custodia en el periodo 2003-2004.  
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1.- Muertes bajo custodia policial. 
 
La Inspección de Personal y Servicios de Seguridad facilita los siguientes datos 
de muertes bajo custodia policial: 
 
CAUSA 2006 2007 2008 
SUICIDIOS 4 5 8 
MUERTE VIOLENTA 1 0 0 
CAUSAS NATURALES 7 7 12 
TOTAL FALLECIDOS 
EN CUSTODIA 

12 12 20 

 
2.- Muertes bajo custodia en centros penitenciarios. 
 
1.- Fallecimientos en prisión. Procedimiento de investigación y resultados  
 
Ante el fallecimiento de una persona bajo custodia de la Administración 
Penitenciaria, se investigas las circunstancias en las que el mismo se ha 
producido con una doble finalidad: cerciorarse del adecuado funcionamiento 
de lo servicios en general y de la atención sanitaria en particular y, en su 
caso, corregir las deficiencias que se pudieran detectar o, si procediera, 
exigir la oportuna responsabilidad. 

 
En aras de esa doble finalidad, la forma de proceder de la Administración ante 
un fallecimiento es la siguiente: 

 
a.- La Dirección del centro donde se produce el hecho lo comunica de 
inmediato al Juzgado de Guardia, quien se persona en el lugar de los hechos 
junto con médico forense y policía judicial y dispone el levantamiento del 
cadáver, al tiempo que ordena la practica de autopsia y pruebas 
complementarais. 
 
b.- También la Dirección del centro comunica el hecho de forma inmediata a la 
familia del fallecido o a la persona que el mismo hubiese indicado. 
 
c.- La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias ordena la práctica de 
la oportuna Información Reservada (a practicar directamente por la 
Inspección Penitenciaria  o por la propia Dirección del centro pero con el 
control y supervisión de la propia Inspección) o Informe de Inspección (a 
cargo siempre de la Inspección Penitenciaria).  
 
Hasta el año 2.006 se investigaban las muertes ocurridas en los centros 
penitenciarios bajo la forma de Informaciones Reservadas.  

 
En los casos en los que la muerte se producía en hospitales de la red pública 
de salud y sobre cuyas causas y circunstancias no existían dudas, no se 
formalizaba procedimiento alguno. Exclusivamente se recogían los datos sobre 
la causa y circunstancia de la misma. Si sobre alguno de estos casos existía 
algún tipo de duda sobre las circunstancias o sobre la causa se ordenaba 
igualmente la oportuna Información Reservada.   
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Desde el año 2006 la recogida de datos de las muertes que se producen en 
hospitales y la fijación de las circunstancias de las mismas se realiza bajo la 
forma de Informes de Inspección.     
 
Sobre estos procedimientos es importante destacar: 
 

- La finalidad de los mismos es, fundamentalmente, de investigación y fijación de 
hechos y circunstancias en las que se produce el fallecimiento para, en su 
caso, corregir las posibles desviaciones que pudieran detectarse. 

 
- Quedan paralizados y no se resuelven, definitivamente, hasta la conclusión del 

procedimiento penal y conocimiento de la causa de la muerte a través del 
informe de autopsia. 

 
- Concluyen en archivo (de no apreciarse irregularidad alguna), con instruc-
ciones a la Dirección del Centro (si se considera que algún servicio pudiera 
ser mejorable), o en expediente disciplinario contra algún funcionario (cuando 
se aprecia posible responsabilidad). Es importante destacar que en los casos 
en los que se ha expedientado a algún funcionario como consecuencia del 
fallecimiento de un interno, lo ha sido por negligencia sin que la jurisdicción 
penal haya visto indicios de responsabilidad en este ámbito.         
  
Seguidamente se exponen, por años, el número de procedimientos practicados 
y el resultado de los mismos.                 

 
PROCEDIMIENTOS ABIERTOS Y RESULTADOS DE LOS MISMOS SOBRE 
FALLECIMIENTOS DE INTERNOS EN CENTROS PENITENCIARIOS AÑOS 
2003, 2004, 2005, 2006, 2007 Y 2008 

 
· Durante el año 2003 se han abierto 98 informaciones reservadas con el 
siguiente resultado: 

 
 Resolución: Archivo ................................ .........  96 
 Transformación en expediente disciplinario ......  2 

De esas 98 informaciones reservadas 26 fueron abiertas por 
presunto suicidio, con los siguientes resultados: 

 
 Resolución: Archivo ................................ .........  25 
 Transformación en expediente disciplinario ......  1 

Expedientes disciplinarios incoados: 
 
Nº 30/2003 (SUICIDIO) 
Fecha de los hechos: 28-02-2003. 
Fecha de incoación: 23-04-2003. 
Funcionario expedientado: 2 
Centro Penitenciario: Villabona 
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Hechos: Se cerró la celda sin advertir que el interno, que 
posteriormente se suicidó, permanecía dentro. 
Situación: Sanción de cinco días de suspensión de 
funciones.  
 

 
 
 Nº.91/2003 

Fecha de los hechos: 29-11-2003. 
Fecha de incoación: 29-11-2003. 
Funcionario expedientado: 4. 
Centro Penitenciario: A Lama 
Hechos: Un interno agredió mortalmente a otro, sin que los 
funcionarios se percatasen del hecho. 
Situación: Archivo. 
 

· Durante el año 2004 se han abierto 107 informaciones reservadas con el 
siguiente resultado: 

 Resolución: Archivo ................................ .........  107 
De esas 107 informaciones reservadas 40 fueron abiertas por presunto 
suicidio, con los siguientes resultados: 

 Resolución: Archivo ................................ .........  40 
 

· Durante el año 2005 se han abierto 137 informaciones reservadas con el 
siguiente resultado: 

 Resolución: Archivo ................................ .........  133 
 Resolución: Archivo con instrucciones a Centro  2 
 Transformación en expediente disciplinario ......  2 

 
De esas 137 informaciones reservadas 33 fueron abiertas por presunto 
suicidio, con los siguientes resultados: 

 Resolución: Archivo ................................ .........  31 
 Transformación en expediente disciplinario ......  2 

 
Expedientes disciplinarios incoados: 

 
 Nº 08/2005 (SUICIDIO) 

Fecha de los hechos: 26-02-2005. 
Fecha de incoación: 19-04-2005 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Sevilla. 
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Hechos: Trasladó a un interno en programa de prevención 
de suicidios, al departamento de aislamiento, sin interno de 
apoyo. 
Situación: Sanción de un mes de suspensión de funciones. 

 
 Nº 18/2005 (SUICIDIO) 

Fecha de los hechos:18-03-2005. 
Fecha de incoación:12-09-2005 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: Madrid IV (Navalcarnero). 
Hechos: Al cerrar la celda, no advirtió que el interno que la 
ocupaba se había suicidado. 
Situación: Sanción de diez días de suspensión de funciones. 

 
Recomendaciones hechas a las direcciones de los Centros: 

 
• IR. 32/05.- Sobre comprobación de motivos que justifican la 

permanencia durante el día de un interno en su celda. 
• IR.82/05.- Sobre diligencia en el reparto de metadona. 

 
· Durante el año 2006 se han abierto 115 informaciones reservadas y, por 
primera vez, 93 informes por fallecimientos; con el siguiente resultado: 
 
 Resolución: Archivo.............................................. ......... 108 ... 92 
 Resolución: Archivo con instrucciones a Centro . ......... 0 ..... 1 
 Resolución: Archivo Provisional .......................... ......... 6 ..... 0 
 Transformación en dos expedientes disciplinarios .........  1 .......  0 
 
De esas 115 informaciones reservadas 25 fueron abiertas por presunto 
suicidio, con los siguientes resultados: 
  
 Resolución: Archivo.............................................. .........  24 
 Resolución: Archivo seguimiento diligencias........ .........  1 
 
 De esos 93 informes por fallecimientos ninguno fue abierto por suicidio. 
 
Expedientes disciplinarios incoados: 

 
Nº 30/2006 
Fecha de los hechos: 07-10-2006. 
Fecha de incoación: 18-12-2006 
Funcionario expedientado: 1. 
Centro Penitenciario:  Huelva. 
Hechos: Facultativo que no visita a un interno, a las 03.00 h.,y que 
posteriormente fallece. Estaba prevista la salida a hospital para la 
mañana siguiente. 
Situación: Sanción de un mes de suspensión de funciones. 

 
 Nº 31/2006 
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Fecha de los hechos: 07-10-2006. 
Fecha de incoación:18-12-2006. 
Funcionario expedientado: 1 
Centro Penitenciario: 1 
Hechos: No comunicar al Jefe de Servicios la incidencia señalada en el 
expediente anterior. 
Situación: Sobreseimiento y archivo. 

 
Recomendaciones hechas a las direcciones de los Centros: 
• II. 494/06.- Sobre control de los destinos y de las dependencias de los 

mismos. 
 
 
· Durante el año 2007 se han abierto 98 informaciones reservadas y 104 
informes por fallecimientos; con el siguiente resultado: 
 
 Resolución: Archivo........................................................ 86 . 102 
 Resolución: Archivo con instrucciones a Centro ........... 2 ..... 0 
 Resolución: Archivo Provisional .................................... 10 ..... 2 
  
De esas 98 informaciones reservadas 19 fueron abiertas por presunto suicidio y  
con los siguientes resultados: 
 
 Resolución: Archivo........................................................ 18 
 Resolución: Archivo provisional...................................... 1 
 
De esos 104 informes por fallecimiento, 1 fue abierto por presunto suicidio, 
siendo archivado finalmente. 
 
Recomendaciones hechas a las direcciones de los Centros: 

• IR. 14/07.- Sobre cacheo de los internos tras celebración de comunicaciones 
vis a vis. 

• IR. 16/07.- Sobre cacheo de los internos tras celebración de comunicaciones 
vis a vis. 
 
· Durante el año 2008 se han abierto 123 informaciones reservadas y 102 
informes por fallecimientos; con el siguiente resultado: 
 
 Resolución: Archivo........................................................ 60 ... 86 
 Resolución: Archivo seguimiento diligencias.................. 40 ... 15 
 En tramitación ................................................................ 23 ..... 1 
 
De esas 123 informaciones reservadas 18 fueron abiertas por presunto suicidio 
y  con los siguientes resultados: 
  
 Resolución: Archivo........................................................  9 
 Resolución: Archivo provisional......................................  4 
 En tramitación ................................................................  5 
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De esos 102 informes por fallecimientos ninguno fue abierto por suicidio. 
 
 
2.- Datos estadísticos fallecimientos 

 
Mortalidad por causas y centro penitenciario en II.PP. 2006. 

CENTRO Total Natural 
no VIH VIH/SIDA Suicidio Drogas Agresión Accidente 

A LAMA 11 4 3 1 2 1  
ALBACETE 1    1   
ALBOLOTE 6 3 1 1 1   
ALGECIRAS 6 3 1  2   
ALICANTE 1 4 3   1   
ALICANTE 2 4 2 1  1   
ALICANTE PSQ. 6 2  2   2 
ALMERIA 5 2  2 1   
AVILA 1 1      
BADAJOZ 3 1 1   1  
BURGOS 2 1  1    
CACERES  2   2    
CASTELLON 2  1    1 
CEUTA 1 1      
CORDOBA 10 4 2  4   
CUENCA 2 1  1    
DAROCA 2 1   1   
EL DUESO 2 2      
HUELVA 7 5  1 1   
JAEN 2 1   1   
LA MORALEJA 6 5   1   
LAS PALMAS 2 1  1    
LEON 3 3      
LUGO BONXE 1    1   
LUGO MONT. 1    1   
MADRID 1 1 1      
MADRID 2 3    3   
MADRID 3 6 5 1     
MADRID 4 7 6   1   
MADRID 5 6 3  1 2   
MADRID 6 8 6 1  1   
MADRID CIS 1    1   
MALAGA 6 2 1 1 1 1  
MELILLA 1 1      
MURCIA 3 3      
NANCLARES 5 2 1 1 1   
OCAÑA 1 2 2      
OCAÑA 2 1 1      



 71

ORENSE 3 2 1     
PALMA MALL. 4 3 1     
PAMPLONA 1   1    
PUERTO 1 1   1    
PUERTO 2 4 2   1  1 
SAN SEBASTIAN 2   1 1   
SANTANDER 1   1    
SEGOVIA 1    1   
SEVILLA  13 7 2 1 3   
SEVILLA PSQ. 3 3      
TEIXEIRO 11 4 2 2 2 1  
TENERIFE 6 3 1 1 1   
TOPAS 5 2   3   
VALENCIA 12 7 4  1   
VILLABONA 4 1 1 1 1   
ZARAGOZA 5 3 1 1    

TOTAL: 218 115 27 25 43 4 4 
 

MORTALIDAD POR SEXO 2006 
 
Los hombres presentan tasas de mortalidad mayores que las mujeres (4,2 
casos/1000 internos frente a 1,5 casos/1000 internas).  
 

SEXO  Nº Fallecimientos % Tasa/mil 
Hombre  211                                            96,8                                4,2 
Mujer                                            17                                              3,2                                 1,5 
TOTAL           218                                       100,0                               4,0 

 
DISTRIBUCIÓN DE LOS FALLECIMIENTOS POR GRUPOS DE EDAD 
 
La edad media de los fallecidos fue de 42 años (igual que en 2005), 
encontrándose el 50% de los fallecidos comprendido entre los 32 y 48 años con 
una mediana de 41 años. 
  

Distribución de los fallecimientos por edad en II.PP. en el año 2006. 
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En el gráfico de la izquierda se observa que el grupo con mayor número de 
fallecimientos es el comprendido entre los 40 y 45 años; y en el de la derecha se 
observa que el 50% de los fallecidos son menores de 48 años, y se consideran 
valores extremos (o, en el gráfico) los mayores de 72 años.  
 
 
     Mortalidad por causas y centro penitenciario en II.PP. 2007. 
          

CENTRO Total Natural 
no VIH VIH/SIDA Suicidio Drogas Agresión Accidente 

A LAMA 12 5 4 1 2   
ALBOLOTE 8 4  2 2   
ALGECIRAS 9 3 1 2 3   
ALICANTE 2 6 2  1 2  1 
ALICANTE PSQ. 5 3  2    
ALMERIA 2    2   
AVILA 1   1    
BILBAO 2 1   1   
BURGOS 3 1   2   
CACERES  1 1      
CASTELLON 2  1  1   
CORDOBA 7 7      
DAROCA 1 1      
EL DUESO 3 1  1 1   
HUELVA 7 4 2 1    
JAEN 3 2   1   
LA MORALEJA 6 3 1  2   
LAS PALMAS 4 4      
LEON 6 4 1  1   
LOGROÑO 1   1    
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LUGO MONT. 1 1      
MADRID 2 3 2 1     
MADRID 3 3 2 1     
MADRID 4 5 3 1  1   
MADRID 5 11 3 4 1 3   
MADRID 6 6 1  1 3 1  
MALAGA 4 3 1     
MELILLA 1   1    
NANCLARES 3 1  2    
OCAÑA 1 2   2    
OCAÑA 2 1    1   
ORENSE 6 2 1  3   
PALMA MALL. 6 4   2   
PAMPLONA 1    1   
PUERTO 1 3 3      
PUERTO 2 4 1 1  2   
SANTANDER 1 1      
SEGOVIA 2 1  1    
SEVILLA  10 4 3 1 2   
SEVILLA PSQ. 2 2      
SORIA 1    1   
TEIXEIRO 5 1 2  2   
TENERIFE 5 2  2 1   
TOPAS 1 1      
VALENCIA 17 9 4 3 1   
VILLABONA 4 2  1 1   
ZARAGOZA 3 2 1     

TOTAL: 202 99 30 27 43 2 1 
   
            
MORTALIDAD POR SEXO 2007 
Los hombres presentan tasas de mortalidad mayores que las mujeres (3,7 casos/1000 internos 
frente a 2,3 casos/1000 internas) 
 

SEXO  Nº Fallecimientos % Tasa/mil 
Hombre  191 94,5                                  3,7 
Mujer                                            11                                            5,5                                  2,3 
TOTAL           202                                       100,0                               3,5 

 
DISTRIBUCIÓN DE LOS FALLECIMIENTOS POR GRUPOS DE EDAD 
 
La edad media de los fallecidos fue de 42 años (42 en 2006), encontrándose el 
50% de los fallecidos comprendido entre los 34 y 46 años con una mediana de 40 
años  
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Distribución de los fallecimientos por edad en II.PP. en el año 2007. 
 

 

                                                                                          

 
                                 

 En el gráfico de la izquierda se observa que el grupo con mayor número de 
fallecimientos, igual que en el año anterior, es el comprendido entre los 40 y 45 
años; y en el de la derecha se observa que el 50% de los fallecidos son menores 
de 46 años, y se consideran valores extremos (o, en el gráfico) los mayores de 65 
años.  

 
 
                                               Mortalidad por causas y centro penitenciario en II.PP. 2008.  
                                                       

Centro Total Natural  
No VIH VIH/SIDA Suicidio Drogas Agresión Accidente 

A LAMA 14 4  3 7   
ALBOLOTE 11 7 1 1 2   
ALGECIRAS 7 4 1  2   
ALICANTE 2 3 2   1   
ALICANTE C. 6 4  1 1   
ALICANTE PS. 7 5  2    
ALMERIA 2 1   1   
BADAJOZ 4 1 1  2   
BILBAO 1  1     
BURGOS 3  1  1 1  
CACERES 1 1    1   
CASTELLON 8 7   1   
CASTELLON 2 1 1      
CIS V. KENT 1 1      
CORDOBA 10 5 1 1 3   
EL DUESO 4 4      
HERRERA 1    1   
HUELVA 2 1   1   
IBIZA 1 1      
JAEN 1  1     
LA MORALEJA 4 1 3     
LAS PALMAS 1 1      
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LEON 2 2      
LUGO MONT. 1    1   
MADRID 1 MUJ. 2   1 1   
MADRID 2 2  1  1   
MADRID 3 1 1      
MADRID 4 7 5 1  1   
MADRID 5 9 6 1 1 1   
MADRID 6 9 3 2 1 2  1 
MALAGA 4 4      
MURCIA 1   1    
NANCLARES 3   1 2   
OCAÑA 1 1    1   
OCAÑA 2 3 1 1  1   
OURENSE 1    1   
PALMA MALL. 1 1      
PAMPLONA 3 1  2    
PUERTO 2 1    1   
PUERTO 3 6 4 1  1   
S.CRUZ PALMA 1  1     
SEVILLA  (MORON) 1 1      
SEVILLA 2 14 4 4  6   
SEVILLA PSQ. 2 2      
TEIXEIRO 10 5 4  1   
TENERIFE 9 4 2 1 2   
TOPAS 4 3    1  
VALENCIA 11 3 5  2 1  
VALENCIA CIS 2 1  1    
VALLADOLID 3 2  1    
VILLABONA 9 5 1  3   
ZARAGOZA 9 3  1 5   
                     TOTAL: 225 111 34 19 57 3 1 

 
MORTALIDAD POR SEXO 
 
Los hombres presentan tasas de mortalidad mayores que las mujeres (3,8 
casos/1000 internos frente a 2,9 casos/1000 internas).  
 

SEXO  Nº Fallecimientos % Tasa/mil 

Hombre 210                                            93,3                                  3,8 

Mujer                                              15                                              6,7                                 2,9 
TOTAL           225                                         100,0                              3,7 

  
 DISTRIBUCIÓN DE LOS FALLECIMIENTOS POR GRUPOS DE EDAD 

 
La edad media de los fallecidos fue de 43 años (42 en 2007), encontrándose el 
50% de los fallecidos comprendido entre los 34 y 49 años con una mediana de 43 
años. 
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Distribución de los fallecimientos por edad en II.PP. en el año 2008. 
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En el gráfico de la izquierda se observa que el grupo con mayor número de 
fallecimientos, es el comprendido entre los 34 y 49 años; y en el de la derecha se 
observa que el 50% de los fallecidos son menores de 42 años, y se consideran 
valores extremos (o, en el gráfico) los mayores de 73 años.  
 
3.- Fallecimientos por suicidios 
 
Evolución de la mortalidad por suicidio en el periodo 2003-2008. 

 
En el año 2003 el número de fallecimientos que tuvieron como causa el suicidio 
fue de de 31, con una tasa de incidencia de 0,60 por mil internos. En el año 
2008 el número de fallecimientos en los centros penitenciarios que han tenido 
como causa el suicidio ha sido de 19, con una tasa de incidencia de 0,31 por 
mil internos. 
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Número de suicidios Tasa / 1000 internos y año 
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Las tasas antes citadas, aunque sensiblemente inferiores a las habituales en la 
Unión Europea, son superiores a las de la población general para grupos de 
edad. La causa de esto radica en que en la población penitenciaria se 
concentran muchos de los factores de riesgo que la OMS asocia al suicidio 
tales como: ruptura de relaciones y aislamiento social, problemas jurídicos, 
nivel socioeconómico bajo, abuso de alcohol y drogas, trastornos mentales 
(depresión y esquizofrenia), trastornos de la personalidad y padecer 
enfermedades orgánicas graves que acorten la esperanza de vida (Sida, 
tumores,…). 
 
En los últimos años, desde que se puso en marcha en 2005 el nuevo programa 
de prevención de suicidios, se observa un descenso en la cifra de suicidios en 
números absolutos y en la tasa de suicidio, manteniéndose esta tendencia al 
descenso en los últimos años.  
 

 Se están realizando continuamente acciones dirigidas a: La formación del 
personal implicado en la identificación de las personas con alto riesgo, las 
intervenciones basadas en el principio de conexión social, las intervenciones 
psicosociales y en salud mental, así como el fácil acceso a la ayuda. 
 
3.1 Programa de prevención de suicidios. 
 
Con fecha 10 de agosto de 2005 la entonces Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias dictó la Instrucción 14/2005 estableciendo un nuevo Programa-
Marco de Prevención de Suicidios al que, desde entonces, deben adaptarse 
todos los Programas de Prevención de Suicidios de todos los establecimientos 
penitenciarios de la Administración General del Estado. 
 
Los datos 2.003–2.008, del punto anterior, ponen de manifiesto la favorable 
evolución que han tenido las cifras de suicidios desde esta Instrucción/Nuevo 
Programa de Prevención de Suicidios si tenemos en cuenta simultáneamente 
las propias cifras de suicidios así como las de incremento constante y notorio 
de la población reclusa. 
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Así pues la implantación del nuevo Programa de Prevención de Suicidios ha 
sido el instrumento más importante y eficaz que ha puesto en marcha esta 
Administración Penitenciaria para disminuir las conductas suicidas. 

 
Dicho Programa de Prevención de Suicidios asigna a todo el personal de la 
Administración Penitenciaria esta responsabilidad en virtud de la obligación de 
“velar por la vida, integridad y salud de los internos” (artículo 3.4 de la Ley 
Orgánica General Penitenciaria) a través de lo que denomina una “escucha 
activa” de los mismos para poder conocerlos e informar sobre su 
comportamiento (artículo 309 del Reglamento Penitenciario de 1.981, aún 
vigente). Sin embargo atribuye la obligación de intervenir en este campo al 
Psicólogo, al Médico y al Subdirector de Tratamiento propiciando la inclusión 
en el PPS de cuantos internos lo precisen. 

 
Establece un procedimiento para detectar a los internos más vulnerables (en el 
ingreso, durante el internamiento y en situaciones de especial riesgo) a la 
conducta suicida y para su inclusión o no en el Programa de Prevención de 
Suicidios proponiendo, en su caso, diversas medidas entre las que cabe 
destacar: 

 
• evitar la soledad 
• contacto con familiares 
• atención médica 
• atención psicológica 
• internos de apoyo 
• retirada de material de riesgo 
• vigilancia especial de funcionarios 
• realización de actividades 
  
Por fin dichos Programas de Prevención de Suicidios deben ser evaluados 
anualmente en cada establecimiento penitenciario y en este Centro Directivo 
con la participación de tres Subdirecciones Generales (Tratamiento, Sanidad e 
Inspección). Se acompañan modelos de Propuesta de inclusión en PPS y de 
Orden de Dirección de inclusión en PPS. 

 
Se han realizado cursos de formación de funcionarios para la implantación del 
nuevo PPS en los Centros Penitenciarios, en los que, a su vez, se han 
realizado cursos de formación de internos de apoyo, como una de las medidas 
más importantes. 
 
3.2 ACTUACIONES ANTE LOS SUICIDIOS CONSUMADOS.- 
 
Producido un intento de suicidio o suicidio consumado en cualquier 
establecimiento penitenciario, la Central Penitenciaria de Observación registra 
el mismo en una base informática con una serie de datos que recaba del 
establecimiento penitenciario - datos de filiación, de situación penal y 
penitenciaria, de las circunstancias de la conducta suicida, de la aplicación o no 
del Programa de Prevención de Suicidios y de la vida penitenciaria del interno- 
y que constituyen una información que permite estudiar detenidamente la 
evolución de estas conductas. 
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Sobre los suicidios consumados se realiza una reunión mensual (Áreas de 
Salud Pública, de Inspección, de Régimen y Central Penitenciaria de 
Observación) de análisis y coordinación. 
 
La Central Penitenciaria de Observación dirige periódicamente escritos (dos o 
tres anuales) a los Centros Penitenciarios llamando la atención sobre la 
evolución de los suicidios y sobre aspectos que, al respecto, considera 
susceptibles de mejora en la práctica penitenciaria. 

 
3.3 ESTUDIO REALIZADO POR LA CENTRAL PENITENCIARIA DE 
OBSERVACIÓN.- 
 
Sobre los datos contenidos en la base informática, la Central ha realizado 
recientemente un estudio que, en principio, permite los siguientes comentarios: 
 
4.1 Son factores de riesgo la condición de mujer extranjera y los hombres con 
delitos de ámbito familiar, homicidios y asesinatos. 
4.2 Conviene vigilar a los internos sin comunicaciones y apoyar sus contactos 
con voluntarios que mitiguen la ausencia de lazos familiares. 
4.3 Los antecedentes de intento de suicidio y psiquiátricos, son potentes 
predictores de conducta suicida. 
4.4 El método más frecuente y eficaz de conducta suicida es el ahorcamiento. 
La ropa de cama, cables y cordones son los instrumentos más peligrosos. 
4.5 La soledad de la celda y las horas vespertinas y nocturnas son las 
circunstancias en las que se producen los suicidios e intentos de suicidio con 
mayor frecuencia. 
4.6 No destacan los suicidios durante los primeros días de ingreso en prisión. 
4.7 El seguimiento médico diario y, la vigilancia especial de funcionarios, 
minoran los suicidios consumados respecto de los intentos. 
4.8 Las medidas de interno de apoyo y eliminación de objetos peligrosos, son 
las que minoran en mayor medida los suicidios consumados. 
4.9 La asistencia a los internos por grupos externos de apoyo es la medida más 
eficaz para prevenir tanto los intentos de suicidio como los suicidios 
consumados. 
4.10 Es poco probable que un interno incluido en el Programa de Prevención 
de Suicidios acabe suicidándose. 
 
Estas reflexiones han sido trasladadas a los establecimientos penitenciarios en 
los escritos periódicos de la Central Penitenciaria de Observación, con objeto 
de que los Programas de Prevención de Suicidios de los mismos las incorporen 
de la forma más apropiada teniendo en cuenta las circunstancias particulares 
de cada uno. 

 
2.1.- Resultados del programa de prevención de suicidios. 

 
Los resultados pueden calificarse como satisfactorios, hasta el punto de que no 
se ha considerado oportuno introducir cambios en el Programa, establecido 
mediante la Instrucción 14/2005 de la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias, que se centra, especialmente, en profundizar su aplicación real 
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en los Centros. Las cifras avalan esta consideración pudiéndose añadir que 
son pocos  los internos incluidos en PPS que se suicidan. El problema radica 
en la imposibilidad de detectar previamente a la mayoría de los internos que 
finalmente acaban en suicidio. 
 
La población reclusa ha pasado de 51.272 el 31-12-04 a 61.761 el 31-12-08, 
siendo las cifras de muertes de internos por suicidio durante estos cuatro años 
las de 40, 33, 25, 27 y 19 , respectivamente. Por tanto, hemos pasado de una 
ratio de 0’7 suicidios por cada 1.000 internos en 2.004  a 0.31 en 2.008. 
 
 
Pregunta 25:  
 
 a) Las conclusiones del Relator Especial sobre la promoción y la 
protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la 
lucha contra el terrorismo según las cuales no se tuvieron en cuenta las 
denuncias de irregularidades y malos tratos, tanto físicos como 
psicológicos cometidos en la investigación a raíz de los atentados 
terroristas del 11 de marzo, de los acusados de esos actos, 
 
 
La Constitución Española establece en su artículo 15 el derecho a la vida y la 
integridad física y moral de las personas sin que, en ningún caso, puedan ser 
sometidas a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.  
 
Se trata de un derecho de carácter fundamental, cuya garantía vincula a todos 
los poderes públicos, que actúan bajo el criterio de tolerancia cero con este tipo 
de comportamientos y exigiendo siempre la investigación y asunción de 
responsabilidades hasta sus últimas consecuencias.  

 
Los derechos de las personas detenidas en España cuentan con un marco 
protector amparado tanto por la normativa interna, como por una serie de 
instrumentos normativos internacionales ratificados por España e incorporados 
a nuestro ordenamiento jurídico, como son la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, de 1948; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, de 1966; el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y culturales de 1966; el Convenio para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950 o el 
Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes, de 1987.  

Este marco jurídico internacional también define una serie reglas de conducta 
ética profesional aplicables a la labor policial -a fin de evitar la aparición de 
comportamientos arbitrarios e impedir y suprimir  la tortura y otras formas de 
tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes- que han inspirado los 
criterios rectores de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, que establece, como principio básico de actuación de 
las fuerzas y cuerpos de seguridad el absoluto respeto a la Constitución y al 
resto del Ordenamiento Jurídico. 
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Asimismo, contamos con una rigurosa definición del delito de tortura contenida 
principalmente en los artículos 173, 174 y 607 bis del Código Penal. 

 
Los malos tratos y torturas constituyen en España un delito perseguible de 
oficio, siempre que hay indicios de su comisión, contemplando, nuestro 
ordenamiento jurídico, varias vías para la investigación de estos supuestos y la 
garantía del derecho fundamental: 
 
1.-La tutela judicial efectiva. 
 
La Constitución Española establece en su artículo 24 que todas las personas 
tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el 
ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda 
producirse indefensión.  
 
En el mismo sentido, el artículo 53 de dicha Norma Suprema establece que 
cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos 
reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo 2º - entre los 
que se encuentra la interdicción de la tortura o los malos tratos- ante los 
Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 
preferencia y sumariedad e, incluso, a través del recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional. 
 
2.- El régimen disciplinario de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y la 
Inspección de Personal del Ministerio del Interior. 
  
La regulación actual de los regímenes disciplinarios tanto del Cuerpo Nacional 
de Policía como de la Guardia Civil ya contemplan la apertura del oportuno 
expediente disciplinario contra los presuntos responsables de las faltas 
tipificadas en los mismos (entre las que se encuentran este tipo de conductas) 
y la medida cautelar de suspensión de funciones en espera del resultado de la 
acción penal correspondiente.  
 
Además del ejercicio, por los órganos competentes del CNP y de la GC, de sus 
competencias en materia disciplinaria y sancionadora, existe una unidad en el 
Ministerio del Interior- la denominada Inspección de Personal y Servicios de 
Seguridad- adscrita directamente a la Secretaría de Estado de Seguridad, y por 
lo tanto independiente jerárquicamente de los cuerpos policiales, encargada de 
velar por el estricto cumplimiento de los derechos humanos en lo que se refiere 
a la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Similar función 
corresponde, en el ámbito de los funcionarios de prisiones, a la Inspección 
General Penitenciaria.  
 
 
Concretamente, el Gobierno ha reforzado, sustancialmente, los instrumentos 
de que dispone para garantizar la adecuación del funcionamiento de los 
servicios policiales a la Ley y al derecho, aprobando nuevas  Instrucciones a 
los Cuerpos de Seguridad dirigidas a mejorar las garantías de los ciudadanos y 
la protección de sus derechos fundamentales: 
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• Instrucción 7/2007, de la Secretaría de Estado de Seguridad sobre el 
procedimiento de tramitación de las quejas y sugerencias que formulen los 
ciudadanos. 

Mejora el procedimiento de presentación y tramitación de quejas y 
reclamaciones sobre cualquier cuestión relativa a la actuación de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, poniendo a disposición de los ciudadanos, 
en todas las dependencias policiales, un Libro de quejas y sugerencias, 
correspondiendo la coordinación, control y seguimiento de la investigación de 
dichas quejas a la Inspección de Personal y Servicios de Seguridad de esta 
Secretaría de Estado. 
 
• Instrucción 13 /2007, de la Secretaría de Estado de  Seguridad, relativa al 

Uso del Número de Identificación Personal en la   Uniformidad de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. 

Contempla la obligación de todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado que vistan uniforme, incluidos los miembros de unidades 
especiales como los antidisturbios, de llevar sobre sus prendas de uniformidad 
su número de identidad personal, lo que permitirá mejorar las garantías de los 
ciudadanos al poder identificar en todo momento, a través de dicho número, a 
los funcionarios policiales evitando que se puedan producir actuaciones 
incorrectas amparadas en el anonimato. 

• Instrucción 12/2007 de la Secretaría de Estado de Seguridad sobre los 
Comportamientos Exigidos a los Miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado para Garantizar los Derechos de las Personas 
Detenidas o bajo Custodia Policial. 

  
Esta Instrucción proporciona normas de comportamiento y actuación a los 
miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad para salvaguardar los 
derechos de las personas detenidas o bajo custodia, tanto en el momento de la 
detención como en la práctica de identificaciones o al llevar a cabo registros 
personales, velando por el respeto de los derechos de la persona detenida. 
Entre otros aspectos, la Instrucción realiza un esfuerzo importante para 
delimitar el empleo, en la detención, de la fuerza mínima, proporcionada e 
indispensable en los casos en que sea estrictamente necesaria, recordando 
expresamente, en varios de sus apartados, la absoluta interdicción, en nuestro 
ordenamiento jurídico, de  cualquier exceso físico o psíquico en la detención y 
toma de declaración del detenido, y las consecuencias penales y disciplinarias 
que pueden derivarse de su incumplimiento. 

Asimismo, en su punto tercero, la Instrucción contiene un exhaustivo 
recordatorio a las Fuerzas de Seguridad de los derechos del detenido 
recogidos en la Constitución y la Ley de Enjuiciamiento Criminal, como son el 
derecho a guardar silencio, a solicitar el “habeas corpus” si considera que su 
detención no está justificada legalmente, a poner su detención en conocimiento 
de la persona que desee, a la asistencia letrada (la comunicación debe ser 
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cursada por la Policía de forma inmediata al abogado y reiterada, de no haber 
sido atendida, transcurridas tres horas), a ser reconocido por un médico y a su 
traslado inmediato a un centro sanitario en el caso de presentar lesiones 
imputables a la detención. 
 
También y por lo que se refiere a la toma de declaración, la citada Instrucción 
establece: 

 
“Se garantizará la espontaneidad de la toma de declaración, de manera que 
no se menoscabe la capacidad de decisión o juicio del detenido, no 
formulándole reconvenciones o apercibimientos. Se le permitirá manifestar lo 
que estime conveniente para su defensa, consignándolo en el acta. Si, a 
consecuencia de la duración del interrogatorio, el detenido diera muestras de 
fatiga, se deberá suspender el mismo hasta que se recupere. 
 Nuestro ordenamiento jurídico prohíbe terminantemente el uso de cualquier 
exceso físico o psíquico para obtener una declaración del detenido, de 
manera que el empleo de tales medios constituye infracción penal o 
disciplinaria, y como tal será perseguida.” 

Además de estas modificaciones normativas dirigidas a mejorar las garantías 
de las personas detenidas, el Gobierno español trabaja intensamente en lo 
referente a la formación en materia de derechos humanos de los componentes 
de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado. Tanto los Planes de 
Formación como los Programas de Estudios de Policía y Guardia Civil dedican 
una parte importante de su contenido al estudio de los aspectos legales y 
operativos relacionados con los derechos humanos y la actuación policial. Sin 
perjuicio de ello, la Secretaría de Estado de Seguridad está trabajando junto 
con los máximos responsables de los Departamentos de Formación de ambos 
cuerpos y con Amnistía Internacional, para complementar dicha formación con 
el material didáctico y el asesoramiento de los expertos proporcionados por 
organizaciones no gubernamentales. 
 
 
3.- Otros mecanismos de supervisión previstos en nuestro ordenamiento 
jurídico e independientes del Gobierno.  
 
3.1 El Defensor del Pueblo.   
 
La Constitución Española contempla, en su artículo 54, la figura del Defensor 
del Pueblo como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por 
éstas para la defensa de los derechos fundamentales a cuyo efecto podrá 
supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes 
Generales. 
 
En este sentido, la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril del Defensor del Pueblo 
confiere a éste las más amplias competencias para supervisar, de oficio o a 
petición de cualquier ciudadano, la actuación de los poderes públicos, teniendo 
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éstos la obligación legal de auxiliarle, con carácter preferente y urgente en sus 
investigaciones e inspecciones. 
 
Entre las atribuciones que la Ley pone a su disposición para la investigación de 
cualquier denuncia de vulneración de los derechos fundamentales por parte de 
las Administraciones Públicas cabe citar su capacidad para personarse, en 
cualquier momento, en cualquier centro o dependencia oficial –incluyendo 
dependencias policiales y centros de internamiento- para comprobar cualquier 
dato y el acceso a cualquier expediente o documentación administrativa 
relacionada con sus investigaciones, incluso los documentos de carácter 
reservado. 
 
3.2 Mecanismo nacional de prevención de la tortura. 
 
La entrada en vigor del Protocolo Facultativo a la “Convención contra la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes" al que España se 
adhirió mediante el Instrumento de Ratificación publicado en el Boletín Oficial 
del Estado el 22 de junio de 2006, lleva aparejada la constitución de órganos, 
tanto de carácter nacional como internacional, que velen por la observancia de 
los compromisos contenidos en el citado Protocolo, lo que dotará a España de 
garantías adicionales en la prevención de los casos de torturas o malos tratos. 
 
El Estado español inició meses atrás un amplio proceso de consultas entre la 
Administración y las organizaciones pro-derechos humanos de la sociedad civil, 
la Oficina del Defensor del Pueblo y los Comisionados autonómicos que tiene 
por objetivo el diseño del mecanismo nacional de prevención de la tortura y su 
establecimiento posterior por Ley. 
 
Pese a que los casos de desviación, mal funcionamiento del servicio o de 
vulneración puntual de los derechos de la persona, constituyen hoy día una 
verdadera excepción, se han dado instrucciones precisas para vigilar 
especialmente este tipo de comportamientos bajo el principio de tolerancia cero 
y se han potenciado las relaciones de  estas Inspecciones con los Organismos 
e Instituciones que velan por la defensa de los derechos y libertades 
ciudadanas como el Defensor del Pueblo, Amnistía Internacional o las 
Organizaciones No Gubernamentales que actúan y participan activamente en 
este tipo de políticas. 
 
La mayor capacidad y eficacia de dichos servicios de inspección se persigue a 
través de la adopción de las siguientes medidas: 
 

• Incremento del número de funcionarios responsables de realizar las 
inspecciones y mejora de su formación. 

 
• Creación en el Ministerio del Interior un Gabinete de Estudio y Análisis  

(dentro de la Inspección de Personal y Servicios de la Seguridad) en el 
que se analiza la información procedente de las inspecciones, se 
realizan los estudios tendentes a mejorar los protocolos de actuación y 
se diseñan y planifican las labores inspectoras. 
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• Creación de un grupo específico de inspección de carácter especializado 

para la realización de las investigaciones incidentales que son las que 
propician la instrucción de expedientes disciplinarios y diligencias 
policiales y/o judiciales a los presuntos responsables. 

 
a).- Conclusiones de Martín Scheinin sobre la existencia de malos tratos 
contra los acusados de los actos del 11 M. 
 
Según consta en el citado informe del Relator las denuncias de malos tratos 
físicos y psicológicos, con motivo de las investigaciones realizadas por el 
atentado del 11-M, no fueron tenidas en cuenta.  
 
No obstante, todos los detenidos a raíz de la operación policial estuvieron 
sujetos y amparados por resoluciones judiciales en el marco de las diligencias 
instruídas.  
 
Por tanto, si las alegaciones de malos tratos hubieran sido apreciadas por el 
Juez Instructor, en base a su concreción, el propio titular hubiera incoado 
diligencias por los presuntos delitos de malos tratos, por ello, de la no admisión 
a trámite se deduce la ausencia de credibilidad de dichas “alegaciones”. 

 
 
b) Las medidas adoptadas o la investigación llevada a cabo en relación 
con las denuncias de tortura y malos tratos mientras permanecía en 
régimen de incomunicación presentadas por Mohammed Fahsi y tres 
personas, todos ellos detenidos en la madrugada del 10 de enero de 2006 
en circunstancias muy similares. 
 
 

Según informa el Ministerio del Interior, Mohamed Mrabete Fahsi fue 
detenido el 10 de enero de 2006 junto a otras 23 personas por estar implicados 
en presuntas actividades de captación, reclutamiento, adoctrinamiento y apoyo 
logístico a las redes de envío de terroristas suicidas a Iraq y se decretó su 
ingreso en prisión como presunto autor de un delito de pertenencia a banda 
terrorista.  
 
En efecto, el 10 de enero de 2006 se procedió a la detención de Mohammed 
Fahsi y 23 personas más, en virtud de las Diligencias Previas núm. 82/04 del 
Juzgado Central de Instrucción número 4 de la Audiencia Nacional, por un 
presunto delito de terrorismo, causa que actualmente tiene asignada el 
Juzgado Central de Instrucción número 5 de la referida Audiencia Nacional. 
En el momento de la detención, los funcionarios policiales tuvieron que ejercer 
la fuerza mínima imprescindible para reducir al Sr. Fashi dada la importante 
oposición que realizaba, lo que provocó lesiones de carácter leve en el 
detenido y en uno de los Guardias Civiles actuantes. 
 
No obstante, tanto durante la detención como en la custodia de los detenidos, 
se observaron escrupulosamente todos los preceptos y garantías de nuestro 
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ordenamiento jurídico, actuando en todo momento, la Guardia Civil, de acuerdo 
con su función de Policía Judicial, contemplada en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y en la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y por lo 
tanto bajo estricto sometimiento a las instrucciones de los Jueces y Fiscales.  
 
Los detenidos fueron examinados por el Médico Forense los días 10, 11 y 12 
de enero, pasando a disposición judicial el día 13, sin que en ningún momento 
se constatase la existencia de evidencias de maltrato alguno. Todos los 
informes forenses fueron incorporados a la causa abierta por el Juzgado 
Central de Instrucción referido. 
 

Respecto a las medidas acordadas para la investigación de las 
denuncias del Sr. Fahsi corresponden a la Autoridad Judicial, en el marco de 
las Diligencias Previas instruidas por la Audiencia Nacional. No obstante, cabe 
señalar que, según confirma el Ministerio del Interior, Mohamed Mrabet Fahsi 
continúa en prisión preventiva (se encuentra internado en el centro 
penitenciario de Mansilla de las Mulas, León) dentro de los plazos que permite 
la legislación española al seguirse con la instrucción y a la espera de la 
resolución de varias comisiones rogatorias solicitadas por el Juez con objeto de 
procesarle.  
 

 
En definitiva, no hay constancia de malos tratos, no existen datos 

sobre la supuesta denuncia de tortura ni consta investigación abierta por los 
órganos judiciales por no existir indicio alguno sobre los hechos alegados en 
una carta remitida por Amnistía Internacional en la que se comunicaban las 
supuestas torturas sufridas por Fahsi. 
 
 
Pregunta 26: 
 
Sírvanse explicar las medidas adoptadas para luchar contra el racismo y 
la discriminación en particular la violencia por motivos raciales contra las 
minorías étnicas, en especial la investigación rápida o imparcial de las 
denuncias de delitos, de conformidad con los artículos 1 y 16 de la 
Convención. 
 
La política adoptada por España para eliminar las diferentes formas de 
discriminación racial se basa en el ordenamiento jurídico español y en varios 
instrumentos aprobados por el Consejo de Ministros,  entre los que podemos 
destacar, tanto El Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración (2007-2010) 
como las medidas 46 y 47   del Plan de Derechos Humanos. 
 
En estos puntos, habrá que tener en cuenta las competencias al respecto del 
Ministerio de Justicia. 
 

1. Normativa 
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El análisis del marco jurídico general en el que se circunscribe la eliminación de 
la discriminación racial en el reino de España ha de partir, necesariamente y en 
primer lugar, de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, en la 
que, después de reconocerse el principio de igualdad como un valor superior 
del ordenamiento jurídico español (artículo 1.1 de la Constitución), se eleva 
este principio a derecho fundamental en el artículo 14. 
 
Con la base jurídica del artículo 13 del Tratado de la Comunidad Europea, se 
aprobaron en el año 2000 dos directivas: en primer lugar, la Directiva 
2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato de las personas independientemente de su origen 
racial o étnico, que aborda tal principio en diversos ámbitos; y  en segundo 
lugar, la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre para la 
igualdad de trato en el empleo y la ocupación, que pretende luchar contra las 
discriminaciones basadas en la religión o convicciones, la discapacidad, la 
edad y la orientación sexual en el ámbito laboral.  
 
La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas y 
del Orden Social, incluye en su Título II una serie de medidas relacionadas con 
el orden social, mediante las que se adecua la legislación española a las dos 
directivas mencionadas, procediendo a su transposición a nuestro derecho. 
Además, se establece un marco legal general para combatir la discriminación 
por el origen racial o étnico de las personas en todos los ámbitos, se aborda la 
definición legal de la discriminación, directa e indirecta, y se moderniza la 
regulación de la igualdad de trato y la no discriminación en el trabajo, 
modificándose, entre otros, determinados preceptos del Estatuto de los 
Trabajadores, de la Ley de Integración Social de los Minusválidos, de la Ley de 
Procedimiento Laboral, de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social y de la legislación en materia de función pública,. 
 
 
La Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y 
su Integración Social 4/2000, de 11 de enero (LODYLE), en la redacción dada 
por las Leyes Orgánicas 8/2000, de 22 de diciembre, 11/2003 de 29 de 
septiembre y 14/2003 de 20 de noviembre garantiza, en el ordenamiento 
jurídico español, la equiparación de derechos entre los españoles y los 
extranjeros, al amparo de lo previsto en el artículo 13.1 de la Constitución. 
 
La citada Ley orgánica 4/2000 crea, en su artículo 71 el Observatorio Español 
del Racismo y la Xenofobia con funciones de estudio, análisis, y con capacidad 
para elevar propuestas de actuación en materia de lucha contra el racismo y la 
xenofobia. 
 
Por su parte, el artículo 22.4 del Código Penal reconoce como circunstancia 
agravante de la responsabilidad criminal la comisión del delito por, entre otros, 
motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación por motivos de raza 
o etnia; 
 
Por último, interesa destacar que la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
ha sancionado, la equiparación de derechos entre españoles y extranjeros, a 
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efectos de erradicar toda clase de discriminación. Ya en su sentencia 95/2000, 
de 10 de abril, vino a afirmar que “la jurisprudencia de este Tribunal ha venido 
defendiendo el alcance de la proyección del principio de igualdad y no 
discriminación sobre los derechos y libertades de los extranjeros, a los que se 
refiere al artículo 13.1 de la Constitución”(FJ 3) 
 
Más recientemente, las SSTC 236/2007 y 259 a 265/2007 constituyen 
decisiones importantes que se integran con continuidad en la jurisprudencia 
constitucional, permitiendo al Tribunal Constitucional efectuar una 
interpretación evolucionada del art. 13 de nuestro texto constitucional; 
interpretación evolucionada que reconoce la relevancia constitucional de la 
diferencia significada por la situación administrativa de estancia y residencia  
regular o irregular de los extranjeros en España. Tal criterio de diferenciación 
es razonable y proporcionado para la consecución de determinadas finalidades, 
lo que, convendría reiterarlo, es tanto como reconocer la legitimidad 
constitucional de una política de inmigración, encauzada a través de una ley de 
extranjería, que se oriente, de un lado, a la virtual equiparación con los 
nacionales de los derechos de los extranjeros con estancia o residencia legal 
en España y, de otro, a la contención y lucha frente a la inmigración ilegal, 
política que por, lo demás, es la armonizada por la Unión Europea y como tal 
coincidente con las de otros países europeos (sin perjuicio de las diferencias de 
grado o intensidad tanto en la equiparación de los inmigrantes legales con los 
nacionales como en la lucha frente a la inmigración ilegal). Pero sin desconocer 
a los extranjeros  que se encuentran en España desprovistos de las 
preceptivas autorizaciones de estancia y residencia los derechos 
fundamentales y libertades públicas que la Constitución les garantiza por ser 
derechos imprescindibles para la garantía de la dignidad humana en cualquier 
estatuto jurídico que la persona se halle y por estar reconocidos por la propia 
Constitución directamente a todas las personas, por tanto también a los 
inmigrantes ilegales, en el contenido mínimo de tales derechos declarado 
constitucionalmente e interpretado por el Tribunal Constitucional conforme a las 
normas internacionales ratificadas por España. 
 
 

2. El Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración (2007-2010).  
 
El Plan se basa, entre otros, en el principio de Igualdad y no discriminación, 
que implica la equiparación de derechos y obligaciones de la población 
inmigrada y autóctona, dentro del marco de los valores constitucionales 
básicos. La igualdad y la lucha contra la discriminación son aspectos 
transversales que se tienen en cuenta en la definición de todos los programas 
del Plan.  
 
Además el Plan recoge un Área de Igualdad de trato que prevé programas y 
medidas con la finalidad de alcanzar tres objetivos: 
 
(i) La lucha contra la discriminación por motivo del origen racial o étnico en el 
marco de la lucha contra toda forma de discriminación, para garantizar la 
igualdad de oportunidades. 
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(ii) Incluir la igualdad de trato y la no discriminación por motivo del origen racial 
o étnico en todas las políticas públicas. 
(iii) Poner en marcha instrumentos de promoción de la igualdad de trato y no 
discriminación por origen racial o étnico.En este sentido,el Real Decreto 
432/2008, de 12 de abril, de reestructuración de departamentos ministeriales, 
reforma la estructura ministerial de la Administración General del Estado, 
contemplando la creación del Ministerio de Igualdad y quedando adscrito a la 
Dirección General contra la Discriminación, el Consejo para la Igualdad de 
Trato y no Discriminación de las personas por el origen racial o étnico) 
 
 
En el Área de Empleo del Plan se recogen una serie de programas y medidas 
con dos objetivos vinculados al principio de igualdad de trato y no 
discriminación. Un primer objetivo de lucha contra la discriminación y por la 
igualdad de oportunidades de las personas inmigradas en el mercado de 
trabajo y en las empresas y un segundo objetivo que es el de fomentar una 
adecuada gestión de la diversidad en las empresas.  
 
En el Área de vivienda, con el objetivo de luchar contra la discriminación de las 
personas inmigrantes en el mercado de la vivienda, se recogen los siguientes 
programas y medidas: 
Programa.- Apoyo a programas de intermediación y lucha contra la 
discriminación en el mercado de la vivienda. 
Programa - Investigación, fomento de la innovación y transferencia de buenas 
prácticas.  
 
Con el objetivo de garantizar el derecho a la protección de la salud a las 
personas inmigrantes en condiciones de igualdad con  la población autóctona, 
se recogen una serie de programas y medidas: 
Programa- Garantizar el acceso efectivo al sistema sanitario. 
Programa.- Adaptación de los sistemas de información sanitaria. 
Programa.- Normalización de los determinantes sociales de la salud. 
Programa.- Promoción de la salud, prevención y asistencia a las necesidades 
específicas de los menores y las mujeres inmigrantes. 
 
En el Área de Educación del Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración, el 
Gobierno recoge dos grandes grupos de medidas inspiradas por el principio de 
igualdad de trato y no discriminación: (i) las medidas destinadas a alcanzar la 
equidad en la educación y (ii) la promoción de la educación en valores, 
ciudadanía e integración. 
 
También los medios de comunicación tienen una influencia difícilmente 
valorable en la construcción de la imagen social de la población inmigrada, 
porque la forma de referirse a ésta puede contribuir a la construcción de 
estereotipos que refuerzan una visión negativa de la inmigración o puede ser 
una fuente de información y formación de una opinión pública bien fundada.   
 
Las actuaciones de sensibilización previstas en el Plan Estratégico de 
Ciudadanía e Integración no están orientadas exclusivamente hacia la 
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población autóctona, aunque sean predominantes, sino que se han diseñado 
actuaciones orientadas hacia la población inmigrada.  
 
Se pretende conseguir que mediante el conocimiento mutuo se asuman los 
procesos sociales de cambio asociados a la inmigración y se incorporen como 
elementos dinamizadores y enriquecedores de la sociedad en su conjunto. 
 
Dentro del Plan debemos destacar por su especial importancia, que el 
Gobierno de España ha venido utilizando, desde el año 2005, una herramienta 
de promoción de políticas de integración de los inmigrantes, cuyo objetivo es 
difundir tales políticas a nivel regional y local. Se trata de un fondo previsto 
desde el 2005 en los Presupuestos Generales del Estado:“Fondo de Apoyo a la 
Acogida y la Integración de Inmigrantes así como al Refuerzo Educativo de los 
Mismos”.  
 
 Finalmente, se han establecido para lograr la integración de los inmigrantes 
tres medidas prioritarias en el eje relativo a la igualdad de trato:  
- Apoyo a programas de lucha contra el racismo y la xenofobia. 
- Formación en igualdad de trato y no discriminación para empleados públicos y 
responsables de organizaciones. 
- Transferencia de conocimientos y buenas prácticas. 
 

3. Medidas 46 y 47 del Plan Nacional de Derechos Humanos. Acción 
interior. Igualdad de trato, integración y lucha contra el racismo y la 
xenofobia 

 
MEDIDA 46. Se ejecutará y evaluará el Plan Estratégico de Ciudadanía e 
Integración (2007-2010), orientado a potenciar la cohesión social a través del 
fomento de políticas públicas basadas en la igualdad de derechos y deberes, la 
igualdad de oportunidades, el desarrollo de un sentimiento de integración de la 
población extranjera que se encuentre en España, y el respeto a su cultura.  
 
Para ello, se están llevando a cabo actuaciones en las siguientes materias: 
 

• Formación en materia de no discriminación e igualdad de trato.  
• Implicar a la ciudadanía en la lucha contra la discriminación y por la 

igualdad de trato. 
• Identificación y promoción de buenas prácticas en materia de igualdad 

de trato y no discriminación.  
• Fomento de las políticas antidiscriminación de las administraciones 

públicas. Identificación de elementos de los procesos de discriminación.  
 
MEDIDA 47.Se aprobará y pondrá en marcha una Estrategia Nacional e 
Integral de lucha contra el racismo y la xenofobia. 
 
Con tal objetivo, se realizan actuaciones en las siguientes materias: 
 

• Identificación de los recursos de atención, información y apoyo a 
víctimas de discriminación o agresiones racistas o xenófobas. 
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• Diseño e implementación de un sistema de recogida de datos de 
agresiones con motivaciones racistas o xenófobas. 

• Fomento de la elaboración de Planes y Estrategias  de Sensibilización a 
nivel autonómico y local, que incluyan la atención a las víctimas. 

 
Por último, en concreta referencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, interesa indicar que en España todos los ciudadanos, con 
independencia de su nacionalidad, gozan de los mismos derechos y garantías 
para denunciar tanto en dependencias policiales como judiciales, cualquier 
agresión o acto discriminatorio, que atente contra sus derechos o libertades. 

Se ha de indicar, asimismo, que los funcionarios policiales reciben, tanto en su 
periodo de preparación inicial como a lo largo de su carrera profesional, una 
continua y adecuada formación en Derechos Humanos, que incluye, como no 
puede ser de otra manera, conocimientos relativos a la persecución de 
cualquier forma de tortura, tratos inhumanos o degradantes, así como de toda 
forma de discriminación por motivos racistas, xenófobos, religiosos o de 
cualquier otra índole.  

Para mejorar el conocimiento de los funcionarios policiales en estas materias, 
se han incorporado a los programas de formación las recomendaciones 
contenidas en la “Guía de Recomendaciones para la formación de fuerzas y 
cuerpos de seguridad en materia de igualdad de trato y no discriminación”, 
elaborada conjuntamente por los Ministerios de Trabajo e Inmigración, el 
Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia y el Plan Nacional para la 
Alianza de Civilizaciones. También hay que citar, en relación con este punto, 
que también existe una línea de acción formativa para las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado sobre “Cultura e Identidad del Pueblo Gitano”, en 
colaboración con dos importantes organizaciones de dicha etnia. 
Todas conductas las conductas de racismo y xenofobia se encuentran 
recogidas y sancionadas en la normativa específica que regula el régimen 
disciplinario tanto del Cuerpo Nacional de Policía como de la Guardia Civil. 
 
 
Pregunta 27: 
 
¿Qué medidas se adoptan para proteger a los denunciantes de los malos 
tratos o la intimidación como consecuencia de sus denuncias? 
   
 
Las medidas de protección que se adoptan con la finalidad de proteger a 
denunciantes de malos tratos, son las propias para asegurar su libre 
testimonio, bien en presencia policial o en sede judicial, con todas las garantías 
que contemplan las leyes procesales en el caso de encontrase privado de 
libertad. En el ámbito procedimental, el Juez instructor podrá aplicar las 
medidas de protección contempladas en la Ley Orgánica de Protección a 
Testigos y Peritos en causas criminales. 



 92

Por otra parte, en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a 
las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, se determina un 
sistema de ayudas públicas en beneficio de las víctimas directas e indirectas de 
los delitos dolosos y violentos, cometidos en España, con el resultado de 
muerte, o de lesiones corporales graves, o de daños graves en la salud física o 
mental. 
Esta ley contiene un sistema de ayudas en beneficio de las víctimas directas e 
indirectas de los delitos dolosos y violentos cometidos en España con el 
resultado de muerte, o de lesiones corporales graves, o de daños graves en la 
salud física o mental, así como las víctimas de delitos contra la libertad sexsual, 
aun cometidos sin violencia. 
El importe de las ayudas se determina mediante la aplicación de las siguientes 
reglas: 
a) De producirse situación de incapacidad temporal, la cantidad a percibir será 
la equivalente al duplo del salario mínimo interprofesional diario vigente, 
durante el tiempo en que el afectado se encuentre en tal situación después de 
transcurridos los seis primeros meses. 
b) De producirse lesiones invalidantes, la cantidad a percibir como máximo se 
referirá al salario mínimo interprofesional mensual vigente en la fecha en que 
se consoliden las lesiones o daños a la salud y dependerá del grado de 
incapacitación de acuerdo con la siguiente escala: 
Incapacidad permanente parcial: cuarenta mensualidades. 
Incapacidad permanente total: sesenta mensualidades. 
Incapacidad permanente absoluta: noventa mensualidades. 
Gran invalidez: ciento treinta mensualidades. 
 
c) En los casos de muerte, la ayuda máxima a percibir será de ciento veinte 
mensualidades del salario mínimo interprofesional vigente en la fecha en que 
se produzca el fallecimiento. 
 
Aparte de estas ayudas pecuniarias, la citada ley prevé que  los Jueces y 
Magistrados, miembros de la Carrera Fiscal, autoridades y funcionarios 
públicos que intervengan por razón de su cargo en la investigación de hechos 
que presenten caracteres de delitos dolosos violentos y contra la libertad 
sexual, informen a las  víctimas sobre la posibilidad y procedimiento para 
solicitar las ayudas mencionadas.Las autoridades policiales encargadas de la 
investigación de hechos que presenten caracteres de delito recogerán en los 
atestados que instruyan todos los datos precisos de identificación de las 
víctimas y de las lesiones que se les aprecien. Asimismo, tienen la obligación 
de informar a la víctima sobre el curso de sus investigaciones, salvo que con 
ello se ponga en peligro su resultado. Se prevé además que en todas las fases 
del procedimiento de investigación el interrogatorio de la víctima deberá 
hacerse con respeto a su situación personal, a sus derechos y a su dignidad.La 
víctima de un hecho que presente caracteres de delito, en el mismo momento 
de realizar la denuncia o, en todo caso, en su primera comparecencia ante el 
órgano competente, deberá ser informada en términos claros de las 
posibilidades de obtener en el proceso penal la restitución y reparación del 
daño sufrido y de las posibilidades de lograr el beneficio de la justicia gratuita. 
Igualmente, deberá ser informada de la fecha y lugar de celebración del juicio 
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correspondiente y le será notificada personalmente la resolución que recaiga, 
aunque no sea parte en el proceso. 
 
    El Ministerio Fiscal cuidará de proteger a la víctima de toda publicidad no 
deseada que revele datos sobre su vida privada o su dignidad, pudiendo 
solicitar la celebración del proceso penal a puerta cerrada, de conformidad con 
lo previsto por la legislación procesal 
 
Por su parte, los artículos 265 a 268 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
(LECrim) establecen la obligación de identificación del denunciante, de la cual 
quedará constancia en la denuncia. En este sentido, la Instrucción 3/1993, de 
16 de marzo, de la Fiscalía General del Estado, ordena cautela a la hora de 
iniciar una investigación por denuncia anónima. Además, la identidad del 
denunciante tiende a ser conocida por todos los intervinientes en el proceso 
toda vez que la intervención de la presunta víctima en las actuaciones como 
testigo de cargo es imprescindible y que de sus declaraciones se ha de dar 
traslado a las partes. En esta misma línea, el artículo 435 de la LECrim, cuando 
trata de la forma en la que han de prestar declaración los testigos, manifiesta 
que han de identificarse con nombre y apellidos, a excepción de los miembros 
de cuerpos y fuerzas de seguridad, a los que se les permite identificarse por su 
número de registro personal. 
 
No obstante, la normativa española establece unas medidas de protección a 
estos testigos de cargo a través de la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de 
diciembre, “de protección a testigos y peritos en causas criminales”, 
consistentes en que: 
 
1. El Juez instructor acordará motivadamente, de oficio o a instancia de parte, 
cuando lo estime necesario en atención al grado de riesgo o peligro para la 
persona, libertad o bienes de quien pretenda ampararse en ella, su cónyuge o 
determinados familiares, las medidas necesarias para preservar la identidad de 
los testigos y peritos, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, sin perjuicio de 
la acción de contradicción que asiste a la defensa del procesado, pudiendo 
adoptar las siguientes decisiones: 
 

• Que no consten en las diligencias que se practiquen su nombre, 
apellidos, domicilio, lugar de trabajo y profesión, ni cualquier otro dato 
que pudiera servir para la identificación de los mismos, pudiéndose 
utilizar para ésta un número o cualquier otra clave. 

 
• Que comparezcan para la práctica de cualquier diligencia utilizando 

cualquier procedimiento que imposibilite su identificación visual normal. 
 

• Que se fije como domicilio, a efectos de citaciones y notificaciones, la 
sede del órgano judicial interviniente, el cual las hará llegar 
reservadamente a su destinatario. 

 
2. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el Ministerio Fiscal y 
la autoridad judicial cuidarán de evitar que a los testigos o peritos se les hagan 
fotografías o se tome su imagen por cualquier otro procedimiento, debiéndose 
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proceder a retirar el material fotográfico, cinematográfico, videográfico o de 
cualquier otro tipo a quien contraviniere esta prohibición. 
 
Dicho material será devuelto a su titular una vez comprobado que no existen 
vestigios de tomas en las que aparezcan los testigos o peritos de forma tal que 
pudieran se identificados. 
 
La ley también prevé el mantenimiento de medidas de protección durante la 
fase de juicio oral al establecer que recibidas las actuaciones, el órgano judicial 
competente para el enjuiciamiento de los hechos se pronunciará 
motivadamente sobre la procedencia de mantener, modificar o suprimir todas o 
algunas de las medidas de protección de los testigos y peritos adoptadas por el 
Juez de Instrucción, así como si procede la adopción de otras nuevas, previa 
ponderación de los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos, de los 
derechos fundamentales en conflicto y de las circunstancias concurrentes en 
los testigos y peritos en relación con el proceso penal de que se trate. 
 
3. Más allá del proceso, la ley dispone que, a instancia del Ministerio Fiscal y 
para todo el proceso, o si una vez finalizado éste se mantuviera la circunstancia 
de peligro grave, se brindará a los testigos y peritos, en su caso, protección 
policial. En casos excepcionales podrán facilitárseles documentos de una 
nueva identidad y medios económicos para cambiar su residencia o lugar de 
trabajo. Los testigos y peritos podrán solicitar ser conducidos a las 
dependencias judiciales, al lugar donde hubiere de practicarse alguna diligencia 
o a su domicilio en vehículos oficiales y durante el tiempo que permanezcan en 
dichas dependencias se les facilitará un local reservado para su exclusivo uso, 
convenientemente custodiado. 
 
 
Pregunta 28: 
 
Sírvanse proporcionar información estadística sobre la indemnización 
concedida a las víctimas de actos de tortura o de trato cruel, inhumano o 
degradante registrados en el país en el período 2003-2008, en particular la 
cuantía establecida. Sírvanse desglosar estos datos por sexo, edad y 
origen étnico. 
 
La Estadística de Condenados se venía realizando por el Instituto Nacional de 
Estadística en colaboración con el Consejo General del Poder Judicial en virtud 
del Convenio suscrito entre el propio Instituto y dicho organismo el 14 de 
febrero de 1995. 
 
A partir de 2007 esta operación estadística se elabora por el INE a partir de la 
explotación estadística del Registro Central de Penados y Rebeldes, en virtud 
del acuerdo de colaboración, suscrito en julio de 2007, con el Ministerio de 
Justicia, titular de dicho registro, ofreciéndose los resultados a partir de la 
explotación de las notas de condena correspondientes a las sentencias firmes 
inscritas en el Registro, a nivel nacional y autonómico. 
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Aún no están publicados, a fecha de hoy, los datos correspondientes al año 
2008 pero sí se pueden proporcionar al Comité los datos relativos a los años 
2003 a 2007. 
 
Dicha estadística arroja los siguientes resultados de condenados por torturas: 
 
AÑO CONDENADOS HOMBRES MUJERES 
2003 1212 1138 74 
2004 405 370 35 
2005 597 527 70 
2006 450 388 52 
2007 940 869 71 
 
La estadística no atiende, en España, al parámetro étnico o a la edad del 
responsable. 
 
Por lo que respecta a cuantías, no existen datos estadísticos, No obstante, en 
aras a garantizar la seguridad jurídica, los órganos jurisdiccionales españoles 
suelen aplicar, en la valoración de daños corporales derivados de cualquier 
delito o falta, los criterios de valoración de daño corporal y moral establecidos 
por la Ley de seguro y uso y circulación de vehículos de motor, con las 
actualizaciones de cuantías que cada año publica el Ministerio de Economía y 
Hacienda. 
 
Pregunta 29: 
 
Sírvanse indicar si el derecho a la indemnización se fundamenta en el 
fallo de un proceso penal que impone el pago de una indemnización. 
¿Puede una víctima de tortura o de trato cruel, inhumano o degradante 
recibir una indemnización cuando el autor ha sido objeto de una sanción 
disciplinaria, pero no penal? Puede obtenerse compensación únicamente 
mediante procedimientos civiles?  
 
En el Derecho penal español, la indemnización a la víctima es parte de la 
responsabilidad civil derivada de la comisión del delito, y, salvo que la víctima 
se reserve la acción civil de resarcimiento económico para ejercitarla 
separadamente, tal acción indemnizatoria constituirá, de forma natural, objeto 
del proceso penal. Así, salvo haberse dado esa reserva expresa de la acción 
civil, toda sentencia condenatoria por delito o falta debe pronunciarse sobre la 
existencia de responsabilidad civil determinando la obligación de indemnizar, y 
a ser posible su importe o, cuando menos, las bases para su cálculo si el daño 
o perjuicio aún no estuviese concretado. 
 
A ello se puede añadir que la víctima de tortura sí puede recibir una 
indemnización cuando el autor haya sido objeto de una sanción disciplinaria y 
no penal, si bien no le será concedida como parte de la resolución recaída en el 
expediente sancionador sino como consecuencia de un procedimiento distinto 
que habrá de seguirse al efecto.  
 



 96

Aunque los sujetos activos del delito de tortura no son necesariamente 
miembros de los cuerpos y fuerzas de seguridad, sino cualesquiera 
funcionarios públicos, lo cierto es que los regímenes disciplinarios de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado (Cuerpo Nacional de Policía y 
Guardia Civil), así como los de las policías autonómicas, disponen que la 
responsabilidad disciplinaria “se entenderá sin perjuicio de la civil y penal que 
corresponda con arreglo a las leyes respectivas”. 
 
 
Pregunta 30: 
 
Sírvanse indicar más detalladamente los servicios que existen para el 
tratamiento de los traumas y para otras formas de rehabilitación de las 
víctimas de la tortura. 
En España se dispone de un sistema de ayudas públicas, económicas y/o 
asistenciales, establecido por la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y 
asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual en 
beneficio de las víctimas de los delitos dolosos (o intencionales) y violentos, 
cometidos en España, con el resultado de muerte, de lesiones corporales 
graves o de daños graves en la salud física o mental; y en beneficio de las 
víctimas de los delitos contra la libertad sexual aun cuando éstos se lleven a 
cabo sin violencia. En la medida en que respondan a los criterios establecidos 
por la Ley, las víctimas de tortura se beneficiarán del sistema de ayudas 
previsto y que se detalla a continuación. 

Las ayudas a las Víctimas de Delitos Violentos podrán ser económicas y/o 
asistenciales. 

A) AYUDAS ECONÓMICAS 

¿Quién puede solicitarlas?: beneficiarios 

En general, pueden acceder a estas ayudas quienes, en el momento de 
perpetrarse el delito, sean españoles o nacionales de algún otro Estado 
miembro de la Unión Europea o quienes, no siéndolo, residan habitualmente en 
España o sean nacionales de otro Estado que reconozca ayudas análogas a 
los españoles en su territorio. En caso de fallecimiento, los requisitos de 
nacionalidad o residencia citados han de cumplirse por los beneficiarios, no por 
la persona fallecida. 

En caso de lesiones corporales graves o daños graves en la salud física o 
mental, serán beneficiarios las víctimas directas, es decir, quienes hayan 
sufrido las lesiones o los daños. 

En caso de muerte, son beneficiarios las víctimas indirectas, que son: 

• El cónyuge del fallecido, si no estuviera separado legalmente, o la 
persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido de forma 
permanente, con independencia de su orientación sexual, durante al 
menos los dos años anteriores al momento del fallecimiento, salvo 
que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará 
la mera convivencia. No obstante, no tendrá la consideración de 
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beneficiario, a título de víctima indirecta, quien fuera condenado por 
delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas, cuando la 
fallecida fuera su cónyuge o persona con la que estuviera o hubiera 
estado ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, 
con independencia de su orientación sexual. 

• Los hijos del fallecido, siempre que dependieran económicamente de 
él. 

• Los hijos que, no siéndolo del fallecido, lo fueran de la persona con la 
que convivía, siempre que dependieran económicamente de aquél. 

• En defecto de las personas contempladas por los párrafos anteriores, 
serán beneficiarios los padres de la persona fallecida si dependieran 
económicamente de ella. 

• Los padres del menor que fallezca a consecuencia directa del delito. 

• Cuando como consecuencia de un delito doloso se produzca el 
fallecimiento de un menor o de un mayor incapacitado, serán 
beneficiarios de una ayuda especial para el resarcimiento de los 
gastos funerarios los padres o tutores. 

En determinados casos (cuando el comportamiento del beneficiario haya 
contribuido a la comisión del delito o cuando el beneficiario tuviera relación 
con el autor del delito o perteneciera a una organización delictiva) se 
pueden denegar al beneficiario las ayudas previstas. Sin embargo, si se 
produce su muerte, podrán ser beneficiarios las víctimas indirectas si 
quedan en situación de desamparo económico. 

¿Qué lesiones dan derecho a percibir las ayudas? 

Dan derecho a percibir las ayudas económicas las lesiones que menoscaben la 
integridad corporal o la salud física o mental y que incapaciten con carácter 
temporal, con una duración superior a seis meses, o con carácter permanente, 
con un grado de minusvalía de, al menos, el 33 %, a la persona que la hubiera 
sufrido. 

¿Quién se encuentra en situación de incapacidad temporal? 

La persona impedida para el trabajo de forma temporal, debido a enfermedad o 
accidente, y que ha de recibir asistencia sanitaria, así como la persona que se 
encuentra en período de observación por enfermedad profesional y a la que se 
ha prescrito la baja en el trabajo durante dichos períodos de observación. 

¿Quién se encuentra en situación de incapacidad permanente? 

La persona que presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, 
determinables de forma objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyan o 
anulen su capacidad laboral. También tendrá la consideración de incapacidad 
permanente la situación de incapacidad que subsista después de extinguida la 
incapacidad temporal por el transcurso del plazo máximo de duración señalado 
para la misma. 
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Tipos de ayudas económicas 

La concesión de la ayuda, se condiciona como regla general, a que se haya 
producido la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal. Los plazos 
con los que trabaja la justicia penal hacen que esta solución sea insatisfactoria 
en aquellos casos en los que la precaria situación de la víctima reclame una 
ayuda económica desde el momento en que se ha cometido el delito. La Ley 
contempla la concesión de ayudas provisionales, atendiendo a la precaria 
situación de la víctima del delito. 

Cuantías de las ayudas económicas 

El importe de las ayudas no podrá superar en ningún caso la indemnización 
fijada en la sentencia. El importe de la ayuda económica depende de si la 
misma es provisional o definitiva. 

a) Ayudas definitivas. 

 1. Incapacidad temporal por tiempo superior a 6 meses: la cantidad a 
percibir será la equivalente al duplo del Indicador Público de Renta de 
Efectos Múltiples mensualmente vigente en cada mes (IPREM) regulado 
en el Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio. La situación de 
incapacidad temporal puede durar como máximo 12 meses prorrogables 
por otros 6, si se trata de incapacidad temporal por enfermedad o 
accidente, y 6 meses prorrogables por otros 6 si la incapacidad temporal 
consiste en períodos de observación por enfermedad profesional en los 
que se prescriba la baja en el trabajo durante los mismos. 

  

 2. Lesiones invalidantes (lesiones, mutilaciones y deformidades de 
carácter definitivo que, sin llegar a constituir una incapacidad 
permanente, supongan una disminución o alteración de la integridad 
física): la cantidad a percibir como máximo se referirá al IPREM mensual 
vigente en la fecha en que la magnitud de las lesiones o daños a la 
salud sea definitiva y dependerá del grado de incapacitación de acuerdo 
con la siguiente escala: 

• Incapacidad permanente parcial: es la que, sin alcanzar el 
grado de total, ocasione al trabajador una disminución como 
mínimo del 33 % en su rendimiento normal para su profesión, 
sin impedirle la realización de las tareas fundamentales de la 
misma. En este caso, y hasta una minusvalía del 44%, se 
prevé una ayuda de hasta 40 mensualidades del IPREM. 

• Incapacidad permanente total: es la que inhabilita al trabajador 
para la realización de todas o de las fundamentales tareas de 
su profesión, siempre que pueda dedicarse a otra distinta. Se 
corresponde con una minusvalía entre el 45% y 64%. En este 
caso se prevé una ayuda de hasta 60 mensualidades del 
IPREM. 
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• Incapacidad permanente absoluta: es la que inhabilita por 
completo al trabajador para toda profesión u oficio. Se 
corresponde con una minusvalía de más del 65%. En este caso 
se prevé una ayuda de hasta 90 mensualidades del IPREM. 

• Gran invalidez (situación de la persona con incapacidad 
permanente y que, por consecuencia de pérdidas anatómicas o 
funcionales, necesita la asistencia de otras personas para los 
actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, 
desplazarse, comer o análogos). Se corresponde con una 
minusvalía del 75% o superior. En este caso se prevé una 
ayuda máxima de 130 mensualidades del IPREM. 

 3. En los casos de muerte, la ayuda máxima a percibir será de 120 
mensualidades del IPREM vigente en la fecha en que se produzca el 
fallecimiento. El importe de la ayuda se establecerá mediante la 
aplicación de coeficientes sobre las cuantías máximas en función de los 
ingresos del beneficiario/s y del número de personas dependientes. 

  

 4. En el caso de muerte de un menor o incapaz como consecuencia 
directa del delito, los padres o tutores del menor o incapaz tendrán 
derecho únicamente a una ayuda que consistirá en el resarcimiento de 
los gastos funerarios que hubieran satisfecho efectivamente, con el 
límite máximo de 5 mensualidades del IPREM. 

  

 5. En los supuestos de delitos contra la libertad sexual que causen a la 
víctima daños en su salud mental, el importe de la ayuda sufragará los 
gastos del tratamiento terapéutico libremente elegido por la víctima, en 
la cuantía máxima de 5 mensualidades del IPREM. Esta ayuda será 
compatible con la que corresponde a la víctima si las lesiones o daños 
sufridos le producen incapacidad temporal o lesiones invalidantes. 

 

 
b) Ayudas provisionales. 
 
Antes de que recaiga resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal 
pueden concederse ayudas provisionales, siempre que quede acreditada la 
precaria situación económica en que hubiese quedado la víctima o sus 
beneficiarios (ingresos inferiores al IPREM). 

Podrá solicitarse la ayuda provisional una vez que la víctima haya denunciado 
los hechos ante las autoridades competentes o cuando el proceso penal se 
haya iniciado por los órganos competentes sin necesidad de denuncia.  
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La cuantía de la ayuda provisional no podrá exceder del 80% del importe 
máximo de la ayuda definitiva que corresponda, excepto en las ayudas por 
gastos funerarios y de tratamiento terapéutico. 

Incompatibilidades con las ayudas económicas 

La percepción de estas ayudas no es compatible con: 

• Indemnizaciones que se establezcan mediante sentencia. No 
obstante, se pagará la totalidad o parte de la ayuda cuando el 
culpable del delito haya sido declarado en situación de insolvencia 
parcial. 

• Indemnizaciones o ayudas de un seguro privado, así como con el 
subsidio de la Seguridad Social que pudiera corresponder por 
incapacidad temporal de la víctima. No obstante, procedería el abono 
de la ayuda al beneficiario de un seguro privado cuando el importe 
de la indemnización a percibir en virtud del mismo fuera inferior a la 
fijada en la sentencia. 

• La percepción de estas ayudas no será compatible en ningún caso 
con los resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas 
y elementos terroristas. 

Compatibilidades con las ayudas económicas 

La percepción de estas ayudas es compatible con: 

• Los supuestos de incapacidad permanente o muerte de la víctima, la 
percepción de las ayudas será compatible con la de cualquier 
pensión pública que el beneficiario tuviera derecho a percibir. 

• Las ayudas por incapacidad permanente serán compatibles con las 
de incapacidad temporal. 

• Las ayudas sociales previstas en el artículo 27 de la L.O. 1/2004, de 
28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género. 

 

 

Plazo para solicitar las ayudas 

El plazo para solicitar las ayudas es de un año, contado desde que se cometió 
el delito. Este plazo quedará paralizado desde el momento en que se inicie el 
proceso penal, volviendo a contar en el momento en el que recaiga resolución 
judicial firme y le haya sido notificada personalmente a la víctima. 

En los supuestos en que a consecuencia directa de las lesiones corporales o 
daños en la salud se produjese el fallecimiento, se abrirá un nuevo plazo de 
igual duración para solicitar la ayuda o, en su caso, la diferencia que proceda 
entre la cuantía satisfecha por las lesiones o daños y la que corresponda por el 
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fallecimiento; lo mismo se observará cuando, como consecuencia directa de las 
lesiones o daños, se produjese una situación de mayor gravedad a la que 
corresponda una cantidad superior. 

B) AYUDAS ASISTENCIALES 

Este tipo de ayudas asistenciales las ofrecen las Oficinas de Asistencia y/o 
Atención a las Víctimas de Delitos Violentos, dependientes del Ministerio de 
Justicia o de las Comunidades Autónomas. Dichas oficinas son un servicio 
público y gratuito implantado por el Ministerio de Justicia o por las 
Comunidades Autónomas que tiene la finalidad de atender y asistir a las 
víctimas de delitos violentos y delitos contra la libertad sexual.  

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos están dedicadas 
a todo tipo de víctimas de delitos pero, preferentemente, a las personas que 
han sido víctimas de delitos violentos con resultado de muerte, lesiones graves 
o daños contra la salud física o mental, así como a las víctimas de los delitos 
contra la libertad sexual, y a las víctimas de violencia doméstica y/o de género, 
ya sean víctimas directas o indirectas. 
El servicio que ofrecen estas Oficinas es principalmente de información y apoyo 
psicológico, cuyas funciones más importantes son: 
  
INFORMACIÓN 

• Informar a las víctimas, directas y/o indirectas, sobre sus derechos y 
evitar la desprotección tras el delito. 

• Informar a las víctimas sobre las denuncias penales, lugar donde 
deben interponerlas, orientar sobre su contenido y forma, así como 
sobre su tramitación en el Juzgado. 

• Informar sobre las ayudas económicas que pudieran corresponderles 
como consecuencia del delito, así como de su tramitación ante el 
Ministerio de Economía y Hacienda. 

• Informar sobre los recursos sociales existentes. 

 

 
ASISTENCIA 

• Asistir a las víctimas de delitos conforme a un modelo de asistencia 
individual mediante las siguientes actuaciones: la acogida-
orientación, la información, la intervención y el seguimiento. 

• Procurar el acceso a tratamientos médicos, psicológicos, sociales y 
jurídico-criminológicos a las personas que han sido víctimas de un 
delito o que por sus circunstancias se encuentran en una situación 
que puede considerarse de riesgo potencial. 
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• Velar porque las víctimas y sus familiares reciban todas las ayudas y, 
en particular, impulsar las actuaciones encaminadas a su protección. 

• Orientar a la víctima hacia los recursos sociales existentes y 
facilitarles el acceso a ellos. 

APOYO 
• Colaborar en la cumplimentación de los formularios para solicitar 

ayudas públicas en beneficio de las víctimas, directas y/o indirectas, 
de los delitos violentos y contra la libertad sexual. 

• Acompañar a las víctimas que lo soliciten a las diligencias judiciales. 
COORDINACIÓN 

 
• Potenciar la coordinación entre las Instituciones implicadas 

(Judicatura, Fiscalía, Fuerzas de Seguridad del Estado, 
Comunidades Autónomas, Ayuntamientos, Asociaciones Públicas o 
Privadas, ONG, etc.). 

• La coordinación con los Colegios de Abogados de la ciudad en 
donde están ubicadas las Oficinas para dar a las víctimas de 
violencia doméstica asistencia jurídica y recibir la información jurídica 
específica del caso. 

• Seguimiento de los protocolos de actuación realizados para cada tipo 
de víctima. 

• Participar en los métodos de resolución pacífica de conflictos. 
ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS 

• Emitir cuantos informes y pericias le sean encomendados. 

• Realizar estadillos mensuales, memorias anuales e informes 

• Realizar y mantener actualizado un inventario de instituciones 
públicas y privadas que puedan ayudar a las víctimas, con expresión 
de los servicios que presten. 

FORMACIÓN 
• Colaborar, cuando se solicite, en la formación, reciclaje y 

actualización de los distintos profesionales que asisten a las víctimas 
de delitos. 

 

Las Oficinas se coordinan con los Servicios de Asistencia de cada 
Comunidad tanto a nivel del área jurídica como a nivel del área psicológica, 
económica, social-asistencial y médica. El modelo de actuación de las 
Oficinas se ejecuta a través de distintas fases. Las fases son las de: 

• Acogida-orientación general. 

• Información jurídica específica a lo largo del proceso penal. 
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• Apoyo en las intervenciones necesarias a lo largo del proceso 
penal. 

• Seguimiento a lo largo del proceso penal. 

 
Pregunta 31: 
 
 
“Sírvanse facilitar información, desglosada por sexo, edad, etnia y origen 
de las víctimas, sobre el número de investigaciones, las condenas y las 
sanciones impuestas en casos de trata de seres humanos y de 
explotación sexual con fines comerciales en el período 2003-2008”. 
 
 Actualmente no hay ningún artículo previsto en el Código Penal (CP) que se 
dedique especialmente a temas de Trata de Seres Humanos con fines de 
explotación Sexual. De los delitos que actualmente se contemplan en el CP y 
que pudieran referirse a Trata de SH con fines de explotación sexual 
destacamos: 
- art. 318 bis.2 (dentro de los delitos contra los ciudadanos extranjeros) 
- art. 607 bis 2. apartado 9: (dentro de los delitos de lesa humanidad) 
- art. 188.1 (prostitución forzada de adultos) (dentro de los delitos contra la 
libertad e indemnidad sexuales) 
- art. 187 (prostitución y corrupción de menores)  (dentro de los delitos contra la 
libertad e indemnidad sexuales) 
Ninguno de ellos satisface las necesidades actuales en la materia por lo que se 
ha llevado a cabo, estando en fase de elaboración y redacción, el anteproyecto 
del CP con un Título especialmente dedicado a los temas de TSH con fines de 
explotación sexual y laboral además regular la extracción de órganos (en 
concreto el Título VII bis “De la trata de Seres Humanos“,  artículo 177 bis, sin 
perjuicio de llevar a cabo las modificaciones en materia de comiso (art. 127 y 
129 del CP) así como de responsabilidad de las personas jurídicas dedicadas a 
este tipo de actividades. 
Los datos estadísticos que podamos recabar vendrán por ello referidos a esta 
serie de delitos, por lo que serán meramente aproximativos, y además teniendo 
en cuenta que al no estar contemplados expresamente como tal delito de trata 
muchos supuestos quedaron sin persecución alguna (en la Memoria de 2008 
de la FGE ya se apunta algo al respecto, en concreto en el Capitulo III dentro 
del Fiscal delegado de extranjería se dan algunos datos al respecto.)  
Los datos remitidos por el Registro Central de Penados y Rebeldes son los 
siguientes:  
 
 
  

 2003 200420052006 2007 2008 
Art. 318 bis.2 (dentro de los delitos
contra los ciudadanos extranjeros) 2 2 10 4 11 46 

Art. 607 bis 2. apartado 9: (dentro 
de los delitos de lesa humanidad) *0 0 0 0 0 3 
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Art. 188.1 (prostitución forzada de 
adultos) (dentro de los delitos 
contra la libertad e indemnidad 
sexuales) 

110 166 131 102 146 74 

Art. 187 (prostitución y corrupción 
de menores)  (dentro de los delitos 
contra la libertad e indemnidad 
sexuales) 

35 57 38 61 50 39 

       
TOTAL POR ARTICULO 147 225 179 167 207 162 
       
       
       
* Estos datos corresponden a la clave que recoge todos los supuestos del artículo 607 bis, 
 no disponiendo de información concreta de cada uno de ellos 
(Respuesta Mtº Interior) 

El diseño de la Base de datos para recopilar con fiabilidad los datos de trata de 
seres humanos, finalizó en febrero de 2009. Posteriormente, comenzó un 
proceso técnico para la integración de dicha base en los sistemas informáticos 
propios de CNP y de GC, proceso que aún no ha finalizado. 

En el momento actual, se pueden de ofrecer los siguientes datos, facilitados 
por los Cuerpos al margen de la citada aplicación: 

 

 
 
 
 

REDES DESARTICULADAS POR CNP RELACIONADAS CON EL TSH PARA 
EXPLOTACIÓN SEXUAL 2003-3008. 

 

2003       2004 2005 2006 2007 2008 

192 194 146 177 115  81 
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Datos de Víctimas de trata de seres humanos con fines de explotación 
sexual. 

  2003 2004 2005 2006 2007 2008 
ALBANIA 2 2 3 1   6

ALEMANIA    8 1    1 1
ANGOLA       2     
ARGELIA     1 1     
ARGENTINA 9 4 6 8 20 7
ARMENIA     1 1     
BIELORRUSIA 3     1     
BOLIVIA 5 10 1 22 9 4
BOSNIA       1     
BRASIL 288 365 399 506 310 264
BULGARIA 25 21 12 44 21 9
CABO VERDE 1   19       
CAMERÚN         1   
CANADÁ     2       
CHILE 2       2   
CHINA 9 10 10 43 41   
COLOMBIA 205 136 40 44 41 16
COSTA DE 
MARFIL   1   1   2
CROACIA   1         
CUBA 5 4 2 1 2 3
ECUADOR 33 34 14 19 13 1
ESLOVAQUIA 5 3 5 2 2   
ESLOVENIA 2       1   
ESPAÑA 46 33 7 8 25 9
FILIPINAS   1     1   

FRANCIA   1        
GAMBIA   1        
GEORGIA       3   1
GHANA 1 1        
GUATEMALA   1 1      
GUINEA BISSAU   2      3  
GUINEA 
ECUATORIAL 2 1   1 1  
HONDURAS   1   1 2 4
HUNGRIA 12 4       1
INDIA            
ISLA MAURICIO         1  
ISRAEL       1    
KENIA           1
ITALIA 1 1      1  
KOSOVO 1 1        
LETONIA 2 5 1      
LIBANO 1          
LIBERIA   3 1 1   4
LITUANIA 5 4 4 2 4  
MACEDONIA       2    
MARRUECOS 34  1 9 8 2 5
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5
MAURITANIA   29        
MEJICO       1    
MOLDAVIA 5 18 4 4   1
MOZAMBIQUE 1          
NIGERIA 72 64 38 42 28 19
NORUEGA   2        
PAIS 
DESCONOCIDO 20 102 4 56 76 92
PAKISTAN       2    
PANAMA   1     1  
PARAGUAY 69 47 64 127 105 85
PERU   1   1     
POLONIA 4 9     1 2
PORTUGAL 3 1 1  2 3   
REINO UNIDO         1   
REPUBLICA 
CHECA 7 10 2 1 6   
REP DOMINICANA 21 40 10 21 15 14
RUMANIA 601 755 524 809 256 131
RUSIA 158 140 196 143 135 118
TOTAL 1713 1716 1432 1992 1164 820

 
Pregunta 32. Gestión de la huelga de hambre del Sr. Juana de Chaos. 
 
 Ante un interno en situación de ayuno voluntario, los Servicios Médicos de las 
prisiones tienen protocolizada la siguiente actuación: Reconocimiento médico 
diario, que incluye medición de constantes (tensión arterial, peso, talla, 
temperatura) y exploración física; análisis sistemáticos de sangre y orina a  
criterio médico, dependiendo de la pérdida de peso. Cuando lleva una semana 
de evolución, el paciente es visitado por el psiquiatra, siguiendo recomendación 
del Defensor del Pueblo. Para pruebas más específicas y complejas se deriva 
al endocrino del hospital de referencia. En caso de negativa del paciente se 
solicita Auto Judicial para ingreso involuntario. 
 
Dependiendo de la variación del Índice de masa corporal, analíticas y situación 
clínica y siempre siguiendo las indicaciones del Servicio de Endocrino del 
Hospital de referencia, si se plantea la necesidad de alimentación forzosa del 
paciente se solicita nuevo Auto Judicial autorizando la misma. 
 
En el caso de D. José Ignacio de Juana Chaos la actuación fue la sistemática y 
habitual en estos casos: Se actuó siempre por indicación Médica y solicitando 
Autos Judiciales siempre que fueron necesarios. 
 
Se trataba de un paciente de 51 años de edad, que inició ayuno voluntario en 
agosto de 2006. El inicio del proceso se controló por el servicio médico del 
establecimiento penitenciario de Algeciras, desde donde se envió en dos 
ocasiones al Hospital Puerta de Europa para control analítico. Su peso al inicio 
del ayuno era de 86,9 kg.  
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El 14 de septiembre de 2006 se recibió auto de la Audiencia Nacional Sala de 
lo Penal, Sección Primera, participando que “en caso de que la huelga de 
hambre iniciada por el interno llegase al extremo de acarrear peligro de vida o 
incluso un grave peligro para su integridad física, produciendo daños 
irreparables, según su estado físico a tenor de los criterios médicos tenidos en 
cuenta a tiempo de dictarse, deberá procederse a la administración de la 
terapéutica y alimentación adecuadas al caso, sin empleo en lo posible de 
fuerza física alguna y, en todo caso, sin vulneración de la dignidad como ser 
humano. Sin perjuicio de continuar informando al interno de su evolución y de 
los posibles peligros que para su vida y/o integridad física se vayan generando 
por su voluntad de continuar con la huelga de hambre.” 
 
A los 44 días del inicio de la huelga de hambre, se ingresó al Sr. De Juana en 
el Hospital por presentar datos clínicos y analíticos de deterioro relacionado 
con el ayuno prolongado (hipopotasemia, cetonuria, acidosis metabólica y 
extrasístoles supraventriculares frecuentes), que aconsejaban un tratamiento 
de soporte y sustitutivo en régimen hospitalario. 
 
En fecha 20 de septiembre de 2006, se recibió un nuevo auto de la misma Sala 
de la Audiencia Nacional que acuerda en la parte dispositiva: “Procédase por la 
fuerza pública o en su caso, por funcionarios de instituciones penitenciaria si se 
hallare en el centro, el empleo de la mínima fuerza exigible para su 
inmovilización si fuere necesario para la administración de la terapéutica y 
alimentación adecuadas por indicación médica. Si fuere posible y como vía 
menos invasiva, procédase a la administración de sedantes y/o relajantes 
conforme al protocolo médico de actuación al huelguista si la misma fuese 
compatible con el tratamiento médico indicado…”. Se le administró 
sueroterapia y potasio intravenoso hasta normalizar niveles y presentar ECG 
dentro de la normalidad.  
 
A los dos días de su ingreso, el 6 de octubre de 2006, en el Hospital 12 de 
Octubre de Madrid, el Sr. De Juana abandonó voluntariamente el ayuno, por lo 
que se retiró la sonda nasogástrica y se inició realimentación por boca. 
Continuó favorablemente el periodo de recuperación hasta el día 16 de octubre 
en que fue dado de alta del Hospital. 
 
A los 55 días de ayuno, se recomendó iniciar nutrición enteral explicándole al 
paciente el riesgo elevado de mortalidad, debido a la situación de desnutrición 
calórico-proteica severa, tiempo de evolución de ayuno, perdida ponderal del 
23% del peso inicial, linfopenia y déficit vitamínico. El 1 de octubre, se inició 
nutrición enteral por sonda nasogástrica con forma polimérica estandar y 
suplementación vitamínica (500 kcal/d incrementando lentamente las calorías 
diarias, para evitar el síndrome de realimentación).  
 
El 2 de octubre de 2006, la Audiencia Nacional dictó una providencia que 
autorizaba “si el equipo médico del equipo penitenciario lo considera oportuno, 
el ingreso del interno De Juana Chaos en un Centro Hospitalario que se 
considere adecuado por el tiempo necesario hasta recibir la oportuna alta 
médica...”. 
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A la vista de la citada providencia y de los informes emitidos por el Hospital 
Punta de Europa de fecha 3 y  4 de octubre que dicen respectivamente:  “la 
situación de gravedad clínica actual, añadida a las complicaciones y 
morbimortalidad que pueden aparecer asociadas al síndrome de 
realimentación, aconseja el tratamiento en una unidad de nutrición 
especializada la cual no existe actualmente en este Hospital”  y “seguimos 
aconsejando todo el equipo médico, que dicho enfermo debe ser tratado en 
una unidad de nutrición especializada…”, se consideró necesario realizar el 
traslado de José Ignacio de Juana Chaos a un Centro Hospitalario que 
cumpliera  todos los requisitos recogidos en la resolución judicial, por lo que se 
le ingresó en el Hospital 12 de Octubre de Madrid. 
 
El día 7 de noviembre inició nuevamente un periodo de ayuno voluntario, sin 
que se hubiese recuperado completamente del anterior periodo de ayuno. Su 
peso al inicio de éste era de 70 Kg. El día 24 de noviembre se le ingresó en la 
Unidad de Custodia del Hospital por descompensación iónica. Conforme se 
recoge en los informe clínicos emitidos por el equipo médico que le atiende, el 
día 11 de diciembre se acuerda la necesidad de iniciar realimentación por 
sonda nasogástrica, debido al riesgo existente de mortalidad por 
descompensación orgánica, desnutrición calórico-protéica severa, tiempo de 
evolución de ayuno y pérdida ponderal  importante (57,5 Kg). Se mantiene la 
nutrición enteral por sonda hasta el día 7 de enero, momento en que se retira la 
sonda a la vista de la rehabilitación nutricional conseguida (el peso ese día era 
de 62,5 Kg). La presencia de descompensación iónica hizo necesaria la 
introducción de complementos de potasio el 22 de enero y el 24 de enero se 
considera necesario reiniciar la nutrición enteral por sonda por presentar 
síntomas y signos clínicos graves de desnutrición (el peso era de 53,1 Kg).  
 
 El 23 de febrero se interrumpe la nutrición enteral, debido a que el paciente se 
arranca la sonda. Su peso era de 59,1 Kg, se decide no reintroducir la sonda 
nasogástrica y la nutrición enteral, dada la recuperación de los parámetros 
analíticos desde que se inició el último ciclo de realimentación. El día 24 de 
febrero realiza también una huelga de sed de 12 horas de duración. El paciente 
ha retirado su consentimiento para la realización del procedimiento diagnóstico 
planteado como consecuencia de sus alteraciones digestivas y anemia.  
 
El 27 de febrero se coloca nuevamente sonda nasogástrica (54,3 Kg a las 14h 
30m) ante la evolución que han sufrido sus constantes clínicas y analíticas. El 
paciente se arranca la sonda en cinco ocasiones a pesar de estar inmovilizado 
y a las 19h 25m acepta mantener la sonda y la nutrición enteral. 
 
El 17 de enero de 2007 fue valorado por dos médicos forenses de los adscritos 
a la sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que emiten informe entre cuyas 
conclusiones resaltan las siguientes: “de mantener la conducta de ayuno con 
ingesta exclusiva de agua, la evolución esperada es el fallecimiento en un 
periodo cuya duración no podemos determinar, aunque es probable que sea 
superior a las 2-3 semanas (...) Si se desea garantizar la vida del informado 
será preciso reiniciar la alimentación cuando se produzca un deterioro de sus 
constantes”.  
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Tras tres ciclos de ayuno-realimentación la evolución era hacia un deterioro 
progresivo, relacionado no sólo a la ausencia de alimentación voluntaria, sino 
con el propio proceso de ayuno-realimentación y las medidas de contención  
por la falta de colaboración del paciente en el proceso terapéutico. Tampoco se 
podían descartar eventos intercurrentes que pudieran condicionar muerte 
súbita, no prevenible a pesar de los controles realizados. En esta situación el 1 
de marzo de 2007 es clasificado en 100.2 y trasladado al Hospital de Donostia 
de San Sebastián, donde permanece hasta el 5 de junio cuando es dado de 
alta, regresando a prisión hasta que finaliza su condena el 2 de agosto del 
2008, sin más incidentes. 
 
El caso de la huelga de hambre del Sr. De Juana fue objeto de una visita del 
Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de los Tratos o 
Castigos Inhumanos o Degradantes (CPT) en enero del 2007. En el informe 
emitido el 27 de marzo de 2007, se señala como conclusión: “la decisión 
médica de empezar la alimentación forzada del Sr. De Juana se tomó 
después de un estrecho control de su estado de salud, llevado a cabo por 
un equipo médico competente durante un periodo de tiempo 
considerable. Además, la decisión de empezar la alimentación forzada se 
tomó, de forma conjunta, por los tres médicos independientes. Por lo 
tanto, puede considerarse satisfecho el criterio de necesidad médica, 
dentro del marco legal específico en vigor en España. Asimismo, el 
verdadero tratamiento se llevó a cabo en un hospital, en las condiciones 
adecuadas”. 
 

 

PREGUNTA 33:  
 
“Sírvanse poner al día al Comité sobre las nuevas medidas adoptadas 
para luchar contra el grave problema de la violencia doméstica en el 
Estado parte. Sírvanse explicar los motivos por los que del Ministerio del 
Interior promulgó la Instrucción Nº 14/2005, que obliga a los funcionarios 
policiales a abrir un expediente para investigar la regularidad de la 
situación de las mujeres inmigrantes que denuncian actos violentos y de 
malos tratos. Sírvase explicar si esta instrucción tuvo efectos 
desalentadores en la denuncia por parte de las antedichas mujeres 
inmigrantes. ¿Existen estudios que prueben que esta instrucción reduce 
el número de víctimas de violencia doméstica que hayan buscado 
protección legal?. ¿Cuáles fueron los resultados de dichos estudios?. 
Sírvase explicar si esta instrucción, y cualquier medida que resulte en la 
reducción de la presentación de denuncias de casos de violencia 
doméstica, reducen la capacidad del Estado parte para hacer frente al 
problema de la violencia doméstica”. 
 
 
 
La finalidad a la que obedece la instrucción 14/2005 es exclusivamente 
proporcionar la mayor protección posible a las víctimas de violencia de género 
que, por su condición de extranjeras y por su situación de irregularidad 
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administrativa, son especialmente vulnerables. Pretende, por tanto, hacer 
compatible este derecho prioritario reconocido en la Ley Orgánica 1/2004 de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género con el marco 
legal vigente en materia de extranjería.  
 
Marco legal que no puede ser desconocido por los cuerpos y fuerzas de 
seguridad del Estado, que está vigente y que, por ello, debe ser aplicado 
cuando concurren las circunstancias previstas en la Ley y en su Reglamento. 
 
Con anterioridad a la entrada en vigor de la Instrucción, las fuerzas policiales 
que recibían una denuncia por violencia de género formulada por una víctima 
en situación administrativa irregular: 
 
- Debían aplicar, sin más, lo dispuesto en la Ley de Extranjería y en su 
Reglamento, de la misma manera que lo harían ante cualquier extranjero en 
situación irregular en España, aun cuando no hubiera sido víctima de violencia 
de género. 
 
- Debían abrir automáticamente procedimiento preferente de expulsión. 
 
Es decir, que el funcionario policial que atendía su denuncia, sin perjuicio de 
darle la asistencia y protección adecuada como víctima, se veía a su vez 
obligado a incoar inmediatamente el expediente de expulsión, en los términos 
previstos en la Ley de Extranjería. 
 
Por tanto, con anterioridad a la instrucción, cualquier extranjera víctima de 
violencia de género, en situación irregular, podía verse obligada, a callar y a 
continuar soportando los malos tratos de que era objeto por el temor de ser 
expulsada del territorio español.  
 
Sin embargo, una vez en vigor la Ley Integral esta situación suponía, de hecho, 
que sus previsiones normativas entraran en concurrencia con las disposiciones 
de la Ley de Extranjería, dando lugar a un concurso de normas entre ambas 
leyes, con el riesgo de que, en la práctica prevaleciera la normativa de 
extranjería sobre la normativa de violencia de género. Cabía incluso de la 
posibilidad de que fuese más rápida la aplicación de la Ley de Extranjería, con 
sus consecuencias sancionadoras, e, incluso, de expulsión, que la Ley Integral. 
  
La instrucción vino a proporcionar al funcionario policial un instrumento 
reglamentario en virtud del cual se separa claramente la asistencia y protección 
a la víctima de la aplicación de la Ley de Extranjería, en la siguiente forma: 
 
- El funcionario que atiende y asiste a la víctima en ningún caso participa en la 
incoación o instrucción del expediente administrativo, garantizado la objetividad 
y debida separación de ambos procesos, y, lo que es más importante,  
 
- En ningún caso se incoa el expediente de extranjería de manera inmediata. 
 
Desde que se dictó la Instrucción el concurso de normas al que antes me 
refería se resuelve de la siguiente manera: 
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- Se garantiza la aplicación inmediata y preferente de la Ley Integral. 
 
- Se respeta la aplicación de la Ley de Extranjería - que en ningún caso puede 
dejar de ser aplicada - pero sus efectos últimos quedan en suspenso hasta que 
se resuelve el expediente sobre permiso temporal de residencia a que tiene 
derecho estas víctimas. 
 
 
MUJERES EXTRANJERAS Y VIOLENCIA DE GÉNERO 
 
1. LA LEY ORGÁNICA 4/2000, DE 11 DE ENERO, SOBRE DERECHOS Y 
LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS EN ESPAÑA Y SU INTEGRACIÓN 
SOCIAL, Y SU REGLAMENTO, APROBADO POR REAL DECRETO 
2393/2004, DE 30 DE DICIEMBRE 
La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, y su Reglamento, aprobado por 
Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, contemplan la situación de las 
mujeres extranjeras víctimas de violencia de género al regular dos supuestos 
de residencia específicos aplicables a ellas. 
 
Por una parte, el artículo 19.1 de la Ley Orgánica 4/2000, desarrollado por el 
artículo 41.2.b) del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, regula los efectos 
de la reagrupación familiar en circunstancias especiales y prevé que el cónyuge 
reagrupado podrá obtener una autorización de residencia temporal, 
independiente de la del reagrupante, cuando obtenga la correspondiente 
autorización para trabajar. En caso de que el cónyuge reagrupado fuera víctima 
de violencia doméstica, podrá obtener la autorización de residencia 
independiente desde el momento en que se hubiera dictado una orden de 
protección a favor del mismo. 
 
Por otra parte, las mujeres extranjeras víctimas de la violencia doméstica 
pueden obtener una autorización de residencia temporal (con una vigencia de 
un año) por circunstancias excepcionales, en concreto, por razones 
humanitarias, en los términos previstos en el artículo 31.3 de la Ley Orgánica 
4/2000, desarrollado por los artículos 45.4.a) y 46.3 del Reglamento de la Ley 
Orgánica 4/2000. 
En este sentido, se podrá conceder la autorización de residencia a las mujeres 
extranjeras víctimas de delitos por conductas violentas ejercidas en el entorno 
familiar, en los términos previstos por la Ley 27/2003, de 31 de julio, 
Reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica, 
siempre que haya recaído sentencia por tales delitos. 
 
Las mujeres extranjeras podrán presentar la solicitud de esta autorización 
cuando se haya dictado a su favor una orden judicial de protección, y podrá 
concederse la autorización de residencia una vez que haya recaído sentencia 
por los delitos de que se trate. 
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2. LA LEY ORGÁNICA 1/2004, DE 28 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS DE 
PROTECCIÓN INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO 
 
La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas  de Protección 
Integral contra la Violencia de Género (en adelante Ley Integral), prevé que una 
de las líneas prioritarias de actuación dirigida a prevenir, erradicar y sancionar 
la violencia de género, así como a proteger a sus víctimas, es la que aborda la 
situación específica de las mujeres extranjeras, respecto de quienes ha de 
tenerse en cuenta que su artículo 17 garantiza los derechos en ella 
reconocidos con independencia del origen, religión o cualquier otra 
circunstancia personal o social, de las mujeres víctimas de violencia de género. 
Así, el artículo 18.3 de la Ley establece que "se articularán los medios 
necesarios para que las mujeres víctimas de violencia de género que por sus 
circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el 
acceso integral a la información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de 
este derecho". 
 
Asimismo, los planes de colaboración elaborados por los poderes públicos para 
la consecución de los objetivos de prevención, asistencia y persecución de los 
actos de violencia de género, han de considerar de forma especial, de acuerdo 
con el artículo 32 de la Ley Integral, la situación de las mujeres que, por sus 
circunstancias personales y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir la 
violencia de género o mayores dificultades para acceder a los servicios 
previstos en esta Ley, entre otras, las mujeres inmigrantes. 
 
3. PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS EXTRANJERAS EN SITUACIÓN 
IRREGULAR 
 
Se aprobó la Instrucción núm. 14/2005, de 29 de julio, de la Secretaría de 
Estado de Seguridad del Ministerio del Interior, sobre actuación en 
dependencias policiales en relación con mujeres extranjeras víctimas de 
violencia doméstica o de género en situación administrativa irregular. Esta 
Instrucción concilia las obligaciones que a los funcionarios policiales impone la 
legislación de extranjería, con el amparo y protección que a las mujeres 
víctimas de violencia de género ofrece la Ley Integral, priorizando, en todo 
caso, la protección que requieren estas mujeres, a través de la suspensión del 
procedimiento administrativo sancionador en tanto se dictan la resolución 
judicial sobre la orden de protección y la resolución administrativa sobre la 
autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales. 
 
La citada Instrucción contempla que, cuando una mujer extranjera acuda a las 
dependencias policiales a denunciar la situación de violencia de género que 
padece y, como consecuencia de su identificación, se aprecie que se 
encuentra en situación irregular en España, la primera actuación consistirá en 
prestar a la denunciante la medidas de asistencia y protección que por su 
propia situación fueren necesarias o pudiere demandar. Especialmente, se 
informará a la denunciante de su derecho a solicitar la orden de protección a 
los órganos judiciales y la autorización de residencia temporal una vez le sea 
concedida dicha medida por el órgano judicial. 
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A continuación se dictará acuerdo por el que se disponga la práctica de 
actuaciones previas a la incoación de expediente sancionador por la situación 
administrativa irregular de la denunciante en España. 
 
Una vez que el órgano judicial competente dicte la orden de protección, se 
dictará el acuerdo de iniciación del expediente sancionador en alguno de los 
siguientes sentidos: 
 
 - Si la resolución de la autoridad judicial acordó no adoptar medida de 

protección alguna, se tramitará el expediente sancionador por el 
procedimiento preferente. 

 - Si la resolución de la autoridad judicial acordó adoptar alguna medida 
de protección, se demorará durante el plazo de un mes dictar el 
acuerdo de iniciación del procedimiento sancionador, para comprobar 
si la denunciante ha solicitado o no la residencia temporal por 
circunstancias excepcionales. 

  Si la denunciante ha solicitado la residencia temporal por 
circunstancias excepcionales, la tramitación del procedimiento y la 
propuesta de resolución que se dicte (de multa o expulsión) 
dependerán, respectivamente, de que se conceda o deniegue la 
autorización de residencia. 

  Si la denunciante no ha solicitado la residencia temporal por 
circunstancias excepcionales, se iniciará el procedimiento sancionador. 

 
4. PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE REFORMA DE LA LEY ORGÁNICA 
4/2000, DE 11 DE ENERO, SOBRE DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS 
EXTRANJEROS EN ESPAÑA Y SU INTEGRACIÓN SOCIAL (EL CONSEJO 
DE MINISTROS DE 26 DE JUNIO DE 2009 APROBÓ SU REMISIÓN A LAS 
CORTES GENERALES). 
 
En relación con la situación de las mujeres extranjeras que denuncien una 
situación de violencia de género y se que hallen en España en situación 
administrativa irregular, el Proyecto de Ley Orgánica de Reforma de la Ley 
Orgánica 4/2000 introduce un nuevo artículo 31 bis, cuya finalidad es favorecer 
la presentación de denuncia por hechos constitutivos de violencia de género y 
regular la posibilidad de que las mujeres extranjeras que denuncien queden 
exentas de responsabilidad administrativa por su estancia irregular en España. 
 
El nuevo artículo 31 bis dispone que: 
 
“1. Las mujeres extranjeras que denuncien haber sido víctimas de violencia de 
género, podrán ser objeto de todas las medidas de protección que les 
correspondan según la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, con independencia de su 
situación administrativa en España. 
 
2. Si al denunciar una situación de presunta violencia de género, la mujer 
extranjera pusiera de manifiesto ante las autoridades que se halla en situación 
irregular, el expediente administrativo sancionador incoado por infracción del 
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artículo 53.1 a) de esta Ley será suspendido por el instructor hasta la 
resolución del procedimiento penal incoado.  
 
3. La mujer extranjera que se halle en las circunstancias descritas en los 
apartados anteriores de este artículo, podrá solicitar una autorización de 
residencia y trabajo por circunstancias excepcionales a partir del momento en 
que se hubiera dictado una orden de protección a su favor o cuando cuente con 
Informe del Ministerio Fiscal en el que se constate la existencia de indicios de 
violencia de género. Dicha autorización no se resolverá hasta que recaiga 
sentencia o concluya el procedimiento penal.  
 
En las mismas circunstancias y sin perjuicio de lo anterior, la autoridad 
competente para otorgar la autorización por circunstancias excepcionales 
podrá conceder una autorización de trabajo provisional a favor de la mujer 
extranjera, que conllevará su habilitación para permanecer en España en 
régimen de estancia. La autorización provisional eventualmente concedida 
concluirá en el momento en que se conceda o deniegue definitivamente la 
autorización por circunstancias excepcionales.  
 
4. Cuando el procedimiento penal concluyera con la declaración de víctima de 
violencia de género, se notificará a la interesada la terminación del eventual 
expediente administrativo sancionador incoado por infracción del artículo 53.1. 
a) de esta Ley sin que quepa propuesta de sanción, así como la posibilidad de 
conceder a su favor una autorización de residencia y trabajo por circunstancias 
excepcionales. Cuando del procedimiento penal concluido no pudiera deducirse 
la condición de víctima de violencia de género, continuará el expediente 
administrativo sancionador inicialmente suspendido.“ 
 
Por lo que se refiere a las mujeres extranjeras reagrupadas por su cónyuge que 
sean víctimas de violencia de género, el Proyecto de Ley Orgánica de Reforma 
de la Ley Orgánica 4/2000 contempla en el apartado 2 del artículo 19 que: “El 
cónyuge podrá obtener una autorización de residencia independiente cuando 
disponga de medios económicos suficientes para cubrir sus propias 
necesidades. 
 
En caso de que la cónyuge fuera víctima de violencia de género, podrá obtener 
la autorización de residencia independiente desde el momento en que se 
hubiera dictado una orden de protección a favor de la misma o cuenten con 
informe del Ministerio Fiscal en el que se constate la existencia de indicios de 
violencia, sin necesidad de que se haya cumplido el requisito anterior”: 
 
5. APROXIMACIÓN ESTADÍSTICA. 
 
En cuanto a la evolución de las cifras de concesiones de autorización de 
residencia temporal por circunstancias excepcionales por razones humanitarias 
de mujeres víctimas de delitos de violencia familiar, de acuerdo con los datos 
grabados a fecha 31 de diciembre de 2008 en la aplicación de extranjería del 
Ministerio de Administraciones Públicas, desde 2005 hasta el final de 2008 han 
obtenido autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales 
por razones humanitarias de víctimas de violencia familiar un total de 848 
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mujeres de 16 y más años. El 49,8% de dichas autorizaciones corresponde a 
2008. Aunque no se dispone de información referente al vínculo que mantenían 
con la persona respecto a la que pidieron orden de protección, se considera 
que la práctica totalidad de las mismas eran víctimas de violencia de género. 
Según año de obtención de la autorización de residencia, se observa su 
progresivo incremento. 
 
Pregunta 34. Uso de armas TASER. 
 
Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado no utilizan este tipo de armas 
en España. 
 
 
Pregunta 35: 
 
Sírvase indicar qué medidas ha tomado el Estado parte para proteger a 
los grupos vulnerables, en particular a los de Rumanía, así como también 
a los inmigrantes de África del Norte y de América Latina. ¿Cuál es el 
índice de violencia inflingido a estos grupos en comparación con otros? 
¿Qué medidas ha tomado el Estado parte para combatir la violencia y el 
trato cruel motivado por el odio étnico el racismo y la xenofobia? ¿Cuáles 
son los desafíos que el Estado parte enfrenta en esta área y cuáles son 
las medidas adoptadas para resolverlos? 
 
La Ley Orgánica 1/1996 de protección jurídica del menor, establece en su 
preámbulo que la mejor forma de garantizar social y jurídicamente la protección 
a la infancia es promover su autonomía como sujetos. 
 
La Ley Orgánica citada, establece en su artículo 3º que los menores gozarán 
de los derechos que les reconoce la Constitución y los Tratados Internacionales 
de los que España sea parte, especialmente la Convención de Derechos del 
Niño de Naciones Unidas y los demás derechos garantizados en el 
ordenamiento jurídico, sin discriminación alguna por razón de nacimiento, 
nacionalidad, raza, sexo, deficiencia o enfermedad, religión, lengua, cultura, 
opinión o cualquier otra circunstancia personal, familiar o social. 
 
Por otro lado la Ley Orgánica 4/2000 de 11 de enero que regula los Derechos y 
Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social y su Decreto 
de desarrollo, el Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, que regula en su 
Título VIII la protección de los Menores extranjeros no acompañados en 
España.  
 
El artículo 92 del citado Reglamento, establece que en los supuestos que las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tengan conocimiento de, o 
localicen en España a un menor extranjero indocumentado, se informará a los 
servicios de protección de menores, para que se les preste atención inmediata, 
se pondrá en conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal. Conforme al 
principio de reagrupación familiar del menor, después de haber sido oído el 
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menor y previo informe de los servicios de protección de menores, resolverá lo 
que proceda sobre la repatriación a su país de origen. 
 
Respecto de las relaciones con el norte de África, existen varios  Acuerdos 
Internacionales, uno entre el Reino de España y el Reino de Marruecos sobre 
cooperación en el ámbito de la prevención de la emigración ilegal de menores 
no acompañados, sin protección y su retorno concertado, que fue firmado “ad 
referendum” en Rabat el 6 de marzo de 2007 con motivo de la VIII reunión de 
Alto Nivel con Marruecos. 
 
Las dos partes se comprometen, según el acuerdo a facilitar la repatriación de 
los menores marroquíes no acompañados, cumpliendo las leyes españolas en 
vigor y también los convenios internacionales en materia de protección de los 
menores.  
 
Otro Acuerdo Internacional entre el Reino de España y la República de Senegal 
sobre cooperación en el ámbito de la prevención de la emigración de menores 
de edad senegaleses no acompañados, su protección, repatriación y 
reinserción, firmado “ad referendum” en Dakar el 5 de diciembre de 2006. 
 
Por último, interesa destacar determinados aspectos relativos al procedimiento 
de repatriación de menores en situación de desamparo. Sobre este extremo el 
artículo 35 de la Ley Orgánica 4/2000, recoge varias previsiones: 
 
 
Si la persona está indocumentada y su minoría de edad no resulta segura, los 
servicios de protección de menores pondrán el hecho en conocimiento del 
Ministerio Fiscal y se procederá a determinar su edad a través de las pruebas 
necesarias, y si se confirma que es menor quedará a disposición de los 
servicios competentes de protección.  
 
 
El criterio básico es el de la reagrupación familiar de modo que se intentará 
averiguar su identidad y resolver sobre el retorno a su país de origen o donde 
estén sus familiares, o su permanencia en España.  
 
 
A todos los efectos legales, se considerará que el menor extranjero tutelado por 
una administración pública se encuentra como residente regular.  
 
 
Por su parte, el artículo 92 del Reglamento de la Ley Orgánica referida, se 
refiere a los menores aludiéndose al principio del interés superior del menor 
para decidir la repatriación, que no procederá cuando "se hubiera verificado la 
existencia de riesgo o peligro para la integridad del menor, de su persecución o 
la de sus familiares". 
 
 
El procedimiento de repatriación de menores en España es extremadamente 
garantista. En el caso de menores extranjeros en situación de desamparo, una 
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vez localizados por los funcionarios de Policía se pone de forma inmediata en 
conocimiento del Ministerio Fiscal. Seguidamente, los funcionarios policiales 
ponen a disposición y hacen entrega del menor al Centro correspondiente de 
Protección de Menores de la respectiva Comunidad Autónoma, administración 
que asume la tutela del menor con arreglo a lo dispueso en el art. 172 del Cc.  
 
 
En el procedimiento, es oído el menor en presencia del tutor del Centro en que 
aquél se halle e intervienen el Ministerio Fiscal y el Consulado del país del que 
es nacional. Cuando las autoridades del país de origen o de destino del menor 
comunican, a través de su Consulado, que la familia del menor ha sido 
localizada o, en su defecto, que el correspondiente órgano público de su país 
se hace cargo del menor, se llega a la fase final del procedimiento de 
repatriación cuyo acuerdo es adoptado por el Delegado o Subdelegado del 
Gobierno. Po supuesto, durante su estancia en España, el menor recibe 
asistencia social, sanitaria y educativa.p 
 
 
Como puede apreciarse son diversos los representantes de distintos 
estamentos o instituciones que intervienen coordinadamente en los 
procedimientos de repatriación lo que incrementa las garantías y evita el riesgo 
de actuaciones irregulares. 
 
 
 
Pregunta 36. Lucha antiterrorista y derechos humanos. Formación de 
funcionarios. 
 
Sírvanse proporcionar información sobre las medidas legislativas, 
administrativas y de otro tipo que el Estado parte ha adoptado para 
responder a la amenaza de actos terroristas, y sírvanse describir si, y en 
qué forma, esas medidas han afectado a la salvaguardia de los derechos 
humanos en la ley y en la práctica. Al respecto, el Comité desea recordar 
las resoluciones 1456 (2003), 1535 (2004), 1566 (2004) y 1624 (2005) del 
Consejo de Seguridad, en todas las cuales se reitera que los Estados 
"deben cerciorarse de que las medidas que adopten para luchar contra el 
terrorismo cumplan todas las obligaciones que les incumben con arreglo 
al derecho internacional y adoptar esas medidas de conformidad con el 
derecho internacional, en particular las normas relativas a los derechos 
humanos y a los refugiados y el derecho humanitario". Sírvanse describir 
la formación en esta materia impartida a los agentes de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad del Estado, el número y tipo de condenas dictadas 
con arreglo a esa legislación, los recursos jurídicos de que disponen las 
personas sujetas a medidas antiterroristas, si existen denuncias de 
inobservancia de las normas internacionales, así como el resultado de 
esas denuncias. Sírvanse confirmar que no existen centros secretos de 
detención en el Estado parte.  
 
a) Medidas legislativas. 
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Sobre la información requerida relativa a las medidas legislativas adoptadas 
por el Estado Español para responder a la amenaza terrorista, cabe recordar 
que España ha demostrado cumplidamente su pleno compromiso con los 
derechos humanos y libertades fundamentales en general, y particularmente en 
el contexto de la lucha contra el terrorismo. El terrorismo lo vive la sociedad 
española como una amenaza constante por su impacto sobre el libre ejercicio 
de sus los derechos y libertades más fundamentales, que exige una actitud 
firme y comprometida.  

 Ello se explica fácilmente por los más de mil muertos y miles de heridos que 
ha ocasionado en España esta lacra en los últimos cincuenta años, y el hecho 
de haber padecido el atentado terrorista más salvaje que se haya cometido en 
Europa (11 de marzo de 2004 en Madrid, con 191 muertos y centenares de 
heridos). Por ello, es aún más relevante subrayar que España ha mantenido y 
mantiene intacto el más estricto compromiso con el respeto a los Derechos 
Humanos, incluso y a pesar de haber sufrido más que la mayoría de países 
democráticos el azote del terrorismo. El terrorismo se tipifica en España como 
delito, en el marco de Código Penal y de la legislación procesal ordinaria.  

En consecuencia, en España nunca se ha adoptado una legislación especial 
para luchar contra el terrorismo. La lucha contra el terrorismo se lleva a cabo 
desde la ley, y en el marco definido por ésta, mediante la actuación de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, jueces y magistrados independientes e 
imparciales, y la cooperación internacional. En España tampoco se ha 
derogado nunca, ni siquiera parcial o temporalmente, la legislación en materia 
de derechos humanos, ni se ha alterado el marco de normalidad democrática, 
ni se ha reducido el nivel de aplicación de las garantías y estándares 
internacionales de derechos humanos, pese a las previsiones constitucionales 
que lo hubieran permitido, ni siquiera tras los trágicos atentados del 11 de 
marzo de 2004 o en situaciones de gran alarma social ante la amenaza 
terrorista. 
España, como Estado Parte de la gran mayoría de los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y de todos los instrumentos de Naciones 
Unidas de lucha contra el terrorismo, ha adoptado, y sigue adoptando, medidas 
para adecuar su legislación a la normativa internacional, así como 
desarrollando la formación y preparación de sus cuerpos y fuerzas de 
seguridad del Estado y de sus funcionarios penitenciarios en la aplicación de 
estándares de protección y respeto de los derechos humanos en el desempeño 
de sus actividades. 
 
b) Medidas administrativas y de otro tipo. 
 
Por lo que se refiere a las medidas administrativas y de otro tipo adoptadas por 
el Estado Español para responder a la amenaza terrorista, se señala que por 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de mayo de 2004 se creó el Centro 
Nacional de Coordinación Antiterrorista (CNCA) como Unidad especializada de 
las fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.  
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El CNCA tiene como finalidad básica actuar como órgano de recepción, 
proceso y valoración de la información estratégica disponible y de evaluación 
de riesgos y planificación de respuestas operativas sobre todos los tipos de 
terrorismo que constituyen amenaza para el Estado Español. 
 
Asimismo, el 2 de julio del presente año se ha actualizado mediante Instrucción 
4/2009 de la Secretaría de Estado de Seguridad el “Plan de Prevención y 
Protección Antiterrorista” al objeto de coordinar para tales supuestos la 
actuación de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. 
 
La citada Instrucción establece cuatro Niveles de amenaza terrorista por 
encima del normal: Nivel 1 (Medio); Nivel 2 (Alto); Nivel 3 (Muy Alto); Nivel 4 
(Extremo), en función de la previsibilidad o inminencia de un atentado terrorista. 
Cada Nivel de amenaza tiene su correspondiente Nivel de activación de los 
dispositivos de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, estando 
contemplada la colaboración de las Fuerzas Armadas en el Nivel 4 (Extremo) 
de amenaza. 
 
Durante todos ellos, las medidas policiales son, fundamentalmente, preventivas 
y de protección de lugares de afluencia masiva de personas y de 
infraestructuras críticas, al tiempo que se incrementan las medidas de gestión 
de crisis y la coordinación de los distintos instrumentos del Estado para 
garantizar la seguridad ciudadana. 
 
Cualquiera que sea el nivel de amenaza, la actuación de los miembros de las 
FCSE es la protocolizada y siempre se desarrolla dentro de los principios de 
proporcionalidad en el uso de la fuerza y respeto total a la dignidad de la 
persona y derechos constitucionalmente reconocidos. En ningún momento la 
actual o anteriores instrucciones permiten cambios en la normal forma de 
aplicar los procedimientos policiales obtenidos. 
 
  
c) Formación en derechos humanos de los funcionarios policiales. 
 
Los agentes de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado especializados 
en la lucha contra el terrorismo, reciben la formación detallada en la pregunta 
15 de este informe, entre la que se incluye el conocimiento de las normas 
relativas a los derechos humanos y a los refugiados y el derecho humanitario.  
 
d) Condenas dictadas con arreglo a esta legislación. 

 

En relación con el número de condenas dictadas por delitos de terrorismo, en el 
2007 (Memoria Fiscalía 2008), se dictaron 78 sentencias, condenando en ellas 
a 227 personas (181 ETA, 11 GRAPO, 32 terrorismo internacional de origen 
islámico, 3 de otros grupos). A estas personas, se les aplicaron las penas 
previstas en la legislación ordinaria (572 a 579 del código penal), para este tipo 
de delito, consistiendo en general, en penas de prisión por un determinado 
número de años. 
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En relación con el tipo de recursos de que disponen las personas sometidas a 
medidas antiterroristas, cabe anticipar que son exactamente los mismos de los 
que dispone cualquier persona enjuiciada por la comisión de cualquier hecho 
delictivo, ya que no existen en la legislación española normas procesales 
especiales para el enjuiciamiento de delitos de terrorismo: 
 
a) Recurso de reforma, contra todos los autos del Juez de instrucción.  
b) Recurso de apelación en fase de instrucción, únicamente en los casos 
determinados en la Ley, y se admitirá en ambos efectos tan sólo cuando la 
misma lo disponga expresamente. 
c) Recurso de queja contra todos los autos no apelables del Juez, y contra las 
resoluciones en que se denegare la admisión de un recurso de apelación en 
fase de instrucción. 
d) Recurso de apelación contra las resoluciones que acuerden o denieguen la 
libertad provisional o califiquen la suficiencia de las fianzas. 
e) Recurso de apelación contra el auto de conclusión del sumario. 
f) Recurso de apelación contra la sentencia dictada en el ámbito del 
procedimiento ordinario. 
g) Recurso de apelación contra la sentencia dictada en el ámbito del 
procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos 
h) Recurso de apelación contra los autos que acuerden denieguen la 
extradición. 
i) Recurso de apelación contra sentencias dictadas por la Audiencia Provincial 
y en primera instancia, por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado 
j) Recurso de apelación contra las sentencias dictadas en el juicio de faltas. 
k) Recurso de casación contra las sentencias dictadas por la Sala de lo Civil y 
Penal de los Tribunales Superiores de Justicia en única o en segunda instancia 
y contra las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en juicio oral y 
única instancia. 
l) Recurso de Revisión contra sentencias firmes. 
m) Recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional para la tutela de 
derechos fundamentales reconocidos en los arts. 14 a 29 de la Constitución 
española 
  
e) Resultado de denuncias internacionales. 
 
En agosto de 2005 el “Observatorio Vasco de Derechos Humanos-Behatokia” 
interpuso una denuncia ante la Secretaría de la Oficina de la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Procedimiento 1503, 
contra España por supuesta violación sistemática de derechos humanos. 
 
El Grupo de trabajo de Situaciones de dicha Secretaría declaró, por consenso, 
archivada la denuncia subrayando la buena voluntad de cooperar del Gobierno 
Español, el carácter claramente político de la Comunicación de Behatokia, la 
falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna y la ausencia de 
un cuadro persistente de violaciones manifiestas y fehacientemente probadas 
de los Derechos Humanos. 
 
f) Inexistencia de centros secretos de detención en España. 
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No existen centros secretos de detención en España. 

 
Pregunta 37: 
 
Sírvase indicar si en el Estado parte hay leyes que impidan o prohíban la 
producción, el comercio, la exportación y el uso de instrumental 
destinado específicamente a infligir torturas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. En caso afirmativo, sírvanse proporcionar información 
sobre su contenido o aplicación. En su defecto, sírvanse indicar si se 
considera la posibilidad de aprobar este tipo de legislación. 
 
Si se va a llevar a cabo una transferencia -exportación o importación- de 
determinados productos que puedan utilizarse para aplicar la pena de muerte o 
infligir tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, deberá 
verificarse, en primer lugar, si dicho material o producto se encuentra dentro de 
la lista incluida en los reglamentos comunitarios que los definen como tales. 
 
 
Puede darse el caso de que estén prohibidos directamente o de que se 
requiera autorización para llevar a cabo dicha transferencia.  
 
Las listas que se deben consultar se encuentran incluidas en anexos en el 
Reglamento (CE) nº 1236/2005 del Consejo, de 27 de junio de 2005 sobre el 
comercio de determinados productos que puedan utilizarse para aplicar la pena 
de muerte o infligir tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.  
 
Asimismo, resulta de aplicación la Resolución de 20 de julio de 2006, de la 
Secretaría de Estado de Turismo y Comercio por la que se establece el 
procedimiento de tramitación de las autorizaciones de comercio exterior en 
aplicación del Reglamento (CE) nº 1236/2005 anteriormente mencionado. 
 
PRODUCTOS PROHIBIDOS 
 
En primer lugar, es importante destacar que se prohíben tanto las 
exportaciones como las importaciones de determinados productos enumerados 
en el Anexo II de dicho Reglamento. 
 
Se encuentran por consiguiente prohibidos los siguientes productos: 
 
1. Productos diseñados para la ejecución de seres humanos:  
1.1 Horcas y guillotinas 
1.2 Sillas eléctricas para ejecutar a seres humanos 
1.3 Cámaras herméticas diseñadas con el fin de ejecutar seres humanos 
mediante la administración de un gas o sustancia química letal 
1.4 Sistemas automáticos de inyección de droga diseñados con el fin de 
ejecutar a seres humanos mediante la administración de una sustancia química 
letal  
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2. Productos diseñados para la inmovilización de seres humanos:  
2.1 Cinturones de electrochoque, diseñados para inmovilizar seres humanos 
mediante la administración de descargas eléctricas de una tensión en circuito 
abierto superior a 10.000 voltios.  
Por otra parte, existen determinados productos enumerados en el Anexo III del 
Reglamento anteriormente mencionado para los que es necesaria una 
autorización o licencia al poder ser utilizados para infligir torturas u otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes. Además, dichos controles son 
también aplicables a las prestaciones de asistencias técnicas. 
 
El Reglamento comunitario establece tres excepciones: 
1) No se necesita licencia siempre y cuando dichos productos se limiten a 
transitar por el territorio aduanero de la Unión Europea. El concepto de tránsito 
se define de conformidad con el artículo 91 del Reglamento (CEE) nº 2913/92 
de 12 de octubre, por el que se aprueba el Código Aduanero Comunitario. 
Dicho artículo permite la circulación de uno a otro punto del territorio aduanero 
de la Comunidad de mercancías no comunitarias sin que dichas mercancías 
estén sujetas a los derechos de importación y demás gravámenes ni a medidas 
de política comercial, y la circulación de mercancías comunitarias que sean 
objeto de una medida comunitaria que requiera su exportación a países 
terceros y para las que se cumplan los trámites aduaneros de exportación 
correspondientes. 
 
2) Tampoco se exige licencia para las exportaciones a aquellos territorios de 
los siguientes Estados miembros: Dinamarca (Groenlandia), Francia (Nueva 
Caledonia, Polinesia francesa, Tierras Australes y Antárticas Francesas, Islas 
Wallis y Futura, Mayotte y Sanpedro y Miquelón), y Alemania (Büsingen), 
siempre y cuando los productos vayan a ser utilizados por una autoridad 
encargada de hacer cumplir la ley, tanto en el país o territorio de destino como 
en la parte metropolitana del Estado miembro al cual pertenece dicho territorio.  
 
3) Tampoco se requiere licencia para la exportación a terceros países, siempre 
que los productos vayan a ser utilizados por personal militar o civil de un 
Estado miembro de la Unión Europea, si dicho personal participa en una 
operación de mantenimiento de la paz o de gestión de crisis de la Unión 
Europea o de las Naciones Unidas en el tercer país afectado, o en una 
operación conforme a acuerdos entre los Estados miembros y terceros países 
en el ámbito de defensa.  
 
En el Anexo V del Reglamento Comunitario nº 1236/2005 del Consejo, de 27 
de junio de 2005 sobre el comercio de determinados productos que puedan 
utilizarse para aplicar la pena de muerte o infligir tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, se puede encontrar el modelo de 
presentación de licencia, con el fin de llevar a cabo la exportación o importación 
de los productos incluidos en el Anexo III. Dichas licencias son válidas en todo 
el territorio de la Unión Europea, siendo válidas por un período de tres a doce 
meses, con una posibilidad de prórroga de hasta otros doce meses: 
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1) Productos diseñados para la inmovilización de seres humanos según se 
indica  
1.1 Sillas de sujeción y planchas de inmovilización (no se aplica a las sillas de 
sujeción para minusválidos) 
1.2 Esposas para tobillos, cadenas colectivas, grilletes, esposas y grilletes de 
muñeca individuales (no se aplica a esposas normales) 
1.3 Esposas para pulgares y empulgueras, incluidas las esposas dentadas para 
pulgares 
  
2) Dispositivos portátiles diseñados para su uso como material antidisturbios o 
de autodefensa según se indica 
2.1 Dispositivos portátiles para provocar descargas eléctricas 
 
3) Sustancias para su uso como material antidisturbios o de autodefensa y el 
equipo portátil para su diseminación relacionado, según se indica  
3.1 Dispositivos portátiles para su uso como material antidisturbios o de 
autodefensa mediante la administración o diseminación de una sustancia 
química incapacitante 
3.2 Vanillilamida del ácido pelargónico  
3.3 Oleorresina Capsicum.  
 
Con el fin de comprobar el destino y uso final del producto exportado e intentar 
evitar el riesgo de desvío hacia destinos no deseables, las licencias se 
acompañan siempre de los llamados documentos de control, donde las 
autoridades del país de destino o, en su caso, el importador, certifica que dicho 
destino será el destino y uso final del producto. Existen, en consecuencia, 
diferentes tipos de documentos de control en virtud de la sensibilidad del 
producto exportado y de la sensibilidad asimismo del destino.  
 
La declaración de último destino se acompaña a la licencia para este tipo de 
material. Lo expide el importador, es decir, la empresa, y lo certificaría el 
Ministerio de Defensa del país respectivo. Por último, debe ser legalizado por la 
Embajada de España en el país de destino con el Visto Bueno del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación. Por ejemplo, se utiliza en operaciones de 
transferencia de recambios, electrónica, etc. Por último y para el caso de que 
se exporten muy pocas unidades se exige una declaración de último destino 
firmada por el importador y certificada por el Ministerio de Defensa del país 
respectivo.  
 
 
 
Pregunta 38: 
 
Tras la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención en 2006, 
sírvanse señalar cualquier novedad en relación con la necesaria creación 
de un mecanismo nacional de prevención que lleve a cabo visitas 
periódicas a los centros de privación de libertad a fin de evitar la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
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El Protocolo Facultativo a la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que 
España ha ratificado, establece para los Estados parte la obligación de 
designar o crear mecanismos nacionales independientes para la prevención de 
la tortura a nivel nacional.  
 
El método de trabajo elegido para la creación de dicho mecanismo ha 
consistido en un proceso participativo que ha incluido a todos los colectivos 
interesados. Al respecto, se han mantenido varias reuniones y grupos de 
trabajo integrados tanto por representantes de la Administración, como por 
representantes de las Defensorías del Pueblo y de la sociedad civil (ONGs y 
Universidades), con el fin de conocer sus puntos de vista respectivos. 
 
En cuanto a la situación actual por la que pregunta el Comité, la Vicepresidenta 
primera del Gobierno de España, en su comparecencia de 17 de junio de 2009 
ante la Comisión de asuntos constitucionales, se refirió a la opción que el 
Gobierno ha adoptado. Se trata de incardinar el mecanismo de prevención de 
la tortura en el ámbito de las competencias del Defensor del Pueblo y de crear 
una unidad específica que contará con un Consejo Asesor en el que se incluirá 
a representantes de la sociedad civil. Se dará asimismo un gran protagonismo 
a la sede parlamentaria, puesto que el Defensor del Pueblo es el alto 
comisionado de las Cortes Generales. Se están por tanto finalizando los 
trabajos en esta dirección, insistiendo en la necesidad de que el Mecanismo 
esté rodeado de las garantías de independencia suficientes y de los asesores 
necesarios. El mecanismo nacional de prevención de la tortura así diseñado se 
presentará cuanto antes. 
 
 
 
Pregunta 39. Sírvanse aclarar si se han abolido los castigos corporales a 
los niños en todas las circunstancias. 
 

Con respecto a la violencia contra los niños y en concreto sobre el tema del 
castigo corporal, la política del Ministerio de Sanidad y Política Social ha 
consistido en tres tipos de acciones: reformar la legislación en este aspecto, 
campañas de sensibilización para evitar todo tipo de tolerancia en estos 
indeseados hábitos y finalmente promoción y formación en pautas de crianza 
alternativas al castigo físico para los padres y tutores. 
 
En concreto, la actuación más visible y con un impacto considerable en la 
opinión pública ha sido la reforma del artículo 154 de nuestro Código Civil para 
abolir explícitamente cualquier duda o resquicio en el que pudiera ampararse 
alguna forma de violencia o castigo físico. 
 
Así, la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción internacional, señala en 
el apartado IV de su exposición de motivos que se modifica este articulo para 
“mejorar su redacción y dar respuesta a los requerimientos del Comité de los 
derechos del Niño, que ha mostrado su preocupación por la posibilidad de que 
la facultad de corrección moderada que hasta ahora se reconoce a los padres y 
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tutores pueda contravenir el articulo 19 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño de 20 de noviembre de 1989”.   
 
Y así, en el punto dos de la Disposición final primera se realiza dicha 
modificación del articulo 154 del Código Civil con la supresión del inciso de que 
los padres pudieran “corregir razonable y moderadamente a los hijos”, 
estableciendo en su lugar que “la patria potestad se ejercerá siempre en 
beneficio de los hijos, de acuerdo con su personalidad y con respeto a su 
integridad física y psicológica”. 
  
Evidentemente, esta reforma legislativa ha tenido un fuerte impacto en los 
medios y en la opinión pública. El tema ha saltado al debate público y ha 
ayudado a sensibilizar a la población. 
 
Pero, efectivamente, las reformas legislativas por si solas no garantizan los 
necesarios cambios en las actitudes que conduzcan al éxito final. Las 
encuestas de opinión en España todavía nos demuestran que un significativo 
porcentaje de la población sigue admitiendo el azote como un método 
adecuado y efectivo para corregir y educar a los niños y niñas. 
 
Por consiguiente, vamos a seguir impulsando campañas dirigidas a la 
población en general y, a las madres y padres en particular. Para ello 
contaremos con la colaboración de Organizaciones Sociales de Infancia que, 
con su experiencia, sean capaces de trasladar este mensaje al conjunto de la 
población. En este sentido hemos colaborado trasladando a la sociedad 
española la campaña (spot de televisión, cartel y folletos) del Consejo de 
Europa “Tus manos son para proteger ¡Levanta las manos contra el castigo 
físico!”, ya que su mensaje es altamente coincidente con los contenidos de 
campañas que ya veníamos realizando en años anteriores (“Corregir no es 
pegar”) 
 
Finalmente, desde la perspectiva de continuar nuestro trabajo en relación con 
la prevención y orientación familiar, estamos convencidos de la necesidad de 
trabajar aspectos que posibiliten la convivencia familiar, a través de la 
formulación de políticas de apoyo al ejercicio positivo de la parentalidad, como 
se establece en la Recomendación Rec (2006)19 del Comité de Ministros a los 
Estados Miembros, adoptada el 13 de diciembre de 2006. En este sentido, este 
Ministerio de Sanidad y Política Social, a través del Observatorio de Infancia, 
ha encargado dos estudios a una universidad española, uno de ellos ya 
publicado denominado "Estrategias para prevenir y afrontar conflictos en las 
relaciones familiares (padres e hijos)” y otro a punto de publicar relativo a Guía 
para el Desarrollo de Habilidades y Competencias Parentales. Con este 
soporte teórico y las fichas de desarrollo formativo se podrá trabajar con las 
diferentes Asociaciones de Madres y Padres de alumnos y con las 
Organizaciones Sociales que trabajan con la infancia en dificultad social. 
 


	Evaluación del interés superior del menor 
	En tercer lugar, en relación con un posible conflicto de la Ley de amnistía con las obligaciones que el Estado español tiene bajo el artículo 5 de la Convención contra la tortura, en el sentido de establecer jurisdicción sobre el crimen de tortura, y enjuiciar o extraditar individuos acusados de infligir actos de tortura, cabe señalar que la Convención contra la Tortura fue adoptada y abierta a la firma el 10 de diciembre de 1984 y entró en vigor el 26 de junio de 1987, mientras que la Ley de 1977 se refiere a hechos acaecidos con anterioridad a la adopción de dicha Ley. Dicho lo cual, debe destacarse, no obstante, los esfuerzos realizados estos últimos años por el Estado español en relación con las víctimas de la guerra civil y la dictadura. La reciente adopción de la Ley 52/2007, de 26 diciembre, por la que se reconoce y amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura se refiere al derecho a obtener una declaración de reparación y reconocimiento personal en materia de reparación de las víctimas del franquismo (incluidas las torturadas).

